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editorial

Si como suscriptor tiene interés en que tratemos algún tema,

escríbanos a economist@difusionjuridica.es

Sorpresas 

El filósofo y profesor de la universidad de Princeton, Paul Holdengräber, 
estaría complacido con la forma de proceder del legislador español. Lo presumi-
mos porque el profesor Holdengräber decía “Sorpresa, asombro. Quiero sorpren-
derme siempre: esta es mi utopía. Nada de academicismos”. Y nuestro legislador 
no deja de adornar su función con sorpresas de muy diversas clases. Si quieren 
encontrar algunas de reciente elaboración, las localizarán en la ley 14/2013, de 
27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización. Es 
por esta razón que Economist & Jurist, dedica y dedicará especial atención al 
texto de la mencionada norma.

 
La forma de actuar de nuestro legislador exige a los abogados y a todos los 

profesionales vinculados al mundo del derecho, estar en continua alerta. Hoy 
en día para un abogado es absolutamente necesario contar con canales de infor-
mación que le alerten, con lenguaje jurídico, sobre las múltiples sorpresas, que 
súbitamente pueden florecer en nuestro ordenamiento. 

 
Decía José Ortega y Gasset que “sorprenderse, extrañarse, es comenzar a en-

tender”. Es cierto, solo después de vernos sacudidos por las múltiples sorpresas 
de nuestros legisladores somos capaces de empezar a entenderlos, de empezar 
a prever su conducta.      

direccioncontenidos@difusionjuridica.es
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	 Modificaciones en la ley concursal por la ley de apoyo a los 

emprendedores y su internacionalización

La Ley 14/2013, de 27 de Septiembre, de apoyo a los empren-
dedores y su internacionalización, según indica en su Preám-
bulo, se dicta con la pretensión de dotarnos de un instrumen-
to que permita superar “la larga y grave crisis económica con 
agudas consecuencias sociales” y entre los distintos campos a 
los que afecta se encuentra, también, la Ley Concursal (LC).
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AL DÍA ADMINISTRATIVO
Legislación

Se crean dos nuevas figuras: la 
Sociedad Limitada de Formación 
Sucesiva, y el Emprendedor de 
Responsabilidad Limitada 
Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprende-
dores y su internacionalización. (BOE núm. 233, de 28 de 
septiembre de 2013).

El concepto de emprendedor se define de forma am-
plia, como aquellas personas, independientemente de su 
condición de persona física o jurídica, que van a desarrollar 
o están desarrollando una actividad económica productiva. 

El Título I “Apoyo a la iniciativa emprendedora”, Ca-
pítulo II “El Emprendedor de Responsabilidad Limitada” 
crea una nueva figura, el Emprendedor de Responsa-
bilidad Limitada, gracias a la cual las personas fí-
sicas podrán evitar que la responsabilidad derivada 
de sus deudas empresariales afecte a su vivienda 
habitual bajo determinadas condiciones.

El Capítulo III “Sociedad Limitada de Formación Su-
cesiva” prevé la creación de una nueva figura de socie-
dad, la Sociedad Limitada de Formación Sucesiva 
(SLFS), sin capital mínimo, cuyo régimen será idéntico al 
de las Sociedades de Responsabilidad Limitada, excepto 
ciertas obligaciones específicas tendentes a garantizar una 
adecuada protección de terceros. 

Estas sociedades estarán sometidas a límites y obli-
gaciones para reforzar sus recursos propios y para 
impulsar que estas empresas crezcan a través de 
la autofinanciación (inversión de los resultados de la 
actividad empresarial). En particular, se endurece el de-
ber de dotación de reserva legal (siempre deberá dotarse 
por un veinte por ciento del beneficio) y se prohíbe la 
distribución de dividendos hasta que el patrimonio neto 
alcance el capital mínimo requerido para las sociedades 
de responsabilidad limitada. 

información al día
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El Capítulo IV “Inicio de la actividad emprendedora” 
introduce medidas para agilizar el inicio de la actividad de 
los emprendedores.

El Capítulo V “Acuerdo extrajudicial de pagos” 
prevé un mecanismo de negociación extrajudicial 
de deudas de empresarios, ya sean personas físicas 
o jurídicas, similar a los existentes en los países próxi-
mos. 

El Título II “Apoyos fiscales y en materia de Se-
guridad Social a los emprendedores” contiene di-
versas medidas fiscales y en materia de Seguridad 
Social de apoyo al emprendedor.

Para paliar los problemas de liquidez y de acceso al cré-
dito de las empresas, se crea, en el ámbito del Impuesto 
sobre el Valor Añadido, un régimen especial del crite-
rio de caja.

En relación con el Impuesto sobre Sociedades, se 
establece una nueva deducción por inversión de 
beneficios para aquellas entidades que tengan la 
condición de empresas de reducida dimensión, vin-
culada a la creación de una reserva mercantil de carácter 
indisponible. 

Se tendrá derecho a una deducción en la cuota es-
tatal del IRPF con ocasión de la inversión realizada 

en la empresa de nueva o reciente creación. En la 
posterior desinversión, que tendrá que producirse en un 
plazo entre tres y doce años, se declara exenta la ganancia 
patrimonial que, en su caso, se obtenga, siempre y cuando 
se reinvierta en otra entidad de nueva o reciente creación.

Por último, para no penalizar excesivamente a aquellos 
trabajadores que coticen en el Régimen General y que 
vienen obligados a cotizar en otro Régimen a tiempo com-
pleto cuando realizan una actividad económica alternati-
va, se reducen las cuotas de la Seguridad Social de 
forma que aliviará la actual penalización y se incentivará 
la pluriactividad, estimulando nuevas altas en el Régimen 
Especial de Trabajadores Autónomos. 

El Título III “Apoyo a la financiación de los em-
prendedores” contempla medidas para apoyar la 
financiación de los emprendedores.

Se modifica la Ley Concursal en la materia pre-
concursal de los acuerdos de refinanciación con 
un doble propósito: de una parte, para regular de una 
manera más completa y a la par más flexible el proce-
dimiento registral de designación de los expertos, 
de suerte que pueda solicitarse del registrador su nombra-
miento y seguirse el procedimiento sin necesidad de que 
el acuerdo esté concluido o el plan de viabilidad cerrado; 
de otra parte, para incluir una regla más flexible y 
más clara del cómputo de la mayoría del pasivo que 

nota importante

La Ley de apoyo a los emprendedores crea la figura del Emprendedor de Responsabilidad 
Limitada, gracias a la cual las personas físicas podrán evitar que la responsabilidad 
derivada de sus deudas empresariales afecte a su vivienda habitual. Más información Al 
día Administrativo, págs. 4, 5 y 6.
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suscribe el acuerdo y que constituye el requisito legal 
mínimo para su potestativa homologación judicial.

El Título IV “Apoyo al crecimiento y desarrollo de 
los proyectos empresariales” se dedica a medidas 
para fomentar el crecimiento empresarial.

El Título V “Internacionalización de la economía espa-
ñola” se compone de dos secciones.

Se prevé, a través de la modificación del Estatuto 
del Trabajador Autónomo, una medida destinada a fa-
cilitar una segunda oportunidad a los autónomos afecta-
dos por un procedimiento administrativo de ejecución de 
deudas, consistente en la ampliación, de uno a dos años, 
del plazo que debe mediar entre la notificación de la pri-
mera diligencia de embargo y la realización material de la 
subasta, el concurso o cualquier otro medio administrati-
vo de enajenación, cuando afecte a la residencia habitual 
de un autónomo.

Asimismo, se modifica la Ley 12/2012, de 26 de 
diciembre, de medidas urgentes de liberalización 
del comercio y de determinados servicios, para am-
pliar, de 300 a 500 metros cuadrados, el umbral 
de superficie máxima de los establecimientos que 
estarán exentos de licencia municipal, así como para 
ampliar, a cuarenta y tres actividades adicionales, el anexo 
de la citada Ley, que contiene la lista de actividades exen-
tas de solicitar una licencia municipal.

Se actualizan y describen los 
criterios sanitarios básicos y 
mínimos de la normativa de piscinas 
en el ámbito nacional
Real Decreto 742/2013, de 27 de septiembre, por el que 
se establecen los criterios técnico-sanitarios de las piscinas. 
(BOE núm. 244, de 11 de octubre de 2013).

Los criterios básicos que describe este real decreto, se 
aplicarán a todas las piscinas que no estén incluidas en el 

ámbito del Real Decreto 1341/2007, de 11 de octubre, 
sobre la gestión de la calidad de las aguas de baño.

Se fijan parámetros, valores paramétricos a 
cumplir en el agua de los vasos de estas piscinas 
y su frecuencia mínima de muestreo. Estos valores 
se basan principalmente en motivos de salud pública y 
en las recomendaciones de la Organización Mundial de 
la Salud, aplicándose, en algunos casos, el principio de 
precaución para asegurar un alto nivel de protección de la 
salud de los usuarios. Ante incumplimientos de los crite-
rios de calidad que señala esta disposición, será necesaria 
la investigación de la causa subyacente y garantizar que se 
apliquen lo antes posible las medidas correctoras y pre-
ventivas para la protección de la salud de los usuarios.

Pero no solo deberá ser adecuada la calidad del 
agua sino también la calidad del aire en aquellas 
piscinas cubiertas, incluidos centros de hidromasa-
je y piscinas terapéuticas, por lo que se fijan una serie 
de parámetros básicos operacionales que sirvan al titular 
de la piscina, para tener una correcta calidad del aire que 
no produzca riesgos para la salud.

Además, el público deberá recibir información su-
ficiente y oportuna sobre la calidad del agua de la pisci-
na, las medidas correctoras y preventivas, así como todos 
aquellos aspectos que afecten a situaciones de inciden-
cias y que puedan implicar un riesgo para la salud de los 
usuarios o que sean de su interés.

El presente real decreto entrará en vigor a los dos me-
ses de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

AL DÍA CIVIL
Jurisprudencia

COMPRAVENTA
Es causa de resolución del contrato 
de compraventa el incumplimiento 

nota importante

Para que la firma y aceptación del finiquito despliegue el efecto liberatorio debe 
extenderse a todos los conceptos retribuidos.  Más información Al día Laboral, pág. 11.
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de la oferta publicitaria de 
apartamentos con puerto deportivo 
y campo de golf que no fueron 
construidos por el Ayuntamiento 
promotor
Tribunal Supremo Sala Primera – 23/07/2013.

Se desestima el recurso de casación interpuesto contra 
sentencia desestimatoria de la Sección Séptima de la Au-
diencia Provincial de Valencia, sobre solicitud de cumpli-
miento de contrato de compraventa. 

La Sala declara que en el propio contrato se acompa-
ñó “plano del Puerto Deportivo aprobado por el Ayunta-
miento”, sin referencia a que también lo promoviese. Al 
comprador se le entregó también folleto publicitario, en 
el que junto a fotomontajes de un puerto deportivo vir-
tual, observable desde las terrazas de los apartamentos 
se decía “disfruta la vida con todos los sentidos junto al 
puerto deportivo”, “disfruta de un campo de golf cerca 
de tu casa”.

Todos estos compromisos contraídos en el contrato y a 
través de la oferta publicitaria, fueron incumplidos, y di-
cha trasgresión debe calificarse de sustancial, pues afec-
taba a circunstancias esenciales y definidoras del objeto 
contractual.

Puede leer el texto completo de la sentencia en  
www.bdifusion.es. Marginal: 2434398.

NULIDAD DE ACTUACIONES
El Supremo establece que no basta 
una mera irregularidad procesal 
para determinar la nulidad de 
actuaciones
Tribunal Supremo Sala Primera – 02/09/2013.

Se declara haber lugar al recurso extraordinario por in-
fracción procesal interpuesto contra sentencia de la Au-
diencia Provincial de Málaga (Sección 6ª), que acordó el 
sobreseimiento y archivo de las actuaciones, por incompa-
recencia de la parte demandante.

La Sala declara que en todo caso, la nulidad de ac-
tuaciones acordada por la Audiencia Provincial en la 
sentencia hoy recurrida se fundamentaba necesaria-
mente en la causa prevista en el artículo 225, caso 3º, 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil –coincidente con 
igual ordinal del artículo 238 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial– que se refiere a los supuestos en que 

“se prescinda de normas esenciales del procedimiento, 
siempre que, por esta causa, haya podido producirse 
indefensión”.

Sin embargo la decisión de la juzgadora de primera ins-
tancia, al conceder a la parte demandante un plazo para 
subsanar un defecto de poder –por demás, inexistente– 
en lugar de acordar el sobreseimiento del proceso a que 
se refiere el artículo 414.2 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, podría haber constituido una irregularidad procesal 
pero, desde luego, no generaba indefensión alguna para 
la parte demandada, por lo que no podía dar lugar a una 
declaración de nulidad de pleno derecho.

Por ello, la Sala, estimando el recurso, ordena que se 
repongan las actuaciones al momento inmediatamente 
anterior al dictado de la sentencia impugnada, para que 
por la Audiencia Provincial se dicte nueva sentencia que 
resuelva sobre el fondo de los recursos de apelación in-
terpuestos.

Puede leer el texto completo de la sentencia en  
www.bdifusion.es. Marginal: 2436258.

AL DÍA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO
Jurisprudencia

MARCAS
Se permite solicitar la 
rehabilitación de la patente hasta 
seis meses después de la publicación 
de la caducidad en el Boletín Oficial 
de la Propiedad Industrial
Tribunal Supremo Sala Tercera – 12/09/2013.

Se desestima el recurso de casación interpuesto por la 
Administración del Estado contra sentencia estimatoria 
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Se-
gunda, del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, sobre 
impugnación de resolución desestimatoria de solicitud de 
rehabilitación de patente.

La Sala declara que el artículo 117 de la Ley de Paten-
tes permite solicitar la rehabilitación de la patente hasta 
seis meses después de la publicación de la caducidad en 
el Boletín Oficial de la Propiedad Industrial, y así suce-
dió en este caso (la publicación tuvo lugar el día 16 de 
febrero de 2007 y la solicitud de rehabilitación fue pre-
sentada el 16 de agosto siguiente). El precepto requiere 
haber acreditado la existencia de una causa de fuerza ma-
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yor, circunstancia que no es propiamente negada en este 
supuesto por el Abogado del Estado.

Se admite, pues, que la inundación de los locales de la 
empresa, en cuanto hecho externo al círculo de negocios 
e imprevisible o inevitable, tuvo como consecuencia la in-
utilización de archivos y documentos, cuyo uso hubiera 
podido determinar el pago de la anualidad tanto antes del 
vencimiento (noviembre de 2005) como durante el perío-
do de “gracia” o de regularización legalmente admisible 
tras el impago de la tasa anual.

Nada hay, pues, que impida afirmar, como hace el tribu-
nal de instancia, un nexo de unión entre la falta de pago de 
la anualidad (durante todo el período en que ésta se podía 
haber llevado a cabo) y la causa de fuerza mayor no negada.

Puede leer el texto completo de la sentencia en  
www.bdifusion.es. Marginal: 2436210.

JUEZ SUSTITUTO
Se desestima el recurso frente 
al acuerdo de adjudicación a un 
Juez sustituto del conocimiento 
de determinadas diligencias por 
consentir el recurrente los 
primeros actos dictados por el Juez 
sustituto
Tribunal Supremo Sala Tercera – 24/07/2013.

Se desestima el recurso contencioso-administrativo in-
terpuesto contra acuerdo del Pleno del Consejo General 
del Poder Judicial, por el que se acordó que el Juez Sus-
tituto de refuerzo del Juzgado de Instrucción instruyera 
unas diligencias previas.

La Sala declara que se alega violación de los derechos 
fundamentales, alegando la recurrente el del juez ordina-

rio predeterminado por la ley, a que se refiere el artículo 
24 de nuestra norma constitucional.

Sin embargo, en el caso presente, es evidente que el 
recurrente consintió sin protesta ni recurso alguno los 
actos dictados por el Juez sustituto, y sólo cuando este 
comenzó a dictar actos que le perjudicaban, alegó su falta 
de competencia.

En consecuencia, procede desestimar el presente re-
curso contencioso-administrativo, sin necesidad de entrar 
en la legalidad o no del reparto cuestionado.

Puede leer el texto completo de la sentencia en  
www.bdifusion.es. Marginal: 2435159.

AL DÍA FISCAL
Legislación

Aprobado el modelo 790 de la tasa 
para los certificados penales, 
últimas voluntades, y seguros por 
fallecimiento
Resolución de 2 de octubre de 2013, de la Subsecretaría, por 
la que se aprueba el modelo 790 de solicitud y autoliquida-
ción de la tasa para la expedición de los certificados de ante-
cedentes penales, de actos de última voluntad y de contratos 
de seguros de cobertura de fallecimiento. (BOE núm. 247, 
de 15 de octubre de 2013).

La regulación por primera vez de la responsabilidad 
penal de las personas jurídicas, introducida por la Ley Or-
gánica 5/2010, de 22 de junio, por la que se modifica la 
Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código 
Penal, ha incidido de manera directa en la organización 
del Sistema de registros administrativos de apoyo a la Ad-
ministración de Justicia que ha debido adaptar su funcio-

nota importante

La Ley de apoyo a los emprendedores crea un régimen especial del criterio de caja en 
el IVA, en el IRPF establece una deducción por la inversión realizada en una empresa de 
nueva o reciente creación, y en el Impuesto sobre Sociedades crea una nueva deducción 
por inversión de beneficios para empresas de reducida dimensión. Más información Al día 
Administrativo, págs. 4, 5 y 6.
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namiento para incorporar a las correspondientes bases de 
datos la nueva información exigida. 

Por esta razón, así como para precisar la forma en que 
los interesados debían acreditar su personalidad y, en su 
caso, la condición de representante legal cuando solicita-
sen acceder a la información contenida en el citado Sis-
tema de registros, se aprobó el Real Decreto 1611/2011, 
de 14 de noviembre, por el que se modificaba el Real De-
creto 95/2009, de 6 de febrero, por el que se regula el 
Sistema de registros administrativos de apoyo a la Admi-
nistración de Justicia.

Por otro lado, el intercambio recíproco de la informa-
ción penal entre los Estados miembros de la Unión Euro-
pea, ha sido impulsado por la Decisión marco 2009/315/
JAI, del Consejo, de 26 de febrero de 2009, relativa a la 
organización y al contenido del intercambio de informa-
ción de los registros de antecedentes penales entre los 
Estados miembros, y por la Decisión 2009/316/JAI del 
Consejo, de 6 de abril de 2009, por la que se establece el 
Sistema Europeo de Información de Antecedentes Pena-
les (ECRIS).

La efectividad y plena aplicación de lo establecido 
en las normas citadas, así como el transcurso del plazo 
máximo previsto en la Decisión marco antes menciona-
da, para la realización de las adaptaciones técnicas pre-
cisas, por parte de los Estados miembros de la Unión 
Europea, requieren la adaptación del Modelo 790, 
contenido en el anexo I de la Resolución de 13 de enero 
de 2011, de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, por la que se determinan los requisitos 
y condiciones para tramitar por vía telemática las 
solicitudes de certificados de actos de última vo-
luntad y contratos de seguros de cobertura de fa-
llecimiento, y se establecen modificaciones en el 
Modelo 790, de autoliquidación y de solicitud e 
instrucciones, para las solicitudes presenciales y 
por correo de los certificados de actos de última 
voluntad y contratos de seguros de cobertura de 
fallecimiento.

AL DÍA LABORAL
Legislación

Se podrá crear una empresa en 48 
horas por medios telemáticos
Orden ESS/1727/2013, de 17 de septiembre, por la que se 
modifica la Orden TAS/770/2003, de 14 de marzo, por la 
que se desarrolla el Real Decreto 1424/2002, de 27 de di-
ciembre, por el que se regula la comunicación del contenido 
de los contratos de trabajo y de sus copias básicas a los Ser-
vicios Públicos de Empleo, y el uso de medios telemáticos en 
relación con aquélla. (BOE núm. 232, de 27 de septiembre 
de 2013).

Se han producido importantes cambios en relación 
con posibles nuevos solicitantes de la autorización 
para la comunicación de la contratación laboral, en 
particular han surgido los Puntos de Asesoramiento e 
Inicio de Tramitación (PAIT) de las sociedades nue-
va empresa. Estos PAIT se regulan en la disposición 
adicional tercera del Texto Refundido de la Ley de So-
ciedades de Capital, aprobado por el Real Decreto Le-
gislativo 1/2010, de 2 de julio, como oficinas depen-
dientes de las Administraciones Públicas y entidades 
públicas y privadas, así como colegios profesionales, 
organizaciones empresariales y cámaras de comercio, 
desde las que se puede asesorar y prestar servicios a 
los emprendedores.

También pueden realizar funciones de PAIT los cen-
tros de Ventanilla Única Empresarial (VUE).

Los servicios que presta un PAIT, además de los de in-
formación y asesoramiento, son la realización, con carác-
ter gratuito y obligatorio, de los trámites necesarios para 
la constitución de la sociedad nueva empresa mediante el 
Documento único Electrónico (DUE).

Con este sistema de tramitación telemática el futuro 
empresario se evita multitud de trámites presen-
ciales permitiendo la creación de una empresa en 

¡Atención!

El Supremo extiende el derecho de información de los accionistas a la contabilidad de la 
sociedad. Más información Al día Mercantil, págs. 11 y 12.
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información
al día

aproximadamente 48 horas, frente a los más de 40 
días que se tarda si los trámites se realizan de ma-
nera presencial.

Sin embargo los PAIT no pueden realizar la comunica-
ción de la contratación laboral ya que la actual normativa 
no contempla esta figura entre las posibles autorizadas 
para actuar en nombre de terceros.

Con el fin de que los PAIT, a través del Ministerio de 
Industria, Energía y Turismo como usuario principal, pue-
dan ser autorizados para realizar por medios telemáticos 
la comunicación de la contratación laboral, evitando esta 
gestión al empresario, se hace necesario modificar la Or-
den TAS/770/2003, de 14 de marzo de 2003, por la que 
se desarrolla el Real Decreto 1424/2002, de 27 de diciem-
bre, por el que se regula la comunicación del contenido 
de los contratos de trabajo y de sus copias básicas a los 
Servicios Públicos de Empleo, y el uso de medios telemá-
ticos en relación con aquélla.

Aprovechando esta modificación se ha procedido, 
asimismo, a actualizar la información relativa a los da-
tos a comunicar, recogidos en el anexo I de la Orden 
TAS/770/2003, de 14 de marzo, para adaptarla a las mo-
dalidades de contratación en vigor.

Se modifican las retribuciones de 
Jueces y Fiscales
Real Decreto 700/2013, de 20 de septiembre, por el que se 
modifica el Real Decreto 431/2004, de 12 de marzo, por el 
que se regulan las retribuciones previstas en la disposición 
transitoria tercera de la Ley 15/2003, de 26 de mayo, regula-
dora del régimen retributivo de las carreras judicial y fiscal. 
(BOE núm. 233, de 28 de septiembre de 2013).

La reforma establece un sistema de gestión 
diferenciado para las carreras judicial y fiscal, 
en atención a las peculiaridades que las sustituciones 
profesionales tienen para sus respectivos integrantes; 
así, con respecto al Ministerio Fiscal, se refuerza 
el principio de autonomía al reconocer expre-
samente competencias organizativas al Fiscal 
General del Estado mediante el dictado de las 
Instrucciones necesarias a tal efecto, respetando 
en todo caso las disponibilidades presupuestarias; no 
obstante, la cuantía de estas retribuciones especiales 
por sustitución no podrá ser superior al 80% del com-
plemento de destino, determinación definitiva que 
deberá hacerse conforme al volumen de trabajo que 
asuma la persona o personas que sustituyan, según se 
reparta –en este segundo supuesto– la carga de traba-
jo del sustituido. También, se mantienen y actualizan 
las cuantías por la asunción temporal de determinados 
cargos que se enumeran.

A tal efecto se han mantenido excluidas algunas si-
tuaciones anteriores –vacaciones anuales–, otras nue-
vas fruto de reformas recientes –artículo 373.8 de la 
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial–, 
pero se reconoce retribución a situaciones tradi-
cionalmente excluidas como son las sustituciones 
inferiores a diez días, siempre y cuando se lleven 
a cabo un mínimo de actividad jurisdiccional o 
se originen por ausencia del titular enfermo. En 
todo caso, se prevé una cláusula de garantía que, aún 
en los casos excluidos, quepa retribución siempre que, 
por circunstancias excepcionales y previo informe fa-
vorable del Consejo General del Poder Judicial, la sus-
titución hayan implicado una singular carga de trabajo 
para el sustituto.

¡Atención!

Se crea una nueva figura societaria: la Sociedad Limitada de Formación Sucesiva, sin capital 
mínimo, cuyo régimen será idéntico al de las Sociedades de Responsabilidad Limitada, 
excepto ciertas obligaciones específicas tendentes a garantizar una adecuada protección 
de terceros. Más información Al día Administrativo, págs. 4, 5 y 6.
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AL DÍA LABORAL
Jurisprudencia

DESPIDO
Para que la firma y aceptación del 
finiquito despliegue el efecto 
liberatorio debe extenderse a todos 
los conceptos retribuidos 
Tribunal Supremo Sala Cuarta – 24/07/2013.

Se estima el recurso de casación para la unificación 
de doctrina interpuesto contra sentencia desestimatoria 
de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia 
de la Comunidad Valenciana, sobre reclamación de can-
tidad.

La Sala declara que no resulta creíble que el trabaja-
dor iba a considerarse finiquitado con tan exiguas can-
tidades, salvo las relativas a la indemnización por extin-
ción contractual y sustitución del preaviso no disfrutado, 
cuando en concepto de horas extraordinarias habituales 
efectivamente realizadas se le debía una muy superior, 
según queda constatado en los hechos probados, por lo 
que el repetido documento-finiquito no reúne los requi-
sitos esenciales para su eficacia (art. 1265 CC), pues el 
consentimiento de los contratantes no puede entenderse 
haya recaído sobre parte del objeto -que es hoy reclama-
do-, ni tuvo causa –cuál es la contraprestación de la otra 
parte en los contratos onerosos y liberalidad en los lucra-
tivos, según el art. 1274 CC–.

De modo que al no aparecer en el finiquito la 
remuneración de horas extraordinarias, de reali-
dad constatada, el efecto liberatorio de aquel no 
alcanza a este concepto retributivo, por lo que se 
ha infringido en la sentencia recurrida, el art. 1.283 CC 
que preceptúa que “cualquiera que sea la generalidad de 
los términos de un contrato, no deberán entenderse com-
prendidos en él cosas distintas y casos diferentes de aque-
llos sobre que los interesados se propusieron contratar”.

Puede leer el texto completo de la sentencia en www.
bdifusion.es. Marginal: 2436224.

AL DÍA MERCANTIL
Legislación

Se dictan normas de registro y 
valoración e información a incluir 

en la memoria de las cuentas anuales 
sobre el deterioro del valor de los 
activos 
Resolución de 18 de septiembre de 2013, del Instituto de 
Contabilidad y Auditoría de Cuentas. (BOE núm. 230, de 
25 de septiembre de 2013).

Esta Resolución desarrolla los criterios sobre 
deterioro del valor del inmovilizado material, in-
movilizado intangible, inversiones inmobiliarias, 
activos financieros y existencias, regulados en el 
Plan General de Contabilidad, el Plan General de 
Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas 
y las Normas para la Formulación de las Cuentas 
Anuales Consolidadas.

En consecuencia, sin perjuicio de lo indicado en el 
párrafo siguiente, la presente Resolución es de apli-
cación obligatoria para todas las empresas, cual-
quiera que sea su forma jurídica, que deban aplicar 
dichas normas, tanto en la formulación de las cuentas 
anuales individuales como, en su caso, en la elaboración 
de las cuentas consolidadas.

Para las entidades de crédito, las entidades aseguradoras 
y las empresas de servicios de inversión los criterios conte-
nidos en esta Resolución tendrán carácter subsidiario.

Las empresas incluidas en el ámbito de aplicación de 
las normas sobre los aspectos contables de las empresas 
públicas aprobadas por la Orden EHA/733/2010, de 25 
de marzo, aplicarán esta Resolución para contabilizar el 
deterioro del valor de los activos generadores de flujos 
de efectivo. Para los activos no generadores de flujos de 
efectivo seguirán los criterios especiales aprobados por las 
citadas normas.

Las entidades sin fines lucrativos sujetas a las normas 
de adaptación aprobadas por el Real Decreto 1491/2011, 
de 24 de octubre, aplicarán esta Resolución para conta-
bilizar el deterioro del valor de los activos generadores de 
flujos de efectivo. En este caso, las referencias que en la 
presente Resolución se realizan a la “empresa” deberán 
entenderse realizadas a la “entidad”. Para los activos no 
generadores de flujos de efectivo seguirán los criterios 
especiales aprobados por las citadas normas.

Jurisprudencia

IMPUGNACIóN ACUERDOS SOCIALES
El Supremo extiende el derecho de 
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información
al día

¡Atención!

Se modifica la Ley Concursal en la materia preconcursal de los acuerdos de refinanciación, 
y se crean los Puntos de Atención al Emprendedor, en los que se podrán realizar todos 
los trámites para el inicio, ejercicio y cese de la actividad empresarial. Más información 
Al día Administrativo, págs. 4, 5 y 6.

información de los accionistas a la 
contabilidad de la sociedad
Tribunal Supremo Sala Primera – 16/07/2013.

Se estima el recurso de casación interpuesto por el de-
mandante contra sentencia desestimatoria de la Audien-
cia Provincial de Barcelona (sección 15ª), sobre impugna-
ción de acuerdos sociales.

En relación con la información a la que tienen derecho 
los socios en juntas de aprobación de cuentas anuales, la 
doctrina viene manteniendo que el socio no se encuen-
tra constreñido al mero examen de los documentos 
sometidos a aprobación en junta, ya que el accionis-
ta está facultado para requerir cuantas aclaraciones 
o informaciones estime precisas siempre que cumpla 
estos requisitos: que la información demandada se refiera a 
extremos en conexión con el orden del día, que se pida en 
forma y plazo (por escrito, hasta el séptimo día anterior a su 
celebración y verbalmente, durante esta) y que la publici-
dad de los datos no perjudique los intereses sociales ni se 
ejerza el derecho de forma abusiva (lo que obliga a analizar 
las concretas circunstancias de cada caso). 

La información del socio prevista en el art. 212.2 de la 
Ley de Sociedades Anónimas (actual art. 272.2 de la Ley 
de Sociedades de Capital) complementa pero no sustituye 
la información a que tiene derecho conforme al 112 
de aquella Ley (197 de la vigente), de tal forma que 
también tiene derecho el socio a “requerir detalles 
de las partidas que han dado lugar, por agregación, 
a los importes consignados en los diversos apartados 
del balance o de la cuenta de pérdidas y ganancias, y 
el órgano de administración deberá contestar siem-
pre que concurran los indicados requisitos que ope-
ran como límite de la obligación de transparencia”.

 En el caso examinado, se concluye que la preten-
sión del accionista se atiene a los requisitos señalados 
y no es abusiva, valorándose que el accionista deman-
dante era titular de un 25% del capital, lo que poten-
ciaba significativamente su derecho de información en 
los términos expuestos (de acceso a documentos ban-
carios, contables y fiscales, que le fueron denegados), 
así como la conexión entre los documentos que pidió 
y cuestiones especialmente relevantes o controvertidas 
en la vida societaria como las que pueden ser objeto de 
mención obligatoria en la memoria, el carácter abre-
viado de las cuentas anuales, la existencia de indicios 
razonables de actuaciones irregulares y la nula pertur-
bación para el desarrollo de la actividad del órgano de 
administración. 

Puede leer el texto completo de la sentencia en  
www.bdifusion.es. Avance de Jurisprucencia. 	
 	

SUBVENCIONES

Se fija la distribución de las 
subvenciones para los gastos de 
funcionamiento de los Juzgados de 
Paz

Orden JUS/1871/2013, de 8 de octubre, por la que se 
publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 4 de octu-
bre de 2013, por el que se fija el módulo para la distribu-
ción del crédito que figura en los Presupuestos Generales 
del Estado para el año 2013, destinado a subvencionar los 
gastos de funcionamiento de los juzgados de paz. (BOE 
núm. 247, de 15 de octubre de 2013).
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en portada

Modificaciones en la Ley 
Concursal por la Ley de apoyo 
a los emprendedores y su 
internacionalización  

Laura Suárez Vega. Abogada en Bufete Pintó Ruiz & Del Valle.
Juan Carlos Noguera de Erquiaga. Socio en Bufete Pintó Ruiz & Del Valle.

La Ley 14/2013, de 27 de Septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización, según 
indica en su Preámbulo, se dicta con la pretensión de dotarnos de un instrumento que permita superar 
“la larga y grave crisis económica con agudas consecuencias sociales” y entre los distintos campos a los 
que afecta se encuentra, también, la Ley Concursal (LC).

La modificación que introduce tie-
ne como principal característica la 
creación de una nueva institución 
jurídica como es la del “mediador 
concursal” como profesional que 
tendrá como misión principal obte-
ner un acuerdo entre el deudor –
veremos las circunstancias que deben 
concurrir en éste– y sus acreedores 
en evitación de la tramitación de 
un expediente concursal cuya le-
gislación parece demasiado compleja 
y su tramitación larga y costosa para 
determinado tipo de deudores.

El Preámbulo manifiesta que pre-
vé –implantar– un mecanismo de ne-

gociación extrajudicial de deudas 
de empresarios, ya sean personas fí-
sicas o jurídicas, similar a los existen-
tes en los países próximos. El proce-
dimiento, que aconsejan los estudios 
de derecho comparado, es muy flexi-
ble y se sustancia extrajudicial-
mente en brevísimos plazos ante 
funcionarios idóneos –registrador 
mercantil o notario que se limitarán a 
designar un profesional idóneo e inde-
pendiente y asegurar que se cumplen 
los requisitos de publicación y publi-
cidad registral–.

Es responsabilidad del negocia-
dor la convocatoria de todos los 

acreedores del deudor común, 
y a la vista de una propuesta 
avanzada por el negociador, se 
discute el plan de pagos o la 
eventual cesión de bienes en 
pago de deudas. Prevé una quita 
sobre el importe de las deudas de 
hasta el veinticinco por ciento de 
los créditos y esperas de hasta tres 
años.

El procedimiento fracasa cuando 
no se alcanza un acuerdo o cuando se 
produce su incumplimiento consta-
tado por el mediador. En estos casos, 
el procedimiento sirve de tránsito al 
concurso.
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La reforma incluye una regulación 
suficiente de la exoneración de 
deudas residuales en los casos es-
pecíficamente previstos.

Título I. Apoyo a la iniciativa 
emprendedora

Dedica un capítulo completo a 
la LC, el número V, y en seis de sus 
apartados modifica los artículos que 
se ven afectados por la creación de la 
nueva institución. Se trata de atempe-
rar las referencias que la parte proce-
sal en los mismos regulada afecta a su 
redacción actual.

Capítulo V. Acuerdo extrajudi-
cial de pagos.

Artículo 21. Modificación de la 
Ley 22/2003, de 9 de julio, Con-
cursal.

Apartado Uno al Seis.

–– Apartado. Uno. Modifica el aparta-
do 1 del Artículo 3, relativo a la fa-
cultad de solicitar la declaración de 
concurso, que se amplia al media-
dor concursal, siempre y cuando se 
trate del procedimiento regulado 
en el Título X de esta Ley.-

–– Apartado Dos. Modifica los apar-
tados 1, 3 y 4 del artículo 5 bis, re-
lativo a la notificación del inicio 
de comunicaciones. El artículo 5 
ha sufrido modificaciones en todas 
las reformas que se han produci-

do de la LC. Primero mediante 
la creación del 5.3, año 2009, y 
después la creación del 5 bis, año 
2011. En la presente se añade un 
párrafo en el apartado 1 para es-
tablecer la forma de comunica-
ción al juzgado de la iniciación 
del trámite de mediación. El re-
gistrador o el notario al que se haya 
solicitado la designación de media-
dor comunicará de oficio al juzgado 
tal circunstancia.

Las modificaciones de los aparta-
dos 3. y 4., mediante el añadido 
de un frase en cada una de ellas, 
tiene como finalidad atemperar el 
trámite procesal añadiendo los ca-
sos de intervención de mediador 
concursal en acuerdos extrajudi-
ciales de pago.

–– Apartado Tres. Modifica el aparta-
do 3 del artículo 15 añadiendo la 
referencia al Título X y a la inter-
vención del mediador concur-
sal.

–– Apartado Cuatro. Modifica el nú-
mero 2º del apartado 6 del artí-
culo 71, solo añadiendo una frase 
relativa al cumplimiento de las 
condiciones del artículo 28 –
Incapacidades, incompatibilidades 
y prohibiciones (del administrador 
concursal)– para la validación del 
informe del experto independiente.

–– Apartado Cinco. Se modifica el 
apartado 2 del artículo 178. Se 
trata de una modificación de ma-
yor calado por cuanto, mediante la 
introducción de un nuevo párrafo, 

legislación

www.bdifusion.es

•	 Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores 
y su internacionalización. (Legislación General. Marginal: 683161).

•	 Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal. (Legislación General. Margi-
nal: 24050).

 
“Por primera vez en la LC, se prevé la 
remisión de las deudas ostentadas contra 
el deudor, persona natural”
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regula la “remisión de las deu-
das insatisfechas” del deudor 
persona natural siempre que se 
cumplan determinadas circuns-
tancias;

-- Que se haya liquidado la masa 
activa.

-- Que el concurso no haya sido 
declarado culpable ni condena-
do por el delito previsto en el 
artículo 260 del Código Penal 
o por cualquier otro delito rela-
cionado con el concurso

-- Que hayan sido satisfechos 
en su integridad los créditos 
contra la masa, y los créditos 

concursales privilegiados y, al 
menos, el 25 por ciento del im-
porte de los créditos concursa-
les ordinarios.

Decimos al inicio del presente 
apartado que la reforma aquí intro-
ducida es de  mayor calado por 
cuanto, por primera vez en la LC, 
se prevé la remisión de las deudas 
ostentadas contra el deudor, lo 
cual por tratarse de una persona 
física ha de tener gran trascen-
dencia.

Debemos añadir, sin embargo, que 
las circunstancias que deben concu-

rrir no suelen darse en la mayoría de 
los supuestos en los que se encuentra 
el deudor persona física. Se le ofrece 
otra alternativa para la obtención de 
dicho beneficio para los supuestos 
de intento de acuerdo extrajudicial 
de pagos sin éxito cuando “...hubie-
ran sido satisfechos los créditos contra 
la masa y todos los créditos concursales 
privilegiados”.

–– Apartado Seis. Se modifica el apar-
tado 1 del artículo 198. Relativo 
a la anotación en el Registro 
Público Concursal, creando una 
nueva sección para dar cabida a 
la constancia de la apertura de las 
negociaciones para alcanzar tales 
acuerdos y su finalización. Mera-
mente procesal.

Hemos relacionado las modifica-
ciones introducidas en estos seis apar-
tados que, salvo la del número Cinco 
– destacado suficientemente su signi-
ficado–, no tienen más trascendencia 
que la meramente procesal. 

–– Apartado 7. Vamos a analizar a 
continuación este apartado que 
añade un Título nuevo, el X, El 
acuerdo extrajudicial de pa-
gos, mediante el que se introduce 
la regulación de esta nueva insti-
tución en la que tantas esperanzas 
deposita el legislador y que, ade-
lantémoslo ya, a nuestro modesto 
criterio poca utilidad práctica va 
a tener, criterio que justificamos 
por la dificultad en que se hallará 
el deudor para dar cumplimiento 
a los requisitos que la misma le 
impone y la inseguridad que la 
dependencia de la información fa-
cilitada por el deudor tiene en el 
procedimiento.

Si hasta ahora hemos analizado los 
cambios de la LC mediante el examen 
del contenido de cada uno de los seis 
apartados del artículo 21, a partir de 
ahora, vamos a seguir el proceso in-

en portada

 
“La principal característica es la creación 
de una nueva institución jurídica como es 
la del “mediador concursal” cuya misión 
principal es obtener un acuerdo entre el 
deudor y sus acreedores para evitar la 
tramitación de un expediente concursal”
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verso. Vamos a analizar el contenido 
del nuevo título.

–– Sujetos. Emprendedores. Em-
presarios personas físicas, profe-
sionales según la consideración de 
la Seguridad Social y autónomos, 
y jurídicas, pequeñas o medianas 
empresas. Excluidos los conde-
nados por una generalidad de 
delitos económicos, los que no 
se hallan inscritos en el Regis-
tro Mercantil, los que no hu-
bieren llevado contabilidad o 
incumplido la obligación de 
cuentas, estando obligados, y los 
que se hubieran hallado en tramite 
bien de refinanciación bien con-
cursal así como asalariados.

–– Mediador Concursal. Pendiente 
de desarrollar el reglamento. Inter-
vendrá como a Administrador Con-
cursal, en su caso.

–– Situación. Las personas natu-
rales deben hallarse en situación 
de insolvencia inminente y las 
jurídicas en insolvencia actual.

–– Solvencia. Para las personas ju-
rídicas se considera la existen-
cia de masa activa y pasiva así 
como el número de acreedores. 
Debe acreditarse que se cuenta 
con activos líquidos suficientes 
para satisfacer los pagos que se 
comprometan así como los gastos 
propios del acuerdo.

–– Acreedores. No afecta a los crédi-
tos públicos ni a los que disponen 
de  garantía real. Permanecen vi-
gentes las garantías de terceros 
que puedan disponer los crédi-
tos  ostentados por los  acree-
dores contra el deudor. 

–– Trámite. Se inicia con una sim-
ple instancia, indicando el esta-
do civil del solicitante, ante el re-
gistrador para los emprendedores 

inscritos y ante notario para los 
que no se hallen obligados a ello, 
correspondientes al domicilio del 
deudor, solicitando la designación 
de Mediador Concursal. 

Deben hacerse constar los activos 
líquidos y los riesgos previstos; 
acompañarse un inventario: rela-
ción de acreedores; de contratos 
vigentes; de gastos previstos; y 
aportando la contabilidad caso de 
hallarse obligado a su llevanza.

Admitida a trámite, nombramien-
to de mediador concursal y notifi-
cación a registros e instituciones 
públicas.

Aceptado el cargo por el mediador 
concursal, comprobación de bie-
nes y derechos y de obligaciones, 
convocatoria de los acreedores en 
diez días y celebración de junta en 
dos meses.

No hay intervención de facultades 
del emprendedor, si bien, no podrá 
solicitar nuevos préstamos o crédi-
tos, deberá devolver las tarjetas de 
crédito y no podrá realizar pagos 
electrónicos. 

No se podrán realizar ejecuciones 
contra el patrimonio del deudor y 
las ejecuciones en curso se suspen-
derán por un plazo máximo de tres 
meses.

No afecta a acreedores con ga-
rantías reales.

Plan de pagos, acompañado de 
un plan de viabilidad y el corres-

pondiente calendario de aquel, 
reflejando el pago de alimentos 
y relación de gastos vinculados a 
la viabilidad de la actividad debe 
confeccionarlo el mediador y faci-
litarlo a los acreedores con veinte 
días de antelación a la celebración 
de la junta. Los acreedores podrán 
modificarla o incluso oponerse 
abandonando el proceso negocia-
dor, viniendo obligado en tal caso 
el emprendedor a presentarse en 
concurso de acreedores. 

Posibilidad de proceder a la cesión 
de bienes a los acreedores, en pago 
de sus créditos

–– Mayorías: se requiere el voto fa-
vorable del 60% de los créditos 
afectados por el acuerdo extra-
judicial de pagos. En los casos de 
cesión de bienes el porcentaje re-
querido será del 75% más el apoyo 
del acreedor que ostentase derecho 
real sobre los mismos, en su caso. 

Alcanzado el acuerdo, se forma-
lizara en escritura publica se 
comunicara al juzgado y a los regis-
tros correspondientes. 

–– Efectos del acuerdo: similares 
a los del convenio concursal. Las 
consecuencias de extinción de la 
deuda son las pactadas y las garan-
tías frente a terceros permanecen 
vigentes.

–– Impugnación del acuerdo: juez 
competente al que debiera corres-
ponderle la tramitación del con-
curso; acumulables todas las que 
se produjesen en un solo incidente 

 
“Se requiere el voto favorable del 60% 
de los créditos afectados por el acuerdo 
extrajudicial de pagos”
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y el tramite el del incidente con-
cursal. 

–– Incumplimiento del acuerdo: el 
mediador deberá velar por su cum-
plimiento y denunciarlo mediante 
instar el concurso consecutivo del 
deudor, que será de liquidación.

–– Trámite del concurso. Llamado 
concurso consecutivo. Solicitable 
por el deudor, acreedores y media-
dor concursal ante la imposibilidad 
de alcanzar el acuerdo o su  incum-
plimiento, o su anulación judicial 
por cualquiera que fuere la causa.

–– Dos alternativas: archivo por 
insuficiencia de masa –posible 
exoneración de pasivo no satisfe-
cho– y declaración de concurso 

con apertura de liquidación y 
sus consecuencias.

Titulo III 

La analizada ley introduce otras 
modificaciones como son la creación 
de un nuevo articulo, el 71 bis 
del capitulo IV del Titulo III, re-
gulando el nombramiento del ex-
perto por el registrador; y el aparta-
do primero de la disposición adicional 
cuarta con introducción de los por-
centajes establecidos en el titulo X.

Disposición final 
decimotercera

 
Entrada en vigor: las modifica-

ciones introducidas en la Ley de 

emprendedores entraran en vigor 
según establece la disposición aquí 
analizada a los veinte días de su pu-
blicación en el “Boletín Oficial del 
Estado”, que lo fue el día veintiocho 
de septiembre del corriente año y por 
tanto, entraron en vigor el pasado 
día 18 de octubre del propio año.

Analizado en profundidad el conte-
nido de la ley, en su referencia, a las 
modificaciones introducidas en la ley 
concursal, destacamos los siguientes:

Aspectos favorables:

–– Tratamiento específico del deudor 
persona natural.

–– Simplicidad en el trámite y desa-
rrollo extra-judicial.

–– Influencia de la experiencia de los 
países de nuestro entorno.

–– Intervención de un nuevo profesio-
nal, el mediador concursal.

–– Introducción de la figura de la re-
misión de las deudas.

en portada

 
“Las modificaciones introducidas por la 
Ley de emprendedores entraron en vigor el 
pasado 18 de octubre”
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Aspectos desfavorables:

–– Dependencia exclusiva de la volun-
tad de los acreedores, sin poder im-
ponerles acuerdos de aplazamiento 
y pago en función de las posibilida-
des del deudor.

–– No soluciona la situación real de 
pérdida de posibilidad de pago por 
parte de los deudores que no pagan 
no porque no quieren sino porque 
no pueden.

–– Extrema severidad de la ley con 
avocación al concurso que de ini-
cio es ya liquidativo y que supo-
ne la muerte patrimonial civil del 
deudor.

–– Falta de definición de los criterios 
de la determinación de los honora-
rios del mediador y del resto de los 
profesionales que deben intervenir.

–– Falta de coordinación con otras 
normas en materia de protección 
de consumidores.

–– Falta de compatibilización entre las 
funciones del mediador y del admi-
nistrador concursal.

–– Desconocimiento del mediador de 
la situación real del deudor.

–– Falta de desarrollo reglamentario 
de las condiciones del mediador y 
de su inscripción en el registro co-
rrespondiente. 

–– Las referencias que se efectúan al 
Registro Público Concursal de mo-
mento se hallan en suspenso al no 
haber sido desarrollado reglamen-
tariamente este.

–– No afecta a acreedores no convo-
cados (permite acuerdos fraudu-
lentos entre el deudor y alguno de 
sus acreedores) que pueden ser 
marginados simplemente por la 
sospecha de su probable oposición 

al acuerdo intentando acuerdos 
particulares. 

–– La impugnación del acuerdo seña-
la un trámite que comportará una 
intervención judicial similar a la 
del concurso pero sin hallarse el 
expediente en trámite. 

–– Mediadores que pueden ser desig-
nados administradores concursales 
sin hallarse especializados en ello.

–– Falta mención expresa a la necesi-
dad de intervención de profesiona-
les del derecho como son el aboga-
do y procurador. 
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en portada

Nuevas medidas tributarias 
aprobadas por la Ley de Apoyo 
a los Emprendedores 
y su Internacionalización 

Gonzalo Oliete Benedito. Abogado de CMS Albiñana & Suárez de Lezo.

El pasado 28 de septiembre se publicó en el BOE el texto de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de 
Apoyo a los Emprendedores y su Internacionalización que, junto a otras medidas de índole mercantil 
y financiera de apoyo a la actividad emprendedora, introduce una serie de novedades tributarias en el 
ámbito del Impuesto sobre Sociedades (IS), el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) 
y el Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA), y cuyas modificaciones más relevantes se comentan a 
continuación. De acuerdo con su Preámbulo o Exposición de motivos, las medidas se justifican por la 
situación actual económica de grave y larga crisis, que revela la necesidad de emprender reformas es-
tructurales dirigidas al impulso y fortalecimiento del crecimiento y la reactivación económica de forma 
duradera y no sólo coyuntural.

Impuesto sobre Sociedades

Deducción por inversión de 
beneficios

Con el objeto de fomentar la capi-
talización empresarial y la inversión 
en activos nuevos se establece que, 
para los períodos impositivos que se 
inicien a partir del 01-01-2013, las 
entidades que cumplan los re-
quisitos para ser consideradas 
empresas de reducida dimensión 

(cifra de negocios en el periodo impo-
sitivo anterior no supere los 10 millo-
nes de euros) y tributen de acuerdo 
con la escala de gravamen para 
ellas establecida, pueden deducir 
de la cuota íntegra del IS el 10% 
de los beneficios del ejercicio que 
se generen a partir de la anterior 
fecha, sin incluir la contabilización 
del IS, que se inviertan en elemen-
tos nuevos del inmovilizado material 
o inversiones inmobiliarias afectos 
a actividades económicas (incluso 

en el caso de que tales elementos 
se adquieran mediante contratos de 
arrendamiento financiero, condicio-
nándose la deducción al ejercicio de 
la opción de compra), lo que determi-
na una tributación del 15% para estos 
beneficios.

No obstante lo anterior, la base de 
la deducción se determina calculan-
do un coeficiente que se ve minora-
do por aquellas rentas o ingresos que 
sean objeto de exención, reducción, 
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deducción o bonificación en el IS, lo 
que, es su caso, determinará una tri-
butación superior al 15% para estos 
beneficios.

La aplicación de la deducción se 
sujeta a unos requisitos y condi-
ciones cuyo incumplimiento deter-
mina la pérdida del derecho y su re-
gularización. En este sentido, y con 
carácter general, cabe destacar (i) el 
plazo para realizar la inversión 
(inicio del período impositivo en que 
se obtienen los beneficios objeto de 
inversión y los dos años posteriores), 
(ii) el plazo de cinco años de per-
manencia de los elementos en 
funcionamiento (con excepciones), 
(iii) la dotación de una reserva in-
disponible por inversiones por un 
importe igual a la base de la de-
ducción, (iv) las menciones en la 
memoria de las cuentas anuales, 
(v) la incompatibilidad con cier-
tos beneficios fiscales (tal como el 
de la libertad de amortización) y (vi) 
las normas específicas para los grupos 
de consolidación fiscal.

Deducción por actividades de 
investigación y desarrollo e 
innovación tecnológica (i+d e it)

Para los períodos impositivos que 
se inicien a partir del 01-01-2013, 
se mejora significativamente la de-
ducción por actividades de I+D e IT, 
permitiendo que ésta se aplique sin 
el límite conjunto en la cuota del IS 
(aunque con un descuento del 20% 

de su importe en tal caso) e, incluso, 
pudiendo solicitarse su abono a la Ad-
ministración, con un límite anual, en 
ambos casos, de 1 millón de euros en 
el caso de IT y 3 millones de euros 
conjuntamente por todos los concep-
tos (aplicables ambos límites para todo 

el grupo mercantil de sociedades), 
si bien con la obligación de cumplir 
ciertos requisitos vinculados funda-
mentalmente, y en términos genera-
les, (i) al transcurso de un año desde 
la finalización del período impositivo 
en que se generó la deducción, (ii) el 

legislación

www.bdifusion.es

•	 Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores 
y su internacionalización. (Legislación General. Marginal: 683161).

•	 Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Aña-
dido.(Normas básicas. Marginal: 2984).

•	 Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Im-
puestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el 
Patrimonio. (Legislación General. Marginal: 667170).

•	 Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, por el que se aprue-
ba el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades. (Le-
gislación General. Marginal: 24512).

 
“La Ley 14/2013, de 27 de septiembre, 
de Apoyo a los Emprendedores y su 
Internacionalización, introduce una serie 
de novedades tributarias en el ámbito del 
Impuesto sobre Sociedades, el Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas y el 
Impuesto sobre el Valor Añadido”
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mantenimiento del empleo, (iii) a que 
se destine a la actividad de I+D e IT 
un importe equivalente a la deduc-
ción aplicada u obtenida y (iv) a que 
se obtenga un informe motivado sobre 
la calificación de la actividad (I+D o 
IT) o un acuerdo previo de valoración.

La mayor crítica que probablemen-
te pueda hacerse al nuevo régimen 
será la necesidad de esperar hasta al 
año 2015 para recibir el abono de las 
deducciones correspondientes al ejer-
cicio 2013, especialmente teniendo 
en cuenta la actual situación econó-
mica y los propios objetivos de la Ley 
plasmados en su Preámbulo.

Reducción de las rentas 
procedentes de determinados 
activos intangibles (“patent box”)

Para las cesiones de activos intan-
gibles que se realicen a partir del 29-
09-2013, se modifica sustancialmen-
te el régimen fiscal correspondiente 
a las rentas generadas por la cesión 
del derecho de uso o de explotación 
de determinados activos intangibles 
(patentes, dibujos o modelos, planos, 
fórmulas o procedimientos secretos, 
de derechos sobre informaciones 
relativas a experiencias industriales, 
comerciales o científicas, con exclu-
sión de los siguientes: marcas, obras 
literarias, artísticas o científicas, in-
cluidas las películas cinematográfi-
cas, de derechos personales suscepti-

bles de cesión, como los derechos de 
imagen, de programas informáticos, 
equipos industriales, comerciales o 
científicos).

En este sentido, se modifica la 
base sobre la que aplica el incen-
tivo, al pasar el incentivo a con-
sistir en una reducción sobre las 
rentas (diferencia positiva entre los 
ingresos y gastos/deterioros directa-
mente relacionados con el intangible 
cedido así como la amortización fiscal 
de intangibles) generadas en la ce-
sión de estos activos y no sobre 
los ingresos, como se regulaba 
hasta la fecha. Dicha reducción 
es ahora, para el caso de los activos 
creados por la entidad en al menos un 
25% de su coste (novedad), del 60% 
(esto es, se integran en base imponi-
ble del IS al 40%). 

Entre las modificaciones se en-
cuentra la desaparición del coste 
del activo cedido como límite de 
aplicación del incentivo (hasta 
ahora, seis veces su coste de desarro-
llo). También se introduce la posibi-
lidad de solicitar a la Administración 
Tributaria un acuerdo previo de ca-
lificación de los activos, así como de 
valoración de la renta generada. Se 
introduce la obligación de documen-
tar a efectos de operaciones vincula-
das las operaciones que den lugar a 
la aplicación de esta reducción entre 
entidades que tributen en el régimen 
de consolidación fiscal.

La aplicación del incentivo fiscal 
se amplía a los supuestos de transmi-
sión de los activos intangibles cuya 
cesión genere derecho a la aplicación 
del mismo y siempre que no se realice 
entre entidades que formen parte de 
un grupo de sociedades, aunque se 
regula su incompatibilidad con la de-
ducción por reinversión de beneficios 
extraordinarios.

Finalmente, cabe resaltar que to-
das aquellas cesiones de activos que 
se hayan realizado con anterioridad al 
29-09-2013 se rigen por el régimen 
fiscal anterior, lo que supondrá una 
significativa diferencia de trato entre 
las cesiones anteriores y posteriores a 
dicha fecha.

Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas

Deducción en actividades 
económicas

Desde el 01-01-2013, los contri-
buyentes del IRPF que ejerzan acti-
vidades económicas podrán aplicar 
con ciertas especialidades previstas 
en la norma la nueva deducción (5% 
o 10%) por inversión de beneficios 
comentada anteriormente para el IS 
(esto es, inversión en elementos nue-
vos del inmovilizado material o inver-
siones inmobiliarias afectos a la acti-
vidad económica del contribuyente).

Deducción por inversión en 
empresas de nueva o reciente 
creación

Desde el 29-09-2013, los con-
tribuyentes pueden deducirse en 
la cuota estatal del IRPF el 20% 
de las cantidades satisfechas en 
el período de que se trate por la 
suscripción de acciones o partici-
paciones en empresas de nueva o 
reciente creación, pudiendo, ade-

en portada

 
“Los contribuyentes pueden deducirse en 
la cuota estatal del IRPF el 20% de las 
cantidades satisfechas en el período de 
que se trate por la suscripción de acciones 
o participaciones en empresas de nueva o 
reciente creación”
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más de la aportación temporal al ca-
pital, aportar sus conocimientos em-
presariales o profesionales adecuados 
para el desarrollo de la entidad en la 
que invierten en los términos que es-
tablezca el acuerdo de inversión entre 
el contribuyente y la entidad. 

Pude decirse que la finalidad de 
este nuevo incentivo fiscal persigue 
favorecer la captación por empresas, 
de nueva o reciente creación, de fon-
dos propios procedentes de contri-
buyentes que, además del capital fi-
nanciero, aporten sus conocimientos 
empresariales para el adecuado de-
sarrollo y gestión de la sociedad en la 
que invierten (“business angel”), o de 
aquellos que solo estén interesados en 
aportar capital semilla. 

La base máxima de deducción 
es de 50.000 euros anuales y está 
formada por el valor de adquisición 
de las acciones o participaciones sus-
critas.

Como requisitos que debe cum-
plir la entidad objeto de inversión, 
cabe citar los siguientes: (i) revestir 
la forma de Sociedad Anónima, 
Sociedad de Responsabilidad 
Limitada, Sociedad Anónima 
Laboral o Sociedad de Respon-
sabilidad Limitada Laboral, (ii) 
ejercer una actividad económica 
que cuente con medios personales 
y materiales y (iii) el importe de la 
cifra de los fondos propios de la 
entidad no puede ser superior a 
400.000 euros en el inicio del perío-
do impositivo de la misma en que el 
contribuyente adquiera las acciones o 
participaciones. 

Además, deben cumplirse también 
las siguientes condiciones respec-
to de la inversión del contribu-
yente: (i) las acciones o participacio-
nes en la entidad deben adquirirse, 
bien en el momento de la constitu-
ción de aquélla, o mediante amplia-

ción de capital efectuada en los tres 
años siguientes a dicha constitución, 
y permanecer en su patrimonio por 
un plazo superior a tres años e infe-
rior a doce años, (ii) la participación 
directa o indirecta del contribuyente, 
junto a su grupo familiar de paren-
tesco, no puede ser, durante ningún 
día de los años naturales de tenencia 
de la participación, superior al 40% 
del capital social de la entidad o de 
sus derechos de voto y (iii) que no 
se trate de una entidad a través de la 
cual se ejerza la misma actividad que 
se venía ejerciendo anteriormente 
mediante otra titularidad. 

Finalmente cabe comentar que, 
como incentivo fiscal del mismo tenor 
al descrito que fomente las inversio-
nes en proyectos empresariales nue-
vos, hubiese sido interesante la inclu-
sión de otras fórmulas alternativas de 
inversión tales como la de los présta-
mos participativos.

Exención por reinversión en 
acciones o participaciones en 
empresas de nueva o reciente 
creación

En línea con la nueva deducción 
comentada para la inversión en em-
presas de nueva o reciente creación, se 
introduce un nuevo beneficio fiscal 
para la desinversión en estas em-
presas, de forma que desde el 29-

09-2013 se excluye de gravamen 
la ganancia patrimonial obtenida 
en la transmisión de acciones o 
participaciones de empresas de 
nueva o reciente creación siem-
pre que el importe total obteni-
do se reinvierta en la adquisición 
de acciones o participaciones de 
otra entidad de las mismas carac-
terísticas, reduciéndose el beneficio 
fiscal de manera proporcional en caso 
de reinversión parcial.

Impuesto sobre el Valor 
Añadido

Régimen especial del criterio de 
caja

En síntesis, el nuevo régimen per-
mite optar, desde 01-01-2014, a 
los sujetos pasivos cuyo volumen de 
operaciones durante el año natural 
anterior no haya superado los 
2.000.000 euros (salvo excepciones 
en el caso de cobros en efectivo), por 
retrasar el devengo del IVA reper-
cutido hasta el momento del co-
bro total o parcial a sus clientes 
o, como máximo, si este no se ha 
producido, al 31 de diciembre 
del año inmediato posterior a la 
realización de la operación, con el 
consiguiente retraso en la declaración 
e ingreso del impuesto, lo que redun-
dará en una mejor gestión de la liqui-
dez por quien se acoja. 
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“La deducción del IVA soportado también 
afectará, a los sujetos pasivos no acogidos 
al régimen especial del criterio de 
caja cuando sean destinatarios de las 
operaciones incluidas en el mismo”
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Reglamentariamente se ha de regu-
lar el procedimiento para el ejercicio 
de la opción y la renuncia por el ré-
gimen. La opción se entenderá pro-
rrogada salvo renuncia. La renuncia 
tendrá una validez mínima de 3 años. 

A los efectos de determinar el se-
ñalado volumen de operaciones, se 
tendrán en cuenta aquellas operacio-
nes cuyo devengo del IVA se haya pro-
ducido, si a las mismas no les hubiera 
sido aplicable el régimen especial.

Por otro lado, el régimen se aplica 
a todas las operaciones que se en-
tiendan realizadas en el territorio de 
aplicación del IVA (no cabe un apli-
cación operación por operación), sin 
perjuicio de que se excluyan ciertas 
operaciones, tales como las acogidas a 
los regímenes especiales simplificado, 
de la agricultura, ganadería y pesca, 

del recargo de equivalencia, del oro 
de inversión, las adquisiciones intra-
comunitarias de bienes, operaciones 
en la que se produce la inversión del 
sujeto pasivo, importaciones y asimi-
ladas, autoconsumos asimilados, etc.

Asimismo, se prevén normas espe-
ciales en el caso de modificación de 
la base imponible y declaración de 
concurso. 

En paralelo al retraso del devengo, 
los sujetos pasivos acogidos al régi-
men verán retrasada la deducción del 
IVA soportado en sus operaciones al 
momento en que efectúen su pago 
total o parcial a los proveedores (bajo 
el régimen general, es suficiente el 
estar en poder de la correspondiente 
factura), o si este no se ha producido, 
el 31 de diciembre del año inmediato 
posterior, esto es, con ocasión del de-

vengo, en su caso, de sus operaciones 
pendientes de declaración e ingreso 
por falta de cobro de las mismas.

No obstante lo anterior, el comen-
tado retraso en la deducción del 
IVA soportado también afectará, 
en los mismos términos, a los su-
jetos pasivos no acogidos al régi-
men especial del criterio de caja 
cuando sean destinatarios de las 
operaciones incluidas en el mis-
mo, lo que requerirá sistemas de 
control y adaptaciones informáticas 
para contabilizar adecuadamente las 
distintas operaciones y el retraso en la 
deducción de las cuotas soportadas, lo 
que podría suponer llevar a la tenta-
ción a las grandes empresas a elegir 
proveedor en función de que haya o 
no optado por el criterio de caja, en 
perjuicio de los primeros, lo que espe-
remos no tenga lugar.

Por esta razón desde muchos sec-
tores se propugna por un régimen que 
comparta estas características pero 
referido solo a operaciones concretas, 
tales como por ejemplo, aquéllas en 
las que el destinatario sea una Admi-
nistración Pública que no actúe como 
empresario o profesional y que, por 
tanto, quedan fuera del sistema de 
deducción/devolución del IVA. 
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NUEVAS FIGURAS SOCIETARIAS: 
EL EMPRENDEDOR DE 
RESPONSABILIDAD LIMITADA 
(ERL) Y LA SOCIEDAD LIMITADA DE 
FORMACIÓN SUCESIVA (SLFS) 

Víctor Cortizo Rodríguez. Abogado y Director de Cortizo.
Renato A. Landeira. Abogado en Cortizo.

La ley, sus inmediatos precedentes y su por qué.

El último trimestre de este año 2013 dio comienzo con la entrada en vigor de la ley 14/2013, de 27 
de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización. Una norma prometida por el 
Gobierno de España para el primer trimestre del pasado año 2012 y que pese a este retraso de unos 
dieciocho meses y su tramitación parlamentaria de nueve semanas pretende ser, en palabras del propio 
Gobierno, “un paso más” en la superación de la crisis económica. 

Esta nueva norma parece culminar así el paquete de ayudas al colectivo de emprendedores puesto en 
marcha en esta última legislatura, tal como proyectó el real decreto-ley 8/2013, de 28 de junio, de me-
didas urgentes contra la morosidad de las administraciones públicas y de apoyo a entidades locales con 
problemas financieros –comúnmente conocido como ‘plan de pago a proveedores’–; el real decreto-ley 
3/2012, de 10 de febrero, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral que introdujo en el 
ordenamiento jurídico el contrato de trabajo indefinido de apoyo a los emprendedores; y el real decreto 
ley 4/2013, de 22 de febrero, de medidas de apoyo al emprendedor y de estímulo del crecimiento y de la 
creación de empleo, que contempla la posibilidad del desempleado de establecerse como autónomo y 
cobrar su prestación por desempleo en un único pago –‘capitalización del paro’–. Además, se legislaron 
también desde comienzos del 2012 unas modificaciones del Régimen General de la Seguridad Social 
para los “familiares colaboradores” del emprendedor, y se impulsó la mejora de las líneas de financia-
ción a empresarios desde el Instituto de Crédito Oficial.
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Respecto a la nueva ley 14/2013, el 
legislador reconoce como tres de los 
“graves problemas” de la economía y 
la sociedad española: 

–– La alta tasa de desempleo juvenil –
el doble de la media de la UE-27–. 

–– La ausencia de una mayor iniciati-
va emprendedora.

–– Las dificultades para acceder a la 
financiación. 

Las fórmulas para la recuperación 
pasan, atendiendo al legislador, por 1) 
mejorar el entorno de la investigación, 
el desarrollo y la innovación; y 2) por 
la internacionalización de las empre-
sas españolas, que se revela como el 
“motor clave” del crecimiento eco-
nómico a largo plazo de la economía 
española.  

Entre las nuevas medidas im-
pulsadas por la ley 14/2013 –en-
tre otras, el fomento de la cultura del 
emprendimiento, el impulso empren-
dedor, los nuevos incentivos fiscales 
y las ayudas a la expansión e inter-
nacionalización–, se encuentra la 
creación de dos nuevas figuras so-
cietarias: la del Emprendedor de 
Responsabilidad Limitada (ERL) 
y la Sociedad Limitada de Forma-
ción Sucesiva (SLFS).

El Emprendedor de 
Responsabilidad Limitada 
(ERL)

El temor a perder el patrimonio, 
especialmente la vivienda familiar en 
caso de fracaso empresarial por deudas 
es uno de los principales obstáculos 
psicológicos a la hora de emprender 
una actividad mercantil en España. 
Ahora, el legislador, siguiendo el mode-
lo francés ya existente, ha querido am-
parar la actividad empresarial del 
emprendedor1 acogido a esta con-
dición, limitando parte de su res-
ponsabilidad contra su patrimonio 
frente a las deudas “empresariales 
o profesionales”. Supone por tanto, 
esta medida, una excepción al más 
que recurrente, artículo 1911 del 
Código Civil.

En concreto, podrá beneficiarse 
de esta medida la vivienda habi-
tual del emprendedor, propia o 
común, siempre que no supere 
un valor de 300.000 euros2 –en 
poblaciones con más de un millón de 

habitantes se aplicará un coeficiente 
del 1,5–, y previamente haya sido 
inscrita en el Registro Mercantil 
de su domicilio junto a su con-
dición de ERL. El registrador libra-
rá oficio al Registro de la Propiedad 
competente, quien deberá hacer una 
anotación marginal de sometimiento 
al régimen de ERL en la hoja registral 
del inmueble. 

En ningún caso esta medida 
tendrá efectos retroactivos, por lo 
que no afectará a deudas contraídas 
con anterioridad a su inmatriculación 
en el Registro Mercantil como ERL. 
Tampoco podrá invocarse frente a 
obligaciones tributarias o con la Se-
guridad Social –deudas de derecho 
publico–, ni cuando las deudas ha-
yan sido reconocidas en fraude o ne-
gligencia grave por sentencia firme, 
o concurso de acreedores declarado 
culpable. 

Respecto a los créditos de dere-
cho público del emprendedor, debe-
mos tener en cuenta lo legislado en 

1	 La ley 14/2013 define al emprendedor como ‘aquella persona, independientemente de su condición de persona física o jurídica, que desarrollen 
una actividad económica empresarial o profesional, en los términos establecidos en esta Ley’.

2	 Valorada conforme a lo dispuesto en la base imponible del ITP-AJD en el momento de la inscripción en el Registro Mercantil.

 
“El Emprendedor de Responsabilidad 
Limitada supone una excepción al artículo 
1911 del Código Civil”
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la disposición adicional primera 
de la propia ley, que contempla 
el procedimiento de embargo de 
la vivienda habitual por las admi-
nistraciones públicas cuando: 1) 
no se conozcan otros bienes su-
ficientes del deudor; y 2) cuando 
entre la notificación de la primera 
diligencia de embargo y la enaje-
nación del mismo medie un plazo 
mínimo de dos años.

Ahora bien, aguardamos por la reac-
ción de las entidades de crédito frente 
a esta nueva legislación, ya que enten-
demos que la inembargabilidad de la 

vivienda habitual no debería impedir 
al emprendedor ofrecerla como garan-
tía y por tanto no ser rechazada como 
tal frente a sus operaciones financieras 
ordinarias con estas entidades.  

La denominación social del em-
prendedor será idéntica a la de la 
Sociedad Limitada Nueva Empre-
sa: nombre, apellidos y a continua-
ción, las siglas ERL. Su inscripción 
podrá ser realizada desde los Puntos de 
Atención al Emprendedor (PAE) que 
habilitarán las notarías y otros organis-
mos, públicos y privados mediante los 
sistemas del Centro de Información y 

Red de Creación de Empresa (CIR-
CE) y el Documento Único Electró-
nico (DUE). Todo esto supondrá en la 
práctica inscribir al ERL y su vivienda 
habitual en los registros mercantil y de 
la propiedad en un plazo no superior a 
las doce horas hábiles.

Por último, las obligaciones fis-
cales del ERL pasan por someter 
a auditoría sus cuentas anuales y 
depositarlas en el Registro Mer-
cantil dentro de los seis meses 
siguientes al cierre del plazo del 
ejercicio social.

La Sociedad Limitada de 
Formación Sucesiva (SLFS)

A diferencia del ERL, el legisla-
dor en esta ocasión se inspiró en los 
modelos legislativos ya existentes en 
Alemania y Bélgica de reducción del 
coste de creación de sociedades mer-
cantiles y el impulso al crecimiento 
empresarial invirtiendo el beneficio 
del ejercicio en la propia sociedad  
–autofinanciación o capitalización 
de beneficios–. El objetivo de esta 
reforma es impulsar la creación de 
empresas con un capital simbólico sin 
el temor a incurrir en causas de diso-
lución, reducción de capital o reduc-
ción y aumento de capital simultáneo 
–“operaciones acordeón”–. 

Prácticamente idéntico a la tradi-
cional Sociedad de Responsabilidad 
Limitada (SRL), la novedad legislativa 
de la ley 14/2013 radica en la incorpo-
ración de un nuevo artículo –4 bis– a 
la ley de sociedades de capital por el 
cual se permite la existencia de 
una subforma provisional de SRL 
sin necesidad de desembolso ini-
cial del capital social mínimo de 
tres mil euros. 

No se trata, a diferencia de la cons-
titución de Sociedades Anónimas, de la 
oportunidad de aportar inicialmente al 
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•	 Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores 
y su internacionalización. (Legislación General. Marginal: 683161). 
Art. 4 bis.

•	 Real Decreto-ley 3/2012, de 10 de febrero, de medidas urgentes 
para la reforma del mercado laboral. (Legislación General. Marginal: 
386493).

•	 Real Decreto-ley 8/2013, de 28 de junio, de medidas urgentes contra 
la morosidad de las administraciones públicas y de apoyo a entidades 
locales con problemas financieros. (Legislación General. Marginal: 
680396).

•	 Ley 11/2013, de 26 de julio, de medidas de apoyo al emprendedor y 
de estímulo del crecimiento y de la creación de empleo. (Legislación 
General. Marginal: 681361).

•	 Código Civil. (Normas básicas. Marginal: 3716). Art. 1911.

 
“Las obligaciones fiscales del ERL pasan 
por someter a auditoría sus cuentas 
anuales y depositarlas en el Registro 
Mercantil dentro de los seis meses 
siguientes al cierre del plazo del ejercicio 
social”
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3	 También llamado neto patrimonial, está definido en el Marco Conceptual 4º 3. del real decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, por el que se 
aprueba el Plan General de Contabilidad, como ‘la parte residual de los activos de la empresa, una vez deducidos todos sus pasivos’. Incluye las 
aportaciones realizadas, ya sea en el momento de su constitución o en otros posteriores, por sus socios o propietarios que no tengan la consideración 
de pasivos, así como los resultados acumulados u otras variaciones que le afecten.

Bibliografía

www.bdifusion.es

Artículos Jurídicos:

•	 REDACCIÓN. Apoyo a la iniciativa emprendedora. Fiscal-Laboral al Día Nº 218. Septiembre 2013  
(www.fiscalaldia.es).

•	 REYES HERREROS, JUAN Y ABELLÓ AUDÍ, ORIOL. El régimen del trabajador autónomo. Economist & Jurist Nº 
173. Septiembre 2013 (www.economistjurist.es).

•	 REDACCIÓN. Apoyo al emprendedor y estímulos a la contratación. Fiscal-Laboral al Día Nº 214. Abril 2013. 
(www.fiscalaldia.es).

momento de constituir un mínimo de 
un 25 % del capital social, sino de la 
verdadera ocasión de crear una em-
presa con la cantidad simbólica de 
un euro. Como consecuencia natural 
de esto, no resultará necesario acre-
ditar las aportaciones dinerarias de 
cada socio, pues estos responden 
solidariamente hasta el capital so-
cial mínimo frente a la sociedad y 
sus acreedores, en su caso.

Durante su tránsito hacia la 
SRL, la SLFS estará sometida a 
ciertos límites y obligaciones: 

–– Deberá destinar a reserva legal un 
mínimo del veinte por ciento del 
beneficio del ejercicio.

–– Los dividendos solo podrán ser 
repartidos entre los socios cuando 
el valor del patrimonio neto3 sea 
superior al sesenta por ciento del 
capital social mínimo, una vez cu-
biertas las atenciones legales o es-
tatutarias.

–– La retribución anual a socios y ad-
ministradores no será superior al 
veinte por ciento del beneficio del 
patrimonio neto.

A la hora de su constitución, 
únicamente es precisa la declara-
ción de SLFS en sus estatutos. El 
registrador mercantil habrá de hacer 
constar de oficio esta condición en 
todos los oficios relativos a esta socie-
dad mercantil.

En caso de disolución de la 
sociedad, los socios responderán 
solidariamente del desembolso 
del capital social mínimo si el 
patrimonio de la SLFS resultare 
insuficiente. 

Una vez que el capital social 
mínimo haya sido desembolsado, 
la cualidad de SLFS desaparece 
para convertirse en una SRL con-
vencional. 

 
“En la Sociedad Limitada de Formación 
Sucesiva no resultará necesario acreditar 
las aportaciones dinerarias de cada socio, 
pues estos responden solidariamente 
hasta el capital social mínimo frente a la 
sociedad y sus acreedores”
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CONCLUSIONES DE LA REUNIÓN 
DE MAGISTRADOS DE LO MERCANTIL 
DE MADRID SOBRE CRITERIOS DE 
APLICACIÓN DE LA REFORMA 
DE LA LEY DE APOYO 
A EMPRENDEDORES, SOBRE 
CUESTIONES CONCURSALES 

1.	 Esta Revista, ante todo ha de poner de manifiesto la utilidad que para juristas y destinatarios  de la 
norma tiene este laudable esfuerzo de los Juzgadores ordenado a orientar acerca de aquel necesario 
“saber a qué atenerse” y al goce del bien de la seguridad jurídica que la Constitución garantiza (art. 
9.3).

2.	 El ordenamiento jurídico constituye un todo orgánico derivado del conjunto de todas las normas 
jurídicas que enlazadas y coordinadas entre sí se interinfluyen las unas con las otras, de tal modo 
que cualquier alteración de una o un sector de ellas es susceptible de modificar o alterar la armonía 
del conjunto.

Excusado es decir la conmoción que el ordenamiento viene sufriendo en estos tiempos de continua 
mutación, suscitando no pocas dudas y vacilaciones que inquietan a los operadores jurídicos.

3.	 Un episodio puntual de la disfunción denunciada ha provocado este esfuerzo de los juzgadores 
que pese a su ciencia, experiencia y singular espíritu de justicia no han podido, en su honestidad, 
alcanzar orientaciones siempre unánimes.

4.	 Antes de la reforma concursal, existía un posible expediente previo llamado suspensión de pagos, 
que impedía el proceso de quiebra, en tanto que se facilitaba el alcanzar un acuerdo que obligaba 
(mediante quórums mínimos establecidos) a las partes y a todos los acreedores. Y otro procedimien-
to (quiebra) enérgicamente  tendente a la realización y a la inmediata (y fictamente retroactiva) 
privación al deudor de la posesión y de la gestión y disposición, pero no excluyente de un posible 
acuerdo.

La reforma quiso alcanzar una unidad procedimental, suprimiendo una dualidad que en el fondo 
persiste. Acuerdos extrajudiciales, pueden preceder a tal proceso de liquidación y realización. Así, 
en el seno del sector que aflora este episodio, aparecen los llamados acuerdos de refinanciación, 
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y el significado y efectos de la homologación de aquellos. Las sucesivas reformas no ayudan a la 
diafanidad.

Las orientaciones de los Juzgadores tienden a iluminar en lo posible aquella oscuridad de la Ley, 
que años ha CARNELUTI denunciara en su célebre conferencia denominada «La muerte del De-
recho» en la que lamentaba aquella excesiva frondosidad de los bosques, que impedían como el 
exceso normativo el fecundo paso del Sol mismo de la Justicia.

Dr. D. José J. Pintó Ruiz.

Nota bibliográfica: Revista “El Notario del Siglo XXI”. Edición de Septiembre-Octubre de 2013, nº 51.

Transcribimos a continuación 
las conclusiones:

(…)

“I.- CUESTIONES RELATI-
VAS A LOS ACUERDOS EXTRA-
JUDICIALES DE PAGO

Nota previa: Ya que los expedientes 
para alcanzar tales acuerdos se desa-
rrollan de modo extrajudicial, única-
mente se tratan aquí cuestiones que 
puedan ser relevantes en atención a 
su posible impugnación, art. 239 LC, 
y al concurso consecutivo, art. 242 
LC.

1.	Ámbito de aplicación para per-
sonas jurídicas. El art. 231.2.b) 
LC se refiere a personas cuyo 
concurso no hubiera de revestir 

especial complejidad. Ello remite 
al art. 190 LC, precepto este que 
comprende un cierto ámbito de 
valoración discrecional del juez, 
guiado por tres criterios. ¿Cómo se 
controlará la aplicación del ámbito 
subjetivo del acuerdo realizada por 
el notario/registrador, frente a esa 
discrecionalidad judicial?. ¿Goza 
de la discrecionalidad el notario o 
registrador?

–– Bastará para entender que el expe-
diente para el acuerdo ha sido bien 
aplicado por el notario o registrador 
cuando al menos esté presente en 
el supuesto uno de los tres criterios 
recogidos en el art. 190.1 LC, pero 
necesariamente ha de concurrir al 
menos uno de ellos (menos de 50 
acreedores, pasivo no supere los 5 
millones de euros, o activo no al-

cance los 5 millones de euros). Es 
decir, no puede admitirse la apre-
ciación por el notario o registrador 
sin que concurra alguno de esos 
tres supuesto legales.

(UNANIMIDAD)

2.	¿Puede el juez rechazar la con-
sideración de “concurso con-
secutivo”, respecto del subsi-
guiente concurso, por estimar 
que el notario o registrador no 
han apreciado adecuadamente 
el ámbito de aplicación del ex-
pediente para el acuerdo o la 
presencia de ciertas prohibi-
ciones del art. 231.3 a 5?

–– En cuanto al ámbito de aplicación 
del expediente, sólo en los casos en 
los que pudiese resultar de modo 
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manifiesto y evidente el error pade-
cido por el notario o registrador en 
la aplicación del ámbito subjetivo 
del expediente para el acuerdo, el 
juez podrá rechazar (vd. arts. 11.2 
LOPJ y 232.3 LC) la aplicación 
de los efectos propios del concur-
so consecutivo, del art. 242.2 LC, 
en el concurso posterior referido al 
mismo deudor, así como la legiti-
mación misma del mediador con-
cursal de dicho expediente para 
instar el posterior concurso.

–– Igualmente resultará observable 
por el juez, a la finalidad de enten-
der que el concurso posterior tiene 
la consideración de consecutivo, 
con los efectos del art. 242.2 LC, 
e incluso, de reconocer la legitima-
ción del mediador concursal para 
instarlo, el hecho de que se haya 
efectuado un adecuado y efectivo 
control por el notario o registrador 
de la falta de concurrencia de las 
prohibiciones del art. 231.3 a 5 
LC.

–– No se admitirá la denuncia del 
propio deudor instante del acuer-
do extrajudicial sobre dichos ex-
tremos, a fin de lograr por él que 
se soslayen los efectos propios del 
concurso consecutivo (ej., dispo-
ner de la posibilidad de proponer 
convenio concursal), ya que sería 
una actuación abusiva, contra los 
propios actos.

(UNANIMIDAD).

3.	Prohibiciones. El art. 231.3.1º 
LC impide acceder al acuerdo 
extrajudicial a los condenados 
por sentencia firme, ¿debería 
hacer la salvedad de los que 
han obtenido la rehabilitación 
penal?

–– En todo caso, no se entenderá 
comprendido en la prohibición, 
los sujetos que pese a haber sido 
condenados penalmente, hubie-
ran obtenido la rehabilitación, con 
cancelación de sus antecedentes 

penales, o bien con antecedentes 
que hubieran debido ser cance-
lados en el registro, por la concu-
rrencia de los requisitos para ello, 
aunque formalmente no se hubie-
ran cancelado en dicho registro.

–– A tal efecto, instado el concurso 
consecutivo, se procederá de oficio 
por el Juzgado a obtener el certifi-
cado de antecedentes penales.

(UNANIMIDAD)

4.	El art. 231.3.4º LC impide acu-
dir al expediente de acuerdo 
extrajudicial, a los que, dentro 
de los 3 últimos años, hubieran 
sido declarados en concurso de 
acreedores, ¿y si el concurso 
fuera declarado antes de esos 
tres años, pero hubiera estado 
pendiente dentro de dicho pe-
riodo?

–– Se trata de una norma prohibitiva, 
por lo que su interpretación ha de 
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ser restrictiva, y, por tanto, debe 
entenderse que sí podrán acceder a 
este expediente los deudores cuyo 
concurso hubiera estado pendiente 
dentro de ese periodo anterior de 3 
años, siempre y cuando la fecha del 
auto de declaración de tal concurso 
fuere anterior a dicho plazo.

(UNANIMIDAD).

–– No obstante, se plantea un pro-
blema añadido en tales supuestos, 
cual es la colisión que se produce 
entre la disposición señalada y el 
art. 179.1 LC, el cual preceptúa 
que, para las personas físicas, la 
declaración de concurso dentro de 
los 5 años siguientes a la conclu-
sión del anterior por liquidación o 
falta de masa, tendrá la considera-
ción de reapertura de aquel, lo que 
parece chocar con la previsión pro-
pia del concurso consecutivo, del 
art. 242 LC. Nada impide acudir 
al expediente de acuerdo extraju-
dicial, la única cuestión está en la 
consideración del concurso poste-
rior. Respecto de ello:

–– Opción A). Debe prevalecer la 
norma especial del art. 179.1 LC, 
de tal forma que no será un con-
curso consecutivo, con los efectos 
especiales del art. 242.2 LC, sino 
se tratará como reapertura del an-
terior (3 VOTOS).

–– Opción B). Es el propio deudor 
el que ha optado por el cauce del 
acuerdo extrajudicial, con todas 
sus consecuencias, y ello abre una 
vía especial de tratamiento legal de 
la cuestión, la del art. 242 LC, por 
lo que el concurso será considera-
do como consecutivo, sin perjuicio 
de la competencia del juez que co-
noció del primer concurso, ya que 
la norma del art. 179.1 LC parece 
más bien integrar sólo una atribu-
ción competencial, de suerte que 
es posible conciliar ambas normas, 

una para el aspecto sustantivo, art. 
242 LC, y otra el competencial, 
art. 179.1 LC. Todo ello sin perjui-
cio del posible cambio del centro 
principal de intereses del deudor 
en dicho tiempo, cuando se trata 
de personas físicas (6 VOTOS).

5.	El art. 231.4 LC prohíbe acce-
der al expediente de acuerdo 
extrajudicial al deudor que, en 
los 3 años anteriores, hubiera 
alcanzado un acuerdo de re-
financiación, ¿a qué clase de 
acuerdo de refinanciación se 
está refiriendo?

–– Exclusivamente se refiere a acuer-
dos previstos en la LC, suscepti-
bles de homologación judicial, los 
de la DA 4 LC, al ponerse en re-
lación con el art. 231.3.4º LC, no 
otros, ya que los del art. 71.6 LC 
no reciben homologación judicial, 
y las refinanciaciones comunes 
pueden obtener alguna homologa-
ción respecto a problemas puntua-
les con algún acreedor, v. gr., si ya 
estuviere pendiente un litigio con 
éste, donde el acuerdo se mani-
fieste como un transacción, pero el 
juez no habrá homologado el acuer-
do, sino sólo una manifestación so-
bre el objeto del litigio en cuestión.

(UNANIMIDAD).

6.	El art. 231.5 LC impide si quie-
ra iniciar el expediente cuando 
cualquier acreedor del deudor, 
de los que deban quedar vincu-
lados, hubiera sido declarado 
en concurso. ¿Alcance de esta 
norma?

–– Ha de interpretarse restrictivamen-
te (se valora como una norma de 
excesivo rigor y de escasa eficien-
cia para lograr los fines propios de 
la reforma legal, según su Preám-
bulo), y únicamente operará para 
el caso de que el acreedor haya 

sido ya declarado en concurso al 
momento de la admisión de la soli-
citud del expediente por el notario 
o registrador, y no si la declaración 
de concurso del acreedor se produ-
ce cuando ya está en trámite dicho 
expediente, es decir, sobrevenida, 
donde la manifestación de volun-
tad de tal acreedor se expresará por 
las reglas concursales de los arts. 
40 y 54 y ss. LC.

(UNANIMIDAD).

7.	Mediador concursal. Dispone 
el art. 233.1 pf, 2º LC que el 
mediador deberá “reunir ade-
más de esta condición,…, algu-
na de las que se indican en el 
ap. 1 del art. 27 LC”. ¿Se exigi-
rá sólo que reúna materialmen-
te la condición, o que también 
esté formalmente en las listas 
del colegio correspondiente?

–– Deben ser distinguidos dos planos. 
En primer lugar, la función del 
mediador y la validez del acuerdo 
alcanzado en el expediente no que-
da condicionada por la inclusión 
o no de tal mediador en las listas 
colegiales de profesionales para 
administradores concursales. Aho-
ra bien, en segundo plano, para 
poder convalidar luego la designa 
del mediador como administrador 
concursal en el concurso consecu-
tivo, el profesional deberá necesa-
riamente estar incluido en las listas 
de los colegios profesionales, ya 
que ello garantiza la experiencia y 
formación concursal exigida en el 
art. 27.1 LC, y es requisito legal 
común para gozar de la condición 
de administrador concursal, no dis-
pensado en el art. 242.2 LC.

–– ADENDA ESPECIAL: En cuanto 
a los acuerdos alcanzados por esta 
Junta de Jueces de lo Mercantil de 
Madrid, en fecha de 13 de diciem-
bre de 2011, y con expresa modifi-
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cación de los mismos, respecto de 
los economistas, se ha de entender 
como implícito en el art. 27.1.2º 
LC su deber de colegiación, tal 
cual ocurre con los abogados, de 
acuerdo con la régimen jurídico 
propio de su profesión. La dife-
rencia entre lo señalado para los 
abogados, en el nº 1º del art. 27.1 y 
para los economistas, en su nº 2, es 
solo semántica y no puede alterar 
las previsiones específicas de aquel 
régimen profesional. Por ello, sólo 
podrán tener acceso a la lista de 
decanato, del art. 27.3 LC, para su 
designa como administradores con-
cursales, por medio de la remisión 
de listas que debe realizar su cole-
gio correspondiente. Ello, además, 
es una forma de control sobre la 
experiencia y formación específica 
en materia concursal que se exige 
legalmente para acceder a las fun-
ciones de administrador concursal.

(UNANIMIDAD).

8.	Toda vez que el art. 233.1 LC 
se referencia en la Ley 5/2012, 
de 6 de julio, surge la cuestión 
del alcance del deber rígido de 
confidencialidad impuesto en 
el art. 9.1 a los mediadores, 
en relación con la posterior 
actuación como administrador 
concursal, y sobre hechos co-
nocidos durante tal mediación 
que den lugar a la calificación 
del concurso y a acciones de 
reintegración.

¿Cuál es el alcance de este conflicto?

–– Respecto de ello, debe tenerse pre-
sente que:

-- El mediador concursal es una 
figura de primera importancia 
durante la tramitación del ex-
pediente para el acuerdo extra-
judicial, incluso con la atribu-
ción a él de la tarea de elaborar 

el plan de pagos (vd. art. 236.1 
LC).

Ello implica el acceso al cono-
cimiento de datos y hechos es-
pecialmente sensibles en lo to-
cante a la actividad económica 
del deudor, que quedarían com-
prendidos en el deber de confi-
dencialidad del art. 9.1 Ley de 
Mediación, lo que generaría la 
imposibilidad del uso de aque-
llos datos e informaciones para 
posteriores acciones de reinte-
gración y calificación concursal.

-- La única excepción admitida en 
el art.9.2.a) Ley de Mediación 
es la exoneración por escrito de 
dicho deber de confidenciali-
dad a favor del mediador.

-- Pese a ello, se ha de entender 
que la mediación concursal reú-
ne, por principio de su régimen 
legal, una serie de especialida-
des respecto a las característi-
cas generales de la mediación 
común, de modo que se sin-
gulariza su función y la instru-
menta respecto al eventual con-
curso consecutivo, para actuar 
como administrador concursal. 
De ello es posible derivar una 
exoneración legal implícita de 
dicho deber de confidenciali-
dad en estos casos, pero sólo 
específicamente respecto de la 
posterior actuación como admi-
nistrador concursal, no en otros 
aspectos (en línea con el art. 
7.2.b) de la Directiva 2008/52/
UE, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 21 de mayo de 
2008, sobre Ciertos Aspectos 
de Mediación en Asuntos Civi-
les y Mercantiles). Ello sin per-
juicio de que pueda constituir 
una buena práctica del media-
dor obtener dicha exoneración 
expresa por escrito, a los efec-
tos del eventual concurso pos-

terior, al principio de su labor 
de mediación.

(UNANIMIDAD).

9.	Validez del acuerdo. ¿Deben 
ser convocados los acreedores 
con garantías reales, o no, por 
el mediador, decisión que afec-
tará a las causas de impugna-
ción, art. 239.2 LC, pese a que 
no quedan vinculados?

–– Estos “pueden quedar afectados”, 
sin perjuicio de que ello depende 
de su propio consentimiento, y la 
única exclusión expresa es a los 
acreedores públicos, y el ap. 4º del 
art. 234 regula incluso una even-
tual contestación por parte de es-
tos. Por tanto, deben ser convoca-
dos, y la omisión del cumplimiento 
de dicho deber puede generar efec-
tos anulatorios en impugnación.

(UNANIMIDAD).

10.	En atención a lo dispuesto en 
el art. 235.6 LC, en relac. art. 
5 bis.4 LC, sobre la solicitud 
de concurso por parte del me-
diador concursal, ¿puede el 
deudor instar su propio con-
curso, por entender que desis-
te de la pretensión del acuer-
do, en el plazo del art. 5 bis?

–– Sí, se ha de entender que es dispo-
nible para él, y puede desistir del 
expediente de acuerdo extrajudicial 
en todo momento para acudir al con-
curso de acreedores. Extremo distinto 
es que ello no evitará que el concurso 
tenga ya la consideración de consecu-
tivo respecto del expediente notarial o 
registral, incluso para vedar la posibi-
lidad de una propuesta de convenio, 
con los efectos del art. 242.2 LC, si el 
notario o registrador hubiera ya admi-
tido la solicitud de expediente.

(UNANIMIDAD).
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11.	Subordinación de ausentes. El 
art. 236.4 LC impone al me-
diador instar el concurso en 10 
días naturales desde el envío 
de la propuesta de acuerdo, si 
la mayoría de estos expresa su 
deseo de no continuar, pero el 
art. 237.1 permite a los acree-
dores expresar su oposición 
hasta 10 días naturales antes 
de la reunión (la que se debe 
celebrar en el plazo de 2 me-
ses, art. 234.1). Por ello, es 
posible que ya se haya instado 
el concurso por el mediador, 
cuando a algunos acreedores 
no les hubiera transcurrido el 
plazo para expresar su oposi-
ción. ¿Cómo se tratará su sub-
ordinación en el concurso?

–– Se trata de una norma sancionato-
ria, con el fin de estimular la partici-
pación en la reunión por los acree-
dores que pudieran verse afectados, 
por lo que su interpretación ha de 
ser restrictiva. Y así, únicamente se 
producirá la subordinación si la re-
unión llega a tener lugar de modo 
efectivo, y estos ni asisten, ni han 
expresado en el plazo de 10 días an-
teriores su oposición.

(UNANIMIDAD).

12.	Si la mayoría del pasivo ha 
mostrado ya su oposición, art. 
236.4 LC, y el medidor ha de 
instar el concurso, ¿se sancio-
nará con subordinación a los 
acreedores que no manifesta-
ron nada, aun cuando su opi-
nión fuese ya irrelevante?

–– Su respuesta queda comprendi-
da en la misma conclusión que la 
pregunta anterior, sólo cabe sub-
ordinación si el expediente llega al 
punto en que debiera legalmente 
celebrarse la reunión, aun cuando 
la misma finalmente no pueda te-
ner lugar por falta de quórum.

(UNANIMIDAD).

13.	¿Qué carácter tendrá el concur-
so instado por el medidor con-
cursal, voluntario o necesario?

–– Dados los especiales efectos ya 
previstos en el art. 242.2 LC para 
el concurso consecutivo, la cues-
tión no tiene demasiada transcen-
dencia para determinar, al menos, 
los efectos de la declaración de 
concurso, pero la consideración 
será de concurso necesario, art. 
22.1 LC.

(UNANIMIDAD).

14.	Impugnación del acuerdo. En-
tre los motivos de oposición 
está la “desproporción de la 
quita o moratorias exigidas” 
¿cuáles son los términos para 
comprobar lo proporcionado o 
desproporcionado?, ¿respecto 
de las circunstancias que pre-
cisa la actividad empresarial 

del deudor para continuar, 
según su plan de viabilidad?, 
¿respecto del concreto cré-
dito que sufre dicha merma 
de quitas y esperas, por sus 
condiciones, ej. trabajadores? 
o¿ respecto de unos créditos 
frente a otros no afectados por 
el acuerdo?

–– Para invocar dicha causa se debe 
ser, obviamente, uno de los acree-
dores que hubiera sufrido el efecto 
extensivo de las quitas y esperas 
del acuerdo extrajudicial, con su 
oposición o ausencia, proteste for-
malmente o no.

–– Deberá examinarse la despropor-
ción que pudiera implicar el su-
frimiento de dichas novaciones 
en ese concreto acreedor, según la 
naturaleza, origen y otras circuns-
tancias de su propio crédito, parti-
cularmente si existe un trato dife-
rencial en dichas quitas y esperas 
entre diversos grupos de acreedo-
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res, o es más, en acreedores indivi-
dualizados.

–– Pese a ello, nada se opone a que la 
desproporción del sacrificio de qui-
tas y esperas pueda ser valorada en 
atención a que las impuestas son 
superiores a lo que efectivamen-
te se requerirían como suficientes 
para la viabilidad de su actividad 
económica según el plan de via-
bilidad que debe acompañar al de 
pagos (art. 236.1 pf. 2º LC).

(UNANIMIDAD).

15.	En caso de impugnación por 
motivos de forma (v. gr. ausen-
cia de convocatoria debida, 
o de cómputo de mayorías) 
¿cabe que el juez, al estimar 
la impugnación, acuerde la 
reposición de actuaciones en 
el expediente, para dar lugar a 
una nueva convocatoria de la 
reunión o de su celebración?

–– No cabe reponer tales actuaciones, 
ya que no se está ante un proceso 
judicial formalizado, sino ante un 
intento de mediación privado, que 
se agota en su resultado. De esti-
mar dichas objeciones en el pro-
ceso de impugnación del acuerdo, 
tal cual prevé el art. 239.6 LC, sólo 
cabe la anulación de tal acuerdo 
con las consecuencias del art. 242 
LC.

–– Problema conexo: Podrá vehiculi-
zarse por dichas causas de impug-
nación, aunque a los solos efectos 
de examinar la validez del acuerdo, 
la cuestión de si se es o no efectivo 
acreedor de ese deudor, para deter-
minar si debió o no ser convocado.

(UNANIMIDAD).

16.	¿Cuáles son los efectos sus-
tantivos de la anulación del 
acuerdo?

–– Desaparecen los efectos novato-
rios, quitas y esperas, que se hubie-
ran pactado en él mismo, concu-
rriendo al concurso los acreedores 
con sus créditos en la manera que 
existiesen sin tener presente el 
contenido del acuerdo anulado.

–– Los pagos realizados en cumpli-
miento de tal acuerdo, durante el 
tiempo de tramitación del proceso 
de impugnación, se entenderán 
consolidados por los acreedores 
que los hubieran recibido, esto es, 
válidamente hechos, pero sin per-
juicio de cómo deban ser observa-
dos dentro del concurso consecuti-
vo, a tenor del art. 71 LC (véanse 
aquí los acuerdos de esta Junta en 
materia de reintegración)

(UNANIMIDAD).

17.	En caso de anulación, ¿cómo 
se da lugar al concurso con-
secutivo?, ¿Qué ocurre si el 
deudor ha hecho desaparecer 
para entonces su situación de 
insolvencia?

–– El Juzgado procederá de oficio, 
mediante testimonio de la sen-
tencia de anulación con el que se 
dará lugar al auto de declaración de 
concurso consecutivo, de carácter 
necesario.

–– Si entre el momento de aprobación 
por la reunión del acuerdo extraju-
dicial y el de anulación judicial del 
mismo y la declaración de concur-
so, el deudor ha logrado enjugar su 
insolvencia, podrá instar entonces 
la conclusión del concurso ya de-
clarado, por dicha causa, vía art. 
176.1.4º LC.

(UNANIMIDAD).

18.	Incumplimiento del acuerdo 
de pagos. Frente a la solicitud 
del mediador para la declara-

ción de concurso, art. 241.3 
LC, ¿qué ocurre si el deudor, 
pese al incumplimiento del 
plan, estima que es solvente, 
o estima que no ha existido el 
incumplimiento?

–– La solicitud deberá ser tratada 
como una instancia de concur-
so necesario, para emplazar así al 
deudor, art. 15.2 LC, quién podrá 
oponerse, art. 18 LC, por entender 
que no existe ya la insolvencia, o 
por entender que no existe incum-
plimiento del plan de pagos.

(MAYORIA).

19.	¿Tienen legitimación los acree-
dores para instar el concurso 
frente a incumplimientos del 
plan de pagos, en aquello que 
les afecte?

–– El art. 241.3 LC impone un deber 
para un sujeto determinado, el me-
diador concursal, como supervisor 
del cumplimiento, art. 241.1 LC, 
lo que no excluye la potestativa le-
gitimación para otros posibles inte-
resados, los acreedores, para pedir 
el concurso posterior por dicho in-
cumplimiento. A dicha petición se 
le dará el trámite de concurso ne-
cesario, para permitir la oposición 
del deudor, y la práctica de prueba, 
incluso con testifical del mediador 
concursal. Si se estima la solicitud 
de concurso por el acreedor, se de-
clarará como necesario, art. 22.1 
LC, y como consecutivo, art. 242 
LC.

–– Supuesto distinto es sí, durante el 
desarrollo del plan de pagos, un 
acreedor entabla solicitud de con-
curso necesario por otras causas dis-
tintas al incumplimiento del plan de 
pagos, esto es, por hechos revelado-
res del art. 2.4 LC. Llegado el caso, 
dicho concurso necesario no podría 
ser considerado como consecutivo, 

en portada



   Economist & Jurist   37

lo que determinaría la inaplicación 
de los efectos del art. 242.2 LC, ya 
que sólo será concurso consecutivo 
si deriva de alguna de las tres causas 
recogidas en el art. 242.1 LC, im-
posibilidad del alcanzar un acuerdo, 
incumplimiento del plan de pagos o 
anulación del acuerdo.

(MAYORÍA).

20.	¿Qué efectos tiene el incum-
plimiento del acuerdo sobre el 
contenido sustantivo de la no-
vación operada por el acuerdo?

–– Pese a que la equiparación con el 
incumplimiento del convenio no 
sea plenamente satisfactoria, pues-
to que el acuerdo se alcanza por 
pacto extrajudicial, y sin homologa-
ción alguna, con una voluntad pri-
vada novatoria de los concurrentes, 
lo esencial es su fuerza legal expan-
siva para los acreedores disidentes 
o ausentes, lo que evidencia una 
naturaleza jurídica particular, supe-
rior al del mero pacto privado nova-
torio, como para vencer el principio 
de relatividad contractual. Ello lle-
va a concluir que su incumplimien-
to, análogamente a lo que ocurre 
con el incumplimiento del conve-
nio, supone la desaparición de los 
efectos novatorios del acuerdo, de 
modo que al concurso consecutivo 
los acreedores concurren con sus 
créditos en la cuantía y forma que 
existían antes del acuerdo, esto es, 
sin el efecto novatorio del mismo.

–– No obstante, los pagos realizados 
en ejecución del acuerdo, duran-
te su vigencia, se mantendrán, 
validando su efecto solutorio, sin 
perjuicio de observar dichos pagos 
bajo la perspectiva del art. 162 LC, 
o del art. 71 LC.

–– El art. 241 LC no establece de 
modo expreso una resolución ju-
dicial que declare dicho incum-

plimiento, y conlleve el pronun-
ciamiento de los efectos extintivos 
sobre su novación. Ello derivará, 
en su caso, del auto que declare el 
concurso necesario y consecutivo, 
tras la oposición del art. 18 LC, o 
ante la ausencia de la misma, de-
claración que contendrá la procla-
mación de dicho incumplimiento y 
la desaparición de los efectos nova-
torios del acuerdo.

(MAYORÍA).

21.	Dispone la regla 1ª del art. 
242.2 que la administración 
concursal “no podrá percibir 
por este concepto más retribu-
ción que la que le hubiera sido 
fijada en el expediente”. Pero 
en dicho expediente de acuerdo 
extrajudicial, el arancel no será 
aplicable a la fase de liquida-
ción, por definición, ya que no 
existe esa fase en el expedien-
te, y su remuneración en tal 
fase no habrá sido fijada antes. 
Dado que el concurso consecu-
tivo se realiza precisamente con 
fase de liquidación, ¿debe re-
tribuirse la misma sin precisar 
circunstancias excepcionales?

–– No puede mutarse la regla general 
del art. 242.2.1º LC so pretexto de 
que nunca se habrá remunerado 
dicha fase liquidatoria en el expe-
diente de acuerdo extrajudicial, ni 
se habría fijado suma alguna por 
ella, al no existir por definición en 
tal expediente, y que por ello de-
bería fijarse siempre una remune-
ración referida a dicha fase liqui-
datoria en el concurso consecutivo, 
ya que ello supondría elevar a regla 
general lo recogido como excepcio-
nal a la norma legal.

–– No obstante, si la fase de liquida-
ción concursal comprendiese espe-
ciales labores para llevarla a cabo, 
en atención a su complejidad, dedi-

cación y volumen, podría excepcio-
nalmente fijarse remuneración por 
tal razón, de acuerdo con el arancel.

(UNANIMIDAD).

22.	En el concurso del fiador del 
deudor, deudor este que hu-
biera intentado el acuerdo 
extrajudicial, si aquella fianza 
se prestó en el periodo de ne-
gociación del acuerdo extraju-
dicial, ¿puede sostenerse que 
se trata de un “acto dirigido a 
mejorar la situación en que se 
encuentre…”art. 235.3 LC, y 
como tal un acto contrario a 
derecho y nulo, art. 6.3 CC?

–– Siempre que la fianza o la garantía 
se obtenga sobre bienes de terce-
ros, propiamente no se afecta al pa-
trimonio de dicho deudor, sino de 
un tercero, el fiador o hipotecante. 
El art. 235.3 LC específica que la 
mejora de la situación relativa del 
acreedor lo es respecto del patri-
monio del deudor. Por ello no es un 
acto nulo por contrario a una nor-
ma prohibitiva, lo que no impide 
que pueda ser observado en el pro-
pio concurso del fiador conforme a 
las acciones que le sean propias.”

(UNANIMIDAD).

Fd. Jueces de lo Mercantil de Madrid

(…) Por la extensión de las conclusio-
nes sobre los “Criterios de la reunión de 
magistrados de lo mercantil de Madrid 
sobre criterios de aplicación de la refor-
ma de la ley de apoyo a emprendedores, 
sobre cuestiones concursales”, el resto 
de las mismas están a su disposición en 
www.economistjurist.es (si como sus-
criptor no recuerda sus claves de acceso, 
consígalas llamando al 914 350 102 o 
a través del siguiente correo electrónico 
clientes@difusionjuridica.es). 
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LA CUANTIFICACIÓN 
DE LAS PRESTACIONES PERIÓDICAS 
EN LOS PROCESOS FAMILIARES 
DE RUPTURA DE LA PAREJA 

 

Luis Zarraluqui Sánchez-Eznarriaga. Abogado y presidente 
de Zarraluqui Abogados de Familia.

Una de las cuestiones que entraña una mayor dificultad en los procesos que intentan reglamentar el 
futuro económico de las familias cuya convivencia se rompe, es la cuantificación de las pensiones pe-
riódicas que unos deben pagar y otros percibir. Hay que partir de que cada familia es un mundo y cada 
integrante de ella una individualidad irrepetible.

Dos son estas pensiones de acuerdo con nuestro ordenamiento jurídico: los alimentos de los hijos y las 
pensiones compensatorias de la desigualdad entre cónyuges.

La ley establece para ellas unas nor-
mas que fijan su contenido y objeto y 
como consecuencia de ello ha de pre-
cisarse su cuantía. Pero el legislador 
con este propósito acude a conceptos 
jurídicos indeterminados, que permi-
ten toda clase de resultados. Cuando 
de alimentos se trata, el Código 
Civil (art. 146) remite a dos pará-
metros a los que debe ser propor-
cionada su cuantía: la necesidad 
de los alimentistas y el caudal o 
medios de los alimentantes, que 
ambos precisan una ponderación en la 
que entran un sinfín de factores. 

Por de pronto, “proporcionado” es 
de conformidad con el Diccionario de 
María Moliner, aquel “que sus dimen-
siones guardan proporción armónica o 
conveniente” o “que no es demasiado 
grande o demasiado pequeño en rela-
ción con la cosa que se expresa”, lo cual 
es absolutamente indeterminado.

En cuanto a la determinación de 
las necesidades de los beneficia-
rios han de ser establecidas partiendo 
del concepto mismo de “necesidades”. 
Este término literalmente se refiere 
a lo que es imprescindible para la 

vida. No obstante, en su aplicación 
práctica exige distinguir en pri-
mer término, si el alimentista es 
un hijo u otro pariente o incluso, 
algún extraño cuyo derecho a ali-
mentos nace de un pacto. Y entre 
los hijos el contenido de la obligación 
difiere si se trata de menores o inca-
pacitados, que comprende atenciones 
no estrictamente precisas, sino inclu-
so lúdicas, de los mayores de edad 
que conservan tal derecho alimenti-
cio. Por otro lado, se incluyen en este 
concepto los llamados ordinarios, esto 
es, los que son regulares en su exis-
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tencia y periódicos en su atención, ya 
que los extraordinarios por su condi-
ción de imprevisibles y no periódicos, 
no pueden cifrarse a priori.

Con frecuencia respecto de los 
hijos menores e incapacitados, se 
parte de la cobertura de aquellos 
gastos de los mismos que los pa-
dres han considerado apropiados 
cuando existía una convivencia de 
todos con cierta normalidad, aun-
que suele ser difícil probar los gastos 
exactos y con frecuencia se acude a los 
signos externos de renta gastada, inme-
diatamente anteriores a la ruptura.

No obstante, existen conceptos 
de gasto que se corresponden con 
un conjunto de titulares y que son de 
fragmentación empírica. Por ejemplo, 
el consumo de electricidad, gas, ca-
lefacción o aire acondicionado tiene 
una traducción económica clara, re-
cogida en el recibo de la entidad su-
ministradora, pero de un reparto con 
criterio alzado porque no se puede in-
dividualizar el consumo de cada uno. 
Otro tanto ocurre con el gasto concre-
to de manutención, respecto del cual, 
si bien es cierto que cada miembro de 
la familia que vive en una misma casa 
consume cantidades diferentes de 
productos distintos, en ningún hogar 
se llevan unas cuentas en tal sentido.

También el canon del caudal o me-
dios del alimentante es un concepto 
confuso… confusamente enunciado. 
Caudal hace referencia funda-
mental a capital, mientras que 

medios alude más a disponibili-
dad económica, que se mueve en el 
ámbito de los ingresos y rentas.

La dificultad se aumenta al ser pre-
ciso determinar una cantidad fija cada 
mes y todos los meses la misma, cuan-
do es evidente que resulta imposible 
que el gasto sea todos los meses igual y, 
es más, por definición es muy distinto 
los periodos lectivos de los vacaciona-
les, el verano y el invierno, el frío y el 
calor. En principio, se trata de fijar 
una media mensual, en realidad 

producto de una estimación anual 
y su división por doce meses.

En la compensación por el des-
equilibrio que a un esposo le produzca 
la separación o el divorcio en relación 
con el otro, el Tribunal Supremo ha 
venido contribuyendo a una mejor 
determinación de cuál sea el des-
equilibrio y cual el objeto de la pen-
sión periódica, cuando se aplica ésta, 
negando que debe intentar igualar la 
economía de los cónyuges: pero basta 
contemplar las circunstancias que el 
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www.bdifusion.es

•	 Código Civil. (Normas básicas. Marginal: 3716). Arts.; 97 y 146.

•	 Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (Vigente hasta 
el 22 de Julio de 2014). (Normas básicas. Marginal: 12615). Arts.; 
748-4º y 768.

 
“Respecto de los hijos menores e 
incapacitados, se parte de la cobertura 
de aquellos gastos de los mismos que 
los padres han considerado apropiados 
cuando existía una convivencia de todos 
con cierta normalidad”
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art. 97 CC relaciona para cuantificar 
la pensión –ahora también para deter-
minar la existencia de desequilibrio– 
para darse cuenta de la dificultad de 
la ponderación de estos factores y su 
traducción a cifras. La duración del 
matrimonio, la edad y el estado de sa-
lud o la dedicación pasada y futura a 
la familia, por ejemplo, son conceptos 
de muy difícil traducción cuántica.

A la dificultad objetiva de la cues-
tión, hay que añadir la personal, 
cuando el margen de apreciación es 
tan amplio, inevitablemente da lugar 
a un abanico inmenso de opiniones, 
actitudes y sentimientos de quienes 
están llamados a cuantificar las pen-
siones. Los entornos, personales, 
geográficos, culturales y sociales 
de cada uno de los magistrados 
se proyectan sobre esta traduc-

ción numérica de las pensiones. 
Como además existe una evidente 
dispersión territorial de las sedes ju-
diciales, la disparidad es muy grande, 
la dificultad de justificarla enorme y la 
inseguridad jurídica total. Existe una 
evidente y lesiva falta de previsibili-
dad de la resolución judicial, con lo 
cual el marco jurídico se resiente. 

La constante pretensión de las per-
sonas que pueden verse inmersas en 
tanto que acreedores como deudores, 
en procesos de alimentos –tanto como 
objeto principal, como dentro de las 
consecuencias de otros litigios– de 
conocer de antemano con precisión 
cuáles son sus expectativas en cifras 
concretas, ha propiciado la extensión 
de diferentes tablas, que permiten 
la concreción del importe mensual 
de las pensiones, partiendo de unos 

pocos elementos objetivos. Marfil 
Gómez (“La pensión compensatoria. 
(Síntesis)”. BICAM, n.º 33. 3ª época. 
mayo 2006, pp. 137 y ss) argumenta 
que “tabular significa organizar, estruc-
turar. Se tabulan los pesos, las medidas, 
los impuestos, y el ciudadano conoce 
a priori lo que tiene que pagar, lo que 
puede o no hacer. La tabulación ex-
presa valores, magnitudes u otros datos 
por medio de tablas, que todo el mundo 
puede conocer”. De esta forma, la Di-
rección General de Seguros y Fondos 
de Pensiones, da publicidad a las in-
demnizaciones por muerte, lesiones, 
incapacidad temporal, etc., que resul-
tarán de aplicar durante cada año el 
sistema para valoración de los daños y 
perjuicios causados a las personas en 
accidentes de circulación y ello le da 
certeza jurídica. 

A esta consideración se suma la 
constatación de la diversidad enorme 
de las cantidades establecidas en las 
resoluciones judiciales, según el órga-
no judicial que resuelve en cada caso. 

“La finalidad, por tanto (de las Ta-
blas) –continúa Marfil Gómez–, no 
puede ser otra sino la de homogeneizar, 
la de constituir un cuerpo armónico en 
el que poder aplicar un porcentaje y así 
extraer el tiempo, por lo menos el tiem-
po, que la pensión va a ser cobrada, que 
la pensión va a ser pagada. Así mujer y 
marido adquieren, lisa y llanamente, se-
guridad, que es un bien escaso en estos 
malos tiempos para la lírica conyugal”. 

Las tablas parten de pocos fac-
tores, especialmente del núme-
ro de hijos y de los ingresos del 
alimentante para determinar la 
pensión procedente. Su ventaja es 
la objetividad y su defecto, también 
la objetividad, ya que no se tienen en 
cuenta factores individuales de impor-
tante influencia en la concreción de 
las pensiones. Desde las famosas ta-
blas de Dusseldorf, pasando por las de 
algunos Estados norteamericanos, por 
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•	 Sentencia de la Audiencia Provincial de Alicante de 10 de julio de 
2012, núm. 446/2012, Nº Rec. 260/2012, (Marginal: 2437128).

•	 Sentencia de la Audiencia Provincial de Alicante de 25 de octubre de 
2006,  núm. 329/2006, Nº Rec. 439/2006, (Marginal: 2300482).

•	 Sentencia de la Audiencia Provincial de Alicante de 21 de diciembre 
de 2005, núm. 429/2005, Nº Rec. 382/2005, (Marginal: 311363).

•	 Sentencia de la Audiencia Provincial de Cáceres de 15 de Abril de 
1996.

•	 Sentencia de la Audiencia Provincial de Alicante de 18 de diciembre 
de 1995.

 
“Los entornos, personales, geográficos, 
culturales y sociales de cada uno de 
los magistrados se proyectan sobre la 
traducción numérica de las pensiones”
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ejemplo las de California, las distintas 
tablas han intentado cumplir esta fun-
ción, con éxito desigual. En España se 
han publicado varias tablas, con cierto 
seguimiento en algunos órganos judi-
ciales a título orientativo, pero hasta 
ahora, nada más. 

Sin embargo, la Comisión Per-
manente del Consejo General 
del poder Judicial del 26 de Ju-
nio y el Pleno ordinario del 11 
de Julio, ambos de 2013 ha apro-
bado unas Tablas1, llamadas es-
tadísticas, de carácter orientador 
para la fijación de las pensiones 
alimenticias de los hijos en los 
procesos de familia, incluyen-
do unos índices correctores por 
autonomías y tamaño de las ciu-
dades de residencia de los meno-
res. Se señala en su preámbulo que 
en una de las últimas jornadas de 
las anuales de Jueces y Magistrados 
con competencia especializada en 
asuntos de familia que se desarrollan 
dentro del Plan de formación estatal 
del Consejo, se ha hecho hincapié 
en esta necesidad, aprobándose la 
conclusión de que “Se considera un 
instrumento muy útil en el ejercicio de 
la función jurisdiccional en los proce-
sos de familia, contar con una Tabla 
orientativa para la fijación de las pen-
siones alimenticias de los hijos, pues 
incrementa los niveles de previsibili-
dad de la respuesta judicial, aumenta 
la seguridad jurídica y facilita acuer-
dos y soluciones de auto-composición 
en este tipo de procesos, evitando en 
buena medida los costes sociales de los 
procesos contenciosos”. También se 
subraya que el sistema de “Tablas” 
para la fijación de pensiones en los 
procesos de familia viene siendo em-
pleado desde hace años en algunos 
países de nuestro entorno: Canadá, 
Noruega, Estados Unidos y Alema-

nia entre otros y aunque con algunas 
diferencias en cuanto a su origen y 
obligatoriedad, en todos ellos está 
constatada su notable aceptación 
entre los operadores jurídicos y los 
resultados satisfactorios que genera. 

De acuerdo con el CGPJ, las Ta-
blas pueden ser utilizadas en los 
procesos de nulidad, separación y 
divorcio, guarda y custodia de hi-
jos menores y alimentos (art. 748-
4º LEC), medidas provisionales 
previas, coetáneas y cautelares de 
los anteriores procesos, alimentos 
entre parientes y en las medidas 
cautelares de los procesos de filia-
ción, paternidad y maternidad (art. 
768 LEC), ya sean competencia estos 
procesos de los Juzgados de 1ª Instan-
cia, de Familia o de Violencia contra la 

Mujer. Igualmente se estima que las 
Tablas pueden ser útiles tanto para 
los procesos en primera instancia 
como en la fase de apelación ante 
la Audiencia Provincial y, si pro-
cede, en casación ante el Tribunal 
Supremo. 

Vienen precedidas estas Tablas por 
una Memoria explicativa, que comien-
za por señalar que un objetivo funda-
mental de las Tablas es fomentar los 
acuerdos entre las partes en materia 
de pensiones, que subraya la disponi-
bilidad de las mismas y la eficacia de 
los pactos, salvo que lesionen el interés 
del menor, pues de no ser legales y efi-
caces, resulta absurdo que el CGPJ las 
cree y fomente. Señala también la Me-
moria que el sistema de tabulación de 
las pensiones, incrementa los niveles 

1	 Puede consultar las tablas del CGPJ del 26 de junio y pleno ordinario del 11 de julio en www.poderjudicial.es y en la sección de artículo destacado 
de Informativo Jurídico (www.informativojuridico.com).
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de previsibilidad de las respuestas judi-
ciales, aumenta la seguridad jurídica y 
facilita acuerdos y soluciones, puntua-
lizando que la práctica demuestra que 
ante grupos familiares similares, con 
parecidas necesidades y disponibilida-
des económicas, la cuantía de las pen-
siones que se fijan suele ser diferente 
entre Juzgados, aunque correspondan 
a una misma población o incluso den-
tro de un mismo Juzgado. 

En todo caso, deja claro que las 
Tablas son orientadoras, mante-
niendo el Consejo un absoluto respe-
to a independencia judicial, tanto en 
lo que respecta a su aplicación habi-
tual u ocasional, como a hacerlo en 
casos particulares.

Mantiene que la finalidad de esta 
Tablas es la acomodación de las presta-
ciones a las circunstancias económicas 
y necesidades de los hijos en cada mo-
mento, para lo cual se propone actua-
lizar tablas como mínimo cada cinco 
años. Anuncia que para la más opera-
tiva aplicación de la Tablas publicará 

un programa informático de aplicación 
de las mismas, que, por cierto, ya es 
accesible para los operadores jurídicos. 
Se contiene en el Acuerdo del CGPJ 
una Memoria explicativa de la elabo-
ración de las Tablas, que están basadas 
en las encuestas de las condiciones de 
vida en España para ingresos medios y 
de los presupuestos familiares para los 
gastos medios.

Es interesante tener en cuenta que 
las Tablas se han elaborado con la co-
laboración del Instituto Nacional de 
Estadística, tanto a través del sumi-
nistro de los datos estadísticos de base 
como del conocimiento estadístico y 
econométrico para su procesamiento. 
Para ello, se ha seguido el siguiente 
procedimiento: 

–– Se ordenan de menor a mayor los 
hogares de una pareja con un hijo 
dependiente en razón del ingre-
so medio por hogar teniendo en 
cuenta los datos de ingresos de 
la Encuesta de Condiciones de 
Vida2 (ECV años 2006-2010). Para 

ello se limita la consideración a las 
parejas de 35 a 55 años, por esti-
marse que estas parejas son las que 
protagonizan la mayoría de los di-
vorcios También se limitan los hi-
jos dependientes, bien por razones 
de edad o bien por motivos econó-
micos, a todos los menores de 16 
años si al menos uno de los padres 
es miembro del hogar y a los que 
tienen 16 o más años pero menos 
de 25 y son económicamente inac-
tivos, de nuevo si al menos uno de 
los padres es miembro del hogar. 

Una vez ordenados, los hogares se 
dividen en diez grupos, cada uno 
con el mismo número de hogares 
y se calcula el ingreso medio por 
hogar en cada grupo, para a con-
tinuación, desecharse los datos 
tanto del primero como del último 
grupo, esto es, los de más bajos y 
altos ingresos medios. 

–– De forma similar, se ordenan los 
hogares de una pareja con un hijo 
dependiente según los datos de la 
Encuesta de Presupuestos Fami-
liares (EPF años 2006-2010), se 
dividen en diez grupos y se calcula 
el gasto medio por hogar de cada 
grupo, también aquí se desechan los 
datos del primer y último grupo. En 
el cálculo del gasto medio del hogar 
se ha considerado solamente el gas-
to monetario, sin tener en cuenta 
la hipoteca ni los gastos en alquiler 
de vivienda principal si ése fuera el 
caso que pudiera tener el hogar. 

–– Se ajusta una recta de regresión al 
ratio Ingresos/Gastos que permiti-
rá calcular, para el nivel de ingresos 
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“La Comisión Permanente del Consejo 
General del Poder Judicial del 26 de 
Junio y el Pleno ordinario del 11 de 
Julio, ambos de 2013, ha aprobado 
unas Tablas, llamadas estadísticas, de 
carácter orientador para la fijación de las 
pensiones alimenticias de los hijos en los 
procesos de familia”
 

2	 La Encuesta de Condiciones de Vida (ECV) pertenece al conjunto de operaciones estadísticas armonizadas para los países de la Unión Europea. 
En este caso la armonización se ha producido desde el momento en que el proyecto fue concebido, ya que se sustenta en un Reglamento del Par-
lamento Europeo y del Consejo que regula el desarrollo de esta operación estadística. La realización de la ECV permite poner a disposición de la 
Comisión Europea un instrumento estadístico de primer orden para el estudio de la pobreza y desigualdad, el seguimiento de la cohesión social 
en el territorio de su ámbito, el estudio de las necesidades de la población y del impacto de las políticas sociales y económicas sobre los hogares y 
las personas, así como para el diseño de nuevas políticas. La ECV es una encuesta anual dirigida a hogares, que tuvo su antecesora en el Panel de 
Hogares de la Unión Europea (PHOGUE), realizado durante el periodo 1994-2001. 
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de un hogar dado, que es la suma 
de los ingresos de ambos progeni-
tores, el porcentaje de los ingresos 
de ese hogar que se gastan, a partir 
de lo que se estimará el gasto esti-
mado de ese hogar. 

–– A continuación se reparte el gasto 
del hogar entre sus miembros de 
acuerdo a las escalas de equiva-
lencia de la OCDE modificadas, 
en virtud de kas cuales un adulto 
equivale a 1 unidad de consumo, 
dos adultos a 1,5 unidades; dos 
adultos y un hijo dependiente a 
1,8 unidades de consumo. En con-
secuencia, el porcentaje de gasto 
de un hijo respecto al gasto total 
del hogar es de (0,3/1,8), es decir, 
aproximadamente un 16,7% del 
gasto total del hogar corresponde-
ría al hijo dependiente. 

–– Para obtener el coste de mantener 
a dos hijos dependientes se han he-
cho los mismos cálculos partiendo 
de los hogares formados por una 
pareja con este número de hijos de-
pendientes, y se multiplica el gasto 
del hogar por (0,6/2,1) = 28,6% es 
decir, aproximadamente un 29% 
del gasto total del hogar correspon-
dería a los 2 hijos dependientes. 

–– Según esta fórmula, el coste de 2 
hijos es casi el doble que el de 1 hijo 
ya que según este método el primer 
y el segundo hijo ponderan lo mis-
mo en el hogar, un 0,3 cada uno.

–– Para obtener el coste de tres hijos 
dependientes se han hecho los mis-
mos cálculos y se multiplica el gasto 
del hogar por (0,9/2,4) = 37,5% así 
como para obtener el coste de man-
tener a más de tres hijos depen-
dientes se hacen los mismos cálcu-
los y se multiplica el gasto del hogar 

por (0,3* n/ (1,5 + n* 0,3), siendo 
n el número de hijos dependientes. 

En la confección de las Tablas 
se han tenido en cuenta los ingre-
sos netos, sin deducir las cantida-
des dedicadas al pago de cargas 
hipotecarias o similares y sin des-
contar las retenciones que puedan 
sufrir los ingresos del alimentante por 
los anticipos recibidos o por concep-
tos similares. 

En cuanto al periodo de tiempo 
de recepción considerado, el cálculo 
se verifica computando los ingresos 
de doce mensualidades, prorrateando 
pagas extras, pluses y otros devengos, 
aunque sean irregulares.

En lo que se refiere a los gastos 
del alimentista a considerar para 
su cobertura, las Tablas no han 
tenido en cuenta ciertos gastos de 
singular importancia y de cuantía 
elevada. Así señala la Memoria que no 
se han tenido en cuenta los gastos co-
rrespondientes a vivienda, incluyendo 
los servicios de que disfrute la misma. 
Tampoco han sido objeto de conside-
ración los gastos de educación, com-
prendidos no solo los directos del coste 
del centro escolar, matrículas, etc, sino 
tampoco el transporte escolar. Unifor-
mes, comedor, alojamiento y otros simi-
lares. Finalmente, tampoco incluye la 
estimación de lo que pueden constituir 
las necesidades especiales del menor.

Respecto de estos capítulos, el 
Consejo razona que naturalmente han 
de ser valorados y tenidos en cuenta en 
la pensión alimenticia, por tratarse de 
gastos necesarios comprendidos en la 
obligación alimenticia, pero que al no 
estar ponderados en las Tablas, su im-
porte lo debe incrementar el juzgador 
al resultado de aplicación de las Tablas, 

para conformar la cifra de la condena 
al pago en concepto de alimentos. 

Con los cálculos antes mencionados, 
se consignan dos tipos de tablas con 
tres variantes cada uno, según se 
trate de hogares con 1, 2 o 3 hijos.

La Tabla 1, aplicable a los supues-
tos de custodia compartida (alterna), 
que recoge el coste de mantenimien-
to en función del nivel de ingresos 
de sus progenitores. El coste medio 
a nivel estatal se concreta, mediante 
la aplicación de índices correctores, 
para cada comunidad autónoma y por 
tamaños de municipios. 

La Tabla 2, de aplicación a los su-
puestos de custodia monoparental que 
recoge el resultado de repartir dicho 
coste entre los progenitores en propor-
ción a los ingresos de cada uno de ellos. 

Estas Tablas no contemplan la pen-
sión mínima, que procedería en todo 
caso, en supuestos de ingresos inferio-
res a 700 € al mes, remitiéndose para 
ellos a la Jurisprudencia del entorno 
geográfico. Tenemos que recordar a este 
respecto que, dada la obligación de los 
padres con respecto a sus hijos menores 
de entidad y fundamento superiores a 
la derivada del parentesco, se considera 
este deber referido al “mínimo vital” o 
“mínimo imprescindible para el desarro-
llo de la existencia del/de los menor/es 
en condiciones de suficiencia y dignidad 
a los efectos de garantizar, al menos y en 
la medida de lo posible, un mínimo de-
sarrollo físico, intelectual y emocional al 
que deben coadyuvar sus progenitores por 
razón de las obligaciones asumidas por los 
mismos por su condición de tales”3. (…), 
teniendo en cuenta que “hay necesidad 
de fijar las pensiones alimenticias para los 
hijos aún cuando no consten los ingresos 
del obligado a prestarla”4. 

3	 SAP, 9ª, Alicante (Elche) 10 julio 2012 (en el mismo sentido de la misma Sala 25 oct. 2006 y 21 dic. 2005).

4	 SSAAPP Alicante 18-12-1995 y Cáceres 15-4-1996.
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“Las Tablas pueden ser utilizadas tanto 
para los procesos en primera instancia 
como en la fase de apelación ante la 
Audiencia Provincial y, si procede, en 
casación ante el Tribunal Supremo”
 

Bibliografía

www.bdifusion.es

Biblioteca:

•	 VÁZQUEZ IRUZUBIETA, CARLOS. Comentario a la Ley de Enjuiciamiento Civil. 2ª Edición 2012. Actualizado. 
Madrid. Ed. Difusión Jurídica. 2012.

Artículos Jurídicos:

•	 APARICIO AUÑON, EUSEBIO; PÉREZ MARTÍN, ANTONIO J.; MARTOS MERLOS, CARLOS y GOMEZ-MAM-
PASO, RICARDO. Tablas estadísticas para el cálculo de pensiones alimenticias en los procesos matrimoniales. 
Economist & Jurist Nº 80. Mayo 2004. (www.economistjurist.es).

•	 PALOMA MARTÍ, CRISTINA. El impago de las pensiones en los procesos matrimoniales: Consecuencias en vía civil 
y penal: Cuestiones procesales y sustantivas. Economist & Jurist Nº 67. Febrero 2003. (www.economistjurist.es).

A título de ejemplo, debemos men-
cionar, que de acuerdo con la Tabla 
1.1, sin ingresos del custodio5 y 700 €  
del no custodio, resulta una pensión de 
170 € a pagar por este último, alcanzán-
dose 534€ en el final de la Tabla, si am-
bos progenitores tienen 3.500€ de ingre-
sos y 406€ si solo uno tiene ingresos, que 
alcanzan los 3.500€: Estas cifras se con-
vierten respectivamente en 369 €, 1.066 
€ y 881€, para dos hijos y en 460 €, 1.549 €  
y 1226 € con tres hijos, en los mismos 
casos.

Con aplicación de la Tabla II, siem-
pre aplicándola a idénticos supuestos 
a los anteriores tendríamos para un 
hijo 197 €, 406 € y 267 €; para dos 
hijos 369 €, 881 € y 533 €; y con tres 
hijos 460 €, 1.226 € y 775 €.

Hay que destacar que a estas 
cuantías se corresponden con la 
medias estatales y que a ellas han 
de aplicarse los índices correcto-
res que corresponden tanto a las 
distintas Comunidades Autónomas 
como a los municipios, que en este 
último caso, no se individualizan, 
sino que se considera la magnitud 
de su población considerándo-
se que tanto de la entidad de las 
primeras, como del tamaño de los 
segundos, depende una variante 
importante relacionada con la ca-
restía de vida. Por otra parte, hay 
que tener en cuenta que el índice 
corrector a aplicar deberá ser el del 
municipio de residencia del menor 
por ser éste el lugar donde se efec-
túa el consumo de la pensión. 

También a título de ejemplo, debe-
mos señalar que el Indice correc-
tor por Comunidades Autónomas 
cubre un abanico que comienza 
en el 83,14 % de Extremadura y 
finaliza en el 114,4% de Madrid o 
en el 114,41% de Navarra, mien-
tras que el relativo al tamaño del mu-
nicipio según sus habitantes, parte del 
91,64% para los de menos de 10.000 y 
llega al 104,83% para 100.000 o más 
habitantes. 

No podemos valorar a estas alturas 
cual será el éxito o fracaso derivado de 
la existencia de estas Tablas, especial-
mente teniendo en cuenta que quedan 
fuera de su aplicación, en todo caso, 
tanto la necesidades especiales de los 
alimentistas, como los gastos, nada me-
nos, que de vivienda y de educación, de 
indudable gravitación sobre la cuantifi-
cación final de las pensiones y en cuya 
ponderación los órganos judiciales van a 
tropezar las mismas dificultades que las 
presentas y pueden dar lugar a idénticas 
inseguridad jurídica, imprevisibilidad 
de las resoluciones y variabilidad injus-
tificada en los mismos supuestos, aun 
con procedencia en un mismo Tribunal, 
como ya señala del CGPJ. 

5	 Si esta Tabla es de aplicación a la custodia compartida (alterna), no sabemos por qué se sigue hablando de custodio y no custodio referido a los padres.
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EL CASO

Supuesto de hecho

Madrid, 30/01/2012.

Don Fernando está divorciado de 
Dª Rosa con la que tiene cuatro hijos 
en común.

Don Fernando acude a un abo-
gado a fin de modificar las condi-
ciones económicas del divorcio de 

mutuo acuerdo. La pensión está 
cuantificada de la forma siguiente: 
850 € mensuales por hijo. No está 
incluidos en la pensión de alimen-
tos (que se consideran gastos ex-
traordinarios): los libros, el mate-
rial escolar de principio de curso; 
los uniformes, el baby y la ropa de 
deporte del colegio y de actividades 
extraescolares; campamentos, via-
jes, cursos en el extranjero, gastos 
médicos no habituales, tratamien-
tos dentales, tratamientos oftalmo-

lógicos,…etc.; así como todos los 
que no sean habituales.

Todos los gastos extraordinarios de 
los hijos serán abonados por ambos 
progenitores al cincuenta por ciento.

El esposo se obliga a mantener a 
sus cuatro hijos como beneficiarios 
del seguro sanitario privado en las 
mismas condiciones que vienen dis-
frutando hasta la actualidad, mientras 
las condiciones profesionales/econó-
micas del esposo lo permitan.

Los gastos extraordinarios corres-
pondientes a tratamientos médico sa-
nitario de los hijos de cualquier tipo: 
dentales, oftalmológicos, etc. serán 
sufragados en primer término con car-
go al seguro médico privado que debe 
mantener el esposo, y el importe que 
exceda del mismo y no sea cubierto 
por dicho seguro, será sufragado por 
ambos progenitores al cincuenta por 
ciento.

Objetivo. Cuestión planteada

Se presenta una Demanda de 
modificación de efectos de divorcio, 

Modificación de medidas 
definitivas de divorcio 

www.ksolucion.es 
info@ksolucion.es

SUMARIO

•	 El Caso
•	 Supuesto de hecho
•	 Objetivo. Cuestión planteada
•	 La estrategia del abogado

•	 El Procedimiento Judicial
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•	 Peticiones realizadas
•	 Argumentos
•	 Normativa
•	 Prueba
•	 Resolución judicial

•	 Jurisprudencia
•	 Documentos jurídicos
•	 Biblioteca
•	 Formulario: Contestación a la demanda de modificación de medidas
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basada en el hecho de que el Sr. Fer-
nando no puede asumir los gastos y 
la pensión de sus hijos dado que ha 
sido despedido y de tener ingresos su-
periores a los 6.000 euros mensuales 
ha pasado a disponer de 1.300 euros 
mensuales. Además ha tenido que al-
quilar una vivienda para disponer de 
un techo donde atenerles. También se 
solicita que se le atribuya la guarda y 
custodia de los hijos menores de edad.

La estrategia. Solución propuesta

Obtener una disminución de las 
pensiones alimenticias de sus hijos 
que en el momento del divorcio as-
cendían a 3.400 euros. Esta dismi-
nución se basa en la pérdida de tra-
bajo del padre con la consiguiente 
disminución brusca de ingresos del 
ex marido. Al mismo tiempo se quie-
re conseguir una custodia compartida 
ya que durante el matrimonio era él 
el encargado habitual de los menores.

EL PROCEDIMIENTO JUDICIAL	

Orden Jurisdiccional: Civil.

Juzgado de inicio del procedi-
miento: Madrid.

Tipo de procedimiento: Modifi-
cación de Efectos de Medidas de di-
vorcio contencioso.

Fecha de inicio del procedi-
miento: 01/01/2012.

Partes

Parte demandante: Don Fernando.

Parte demandada: Doña Rosa.

Peticiones realizadas

Parte demandante:

–– Que se atribuya la guarda y custo-
dia de las tres hijas menores a Don 
Fernando, sin perjuicio de que la 
patria potestad sea compartida en-
tre ambos progenitores.

–– Que no se establezca régimen de 
visitas materno filial, atendida la 
edad de las menores quienes se 
relacionarán con su madre como 
tengan por conveniente.

–– Que se establezca en concepto de 
pensión de alimentos de los cuatro 
hijos la cantidad de 2.000 € men-
suales (500 € por hijo), que deberá 
abonar la Sra. Rosa al Sr. Fernando 
por doce mensualidades anticipa-
das, entre el 1 y 5 de cada mes en 
la cuenta que este designe al efecto.

–– Que los gastos extraordinarios no 
cubiertos por la mutua o Seguri-
dad Social serán abonados al 50% 
por ambos progenitores; así como 
aquellos gastos como libros, mate-
rial escolar, uniformes etc, que se 
generan cada inicio de curso, se 
abonaran al 50% por ambos proge-
nitores.

Parte demandada:

–– Se opone a las peticiones formu-
ladas por Don Fernando en base a 
que los gastos de los menores no 
han variado, es más, han aumenta-
do. 

Argumentos

Parte demandante: Ha visto 
cómo sus ingresos han caído debido 
a un despido. No puede hacer frente 
por mucho tiempo al pago de la pen-
sión de sus hijos. Además, es quien, 
ahora, dispone de más tiempo para 
dedicarse a ellos dado que la madre 
sigue trabajando.

Parte demandada: Las condicio-
nes no han variado. Los gastos de los 
menores son cada día más importan-
tes, además aunque ahora el padre no 
tiene trabajo ha percibido una indem-
nización y con su nivel de estudios no 
tardará en encontrar trabajo de simila-
res características y emolumentos.	

Normativa

Parte demandante:

Procesal: 

–– Ley de Enjuiciamiento Civil 
1/2000, de 7 de enero. Arts. 773, 
771 y ss.

–– Código Civil art. 103.
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Parte demandada:

Código civil art. 91.

Prueba

Parte demandante: 

–– Carta de despido. Finiquito.

–– Consumos del domicilio. Ingresos 
de Don Fernando

Resolución Judicial

Fecha de la resolución judicial: 
01/11/2012.

Fallo o parte dispositiva de la 
resolución judicial: Se desestima 
íntegramente la demanda de modifi-
cación de medidas de divorcio solici-
tada, sin imposición de Costas.

Fundamentos jurídicos de la 
resolución judicial: No existe una 
variación sustancial de las circunstan-
cias por falta de tiempo y atención de 
la madre para desempeñar la función 
de guarda y custodia que conlleve un 
perjuicio o perturbación para la menor 
con carencias significativas que hagan 
aconsejable el cambio solicitado, sino 
que lo que subyace es el problema 
económico que se instrumentaliza, 

atendiendo el progenitor demandante 
más a sus propios intereses que al in-
terés prioritario de la hija común me-
nor de edad, como pone de relieve el 
hecho de que afirme incluso la conve-
niencia se separarla de sus hermanos.

Por ello en atención a que la hija 
menor ha venido conviviendo con la 
madre y sus hermanos desde la sepa-
ración, proporcionándola una estabili-
dad y continuidad, siendo su referen-
te, que éste es el deseo de la menor 
y lo más conveniente según informa 
el trabajador social del Equipo Técni-
co adscrito al Juzgado por los motivos 
razonados en su informe y expuestos 
ut supra, que el Ministerio Fiscal 
se opone a la modificación, y que el 
deseo de la menor de “ver más a su 
padre” (exploración judicial) no se ve 
en modo alguno obstaculizado con el 
mantenimiento de la custodia mater-
na, toda vez que cuenta con un régi-
men de visitas a favor del padre a cuya 
ampliación o variación la madre nun-
ca ha puesto impedimentos, procede 
desestimar la modificación solicitada 
al no haberse acreditado un cambio 
objetivo de las circunstancias con la 
entidad suficiente pira ello, no ha-
biéndose acreditado que el cambio de 
custodia resulte objetivamente más 
beneficioso para la menor pues sus 
malos rendimientos parecen obedecer 
al conflicto familiar, debiendo ambos 
progenitores tener en cuenta ese in-

terés superior a la hora de decidir y 
resolver las cuestiones que afectan a 
su hija, no pudiendo hacerla partícipe 
directo de su falta de entendimiento y 
comunicación ni trasladar su proble-
ma a una niña de trece años que de-
pende totalmente de sus progenitores 
en todos los aspectos, tanto el perso-
nal como el económico.”

JURISPRUDENCIA RELACIONADA 
CON EL CASO

–– Audiencia Provincial de Cádiz (Sala 
civil) Nº 615/2012, de 18/12/2012. 
BDI Economist & Jurist. Civil. 
Marginal 2416548.

–– Audiencia Provincial de Cá-
diz (Sala Civil) Nº 284/2012, 
de 26/11/2012. BDI Econo-
mist & Jurist. Civil. Marginal 
2416497.	  	
	

DOCUMENTOS JURÍDICOS DE 
ESTE CASO

Documentos disponibles en:
www.ksolucion.es 
Nº de Caso: 5897
info@ksolucion.es

–– Demanda.

–– Auto admisión demanda.

–– Contestación demanda.

–– Sentencia.
 	

BIBLIOTECA

Disponible en:
www.ksolucion.es 
Nº de Caso: 5897

–– Las pensiones compensatorias y 
alimenticias: su tratamiento en el 
IRPF. 

CASOS 
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AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA Nº_____

Don___________ Procurador de los Tribunales, en nombre y representación de Doña ________________, 
con domicilio en ____________, NIF Nº __________ según acredito con la copia general para pleitos que 
se adjunta, y bajo la dirección letrada de __________________ Abogada colegiada Nº _____ del Ilustre 
Colegio de Abogados de ______, ante el Juzgado comparezco y como mejor en derecho proceda, DIGO:

Que mi mandante ha sido emplazada, dándole traslado de la demanda y documentos que a la misma se 
acompañan, y de conformidad con lo previsto en el art. 405 de la LEC mediante el presente escrito y en la 
representación que ostento CONTESTO a la demanda formulada por DON__________ correlativamente 
y en la forma prevista en el art. 399 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, OPONIENDOME a la modificación 
de medidas solicitadas de contrario, en base a los siguientes

 HECHOS

PRELIMINAR: Rechazamos todos aquellos hechos aducidos de contrario y documentación aportada 
en todo aquello que no sea coincidente con lo que aquí se expone.

La litis y el objetivo de debate del presente procedimiento se ciñe exclusivamente en la petición del 
demandante de que se modifique el acuerdo adoptado por los progenitores en sede de procedimiento de 
divorcio de mutuo acuerdo aprobado judicialmente, recientemente, mediante sentencia de fecha ____ de 
2011, hace escasamente un año. La pretensión se ciñe a que se le atribuya a él la guardia y custodia de las 
tres hijas menores de edad.

Por tanto en virtud del principio de justicia rogada y congruencia nos vamos a extender únicamente en 
esta cuestión, pues el único objetivo de la litis, la modificación de la guardia y custodia.

AL PRIMER Y SEGUNDO: Cierto el correlativo,

AL TERCERO: Incierto el correlativo toda vez que los cónyuges estaban separados desde mucho antes 
de obtener la sentencia de divorcio. La separación de la pareja se produjo en el año 2008.

Además fue mi representada de quien partió la iniciativa de la separación de la pareja. Tras ello ambos 
decidieron de mutuo acuerdo. …

En cuanto al régimen de visitas, y su hipotético cumplimiento al que se alude de contrario, es absoluta-
mente incierto que se pactase una guardia y custodia compartida, puesto que es evidente que no lo es, y de 
hecho el demandante no se ocupa ni se ha ocupado de las cuestiones propias de la guardia y custodia de los 
hijos. Pero que es que además lo cierto es que el progenitor incumple sistemáticamente dicho régimen de 
visitas. Y así enumeramos, entre otros muchos, los siguientes incumplimientos por parte del demandante:

1.	No recoge a las hijas a la salida del colegio a pesar que fue lo estipulado en la cláusula cuarta del con-
venio regulador. …

2.	Del amplio régimen de visitas inter semanal el progenitor lo ha reducido a la mitad por su conveniencia 
según el mismo reconoce en su escrito de demanda. solo ve a sus hijas los martes. ……
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3.	Los viernes, cuando le corresponde el fin de semana de visitas, tampoco las recoge en el colegio sino que 
_______las lleva el viernes por la noche a casa del progenitor.

4.	En cuanto al régimen durante las vacaciones a pesar de haberse establecido que se disfrutan por mitad 
del período (vacaciones escolares de las menores), sin embargo solo ha estado con ellas 15 días durante 
el pasado agosto.

5.	Durante el verano pasado, hasta este momento ha sido el único en el que se ha tenido oportunidad de 
llevarlo a cabo, dado que no ha pasado un año desde la sentencia de divorcio, en el escaso período que 
estuvo con sus hijas, resulta que todas las noches dejaba a _______ sola en casa mientras él se iba a 
cenar con su actual pareja con la que convive.

6.	Mi representada siempre ha intentado que estuviera con sus hijos más tiempo, y que el demandante 
cumplieses el régimen de visitas establecido. Pues si bien inicialmente consiguió que se fueran a su casa 
hasta el comienzo del curso escolar del año 2011, sin embargo finalmente terminó echándolos de su casa 
el día 6 de septiembre de 2011 porque él tenía otros asuntos.

En cuanto a la pensión de alimentos de los hijos del matrimonio, de la misma forma el demandante 
también lo incumple sistemáticamente. NO HA PAGADO LA MITAD QUE LE CORRESPONDE 
DE LOS GASTOS EXTRAORDINARIOS PACTADOS EN EL PARRAFO TERCERO DE LA 
CLAUSULA QUINTA DEL CONVENIO REGULADOR: los libros y materiales escolares, viajes al 
extranjero que han realizado las hijas, etc.

Como el propio demandante reconoce, en la cláusula quinta del convenio regulador aprobado judicial-
mente se pactó una pensión de alimentos a cargo del progenitor de  850 € al mes para cada uno de los hijos. 
Pero luego, aparte, los gastos extraordinarios, pactándose expresamente “que no están incluidos en la pensión 
de alimentos los siguientes gastos de los hijos que se consideran extraordinarios: los libros, el material escolar de 
principio de curso, uniformes, baby y ropa de deporte del colegio y actividades extraescolares, campamentos, via-
jes, cursos en el extranjero, gastos médicos no habituales. Tratamientos dentales, tratamientos odontológicos…
etc., así como los que no sean habituales.”

No fue una decisión (fijar ese importe) precipitada sin muy meditada. Y consensuada por ambos proge-
nitores y es acorde con las necesidades de los menores.

Efectivamente el propio demandante reconoce expresamente en su escrito de demanda que SOLO 
PAGA 3.400 € MENSUALES pero que no ha atendido a los gastos de libros escolares, cursos y viajes que 
han realizado sus hijos al extranjero el verano de 2011.

Aporto como Documento Nº 1 correo electrónico enviado por mi representada al demandante de fecha 
5 de julio de 2011 donde le pide la mitad de los gastos de un billete de avión de su hija _____ a Londres 
que el demandante no ha pagado.

Acompaño como Documento Nº 2 otro correo electrónico de mi representada al demandante, de fecha 
04 de julio de 2011, informándole los gastos extras de academia de las hijas ________ durante el verano 
pasado.

La contestación del demandante: no lo paga.
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Véase también el documento Nº 21 de la propia demanda que es otro correo electrónico remitido por mi 
representada al demandante el pasado 6 de septiembre de 2011 reclamándole la mitad de los gastos de los 
libros y materiales escolares.

La respuesta del demandante fue la siguiente: “OK HABLAREMOS TODO ESTO CON NUESTROS 
ABOGADOS”.

Se acompaña como Documento Nº 3 original de las facturas de compra de los libros y el detalle enviado 
a mi representada por parte del colegio ______________.

Y efectivamente así ha sido puesto que no ha pagado los gastos sino que directamente ha presentado esta 
demanda pidiendo (no una reducción de las pensiones de alimentos) sino que se adjudique a él la guardia 
y custodia y de esta forma  no pagar las pensiones de alimentos de sus hijos. El su única finalidad.

Pero lo peor de todo es que con ello, los perjudicados son sus propios hijos puestos que como han sido 
citados para las pruebas acordadas, han tenido conocido por primera vez de la existencia del presente pro-
cedimiento judicial. El progenitor nunca antes les había consultado ni preguntado a sus hijos sobre esto y 
estaban d acuerdo en que cambie se situación actual. Ni siquiera se lo dijo al hijo mayor _________.

En todo caso no hay ningún motivo o razón para que se modifique y varíe la situación actual de los me-
nores y de ____ y tampoco que los hermanos se separen, que parece ser lo que es otra de las opciones que 
pretende el progenitor según se ha formulado la prueba del equipo psicosocial.

AL CUARTO: Incierto el correlativo.

La sociedad de gananciales, y entre cuyos bienes entraba la vivienda familiar, se disolvió por mutuo 
acuerdo de los progenitores, y precisamente (o al menos el interés de mi representada) era adjudicarse la 
vivienda para la cual tuvo que hacer un  importante esfuerzo económico para garantizar el bienestar de los 
hijos que se quedaban bajo su cuidado, lo que hizo que se lo adjudicase tal y como se exponía en la cláusula 
tercera del convenio regulador. De esta forma se garantizaba la continuidad en el uso por parte de su hijo 
de la vivienda. Y tras adjudicarse la razón de realizar reformas fue debido a su necesidad de mantenimiento 
y adecuarla a la nueva situación tras el divorcio.

 En cuanto a la situación actual que alegaba el demandante, de ser acreditado, el hecho de estar en paro 
no es suficiente para que pueda o se vaya a ocupar más de sus hijos habida cuenta que, a pesar que según 
manifiesta fue despedido en mes de septiembre de 2011, sin embargo o durante estos últimos meses no 
se ha ocupado más ni implicado en el cuidado de ______. El demandante se ha limitado a cumplir (y solo 
en parte) el régimen de visitas propio del fin de semana que le corresponde, pero no ejerce más cuidados o 
atenciones que los que tenía antes cuando trabajaba.

En todo caso es incierto que el demandante no pueda asumir el pago de la pensión de alimentos que 
pacto de mutuo acuerdo hace menos de un año.

Y así, que esta parte le consta:

1.	Ha percibido una indemnización por su extensión laboral (posiblemente una extinción laboral pactada 
con la empresa) de nada menos que 229.735,66 € netos.
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2.	En la adjudicación de la sociedad de gananciales se adjudicó por el exceso que le compenso mi repre-
sentada otros 390.000 € NETOS.

3.	También se adjudicó una embarcación de más de 35.000 €, un amarre en _____ valorado en otros 
35.000 €. Aparte de las dos motocicletas. Actualmente tiene 3 motos de trial y una de carretera.

4.	Actualmente el demandante ha adquirido un vehículo deportivo de lujo nuevo, BMW descapotable. 
Valorado en más de 60.000 € y mantiene el mismo nivel de vida que tenía antes (esquí, viajes, etc.).

5.	Es aficionado a la música y tiene un piano, un órgano, una batería y 5 guitarras.

6.	Le ha comprado al hijo mayor del matrimonio a _____ otro vehículo Honda Civic, y a ______ un orde-
nador nuevo.

7.	Tiene una vivienda en propiedad en la Urbanización de lujo _______ de 278 m2 y 2.300 m2 de parcela, 
valorada en 804.835 €.

En el momento de la compraventa de su vivienda suscribió un préstamo hipotecario por más del doble 
de lo que necesitaba para adquirir la citada vivienda. El precio de la vivienda eran 550.000 y el préstamo 
obtenido fueron 600.000 €, cuando, si descontamos lo que mi representada le entregó por el exceso de la 
adjudicación de la vivienda familiar (390.000 €) solo necesitaba 250.000 €. Solicitó más del doble sin tener 
necesidad.

Y el importe de la pensión de alimentos no se decidió de una forma precipitada como afirma de contra-
rio. Todo lo contrario, o lo mismo que el respecto de los pactos suscritos en el convenio regulador fueron 
fijados y consensuados y muy meditados por los progenitores. Y se fijaron según las necesidades de los 
hijos (estudios, alimentación, ropa, status de vida, etc.) y los gastos familiares. Y los gastos fijos mensuales 
superan ……………….

Acompaño como Documento nº 4 conjuntamente de documentos de algunos recibos de dichos gastos 
fijos.

AL QUINTO: nos ponemos al correlativo. Es importante la modificación que se pretende del acuerdo 
de la guardia y custodia de los menores. Y es improcedente que se le atribuya al demandante. Por las si-
guientes razones:

1.	Principalmente no ha habido alteración (y menos sustancial) de las circunstancia existentes hace un 
año. En el momento del divorcio de mutuo acuerdo. Y no existe causa tampoco que habilite o haga ne-
cesario el cambio de la guardia y custodia.

2.	Los hijos del matrimonio nunca han planteado a mi representada un interés o desde de irse a vivir con 
su padre. Ellas quieren mantener su situación como hasta ahora.

3.	Es más beneficioso para los hijos, mantener su situación actual, en compañía de su madre y todos los 
hermanos viviendo juntos. También respecto de ____ pues que sea aun mayor de edad sigue conviviendo 
en casa de la progenitora junto con sus hermanas.

CASOS 
PRÁCTICOS
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4.	Los motivos aducidos son puramente económicos, no personales. El hecho de que supuestamente no 
pueda pagar la pensión (si puede) tampoco es un motivo, no suficiente para modificar dicha medida de 
la guardia y custodia.

5.	Mi representada es la que se encarga, y se ha encargado desde el nacimiento de los hijos del cuidado y 
atención de ello (médico, estudios, alimentación, apoyo, consejos, ayudas, colegio, tutores, etc.) en fin 
siempre se ha ocupado del día a día de los hijos. Y lo ha hecho compatibilizándolo perfectamente con su 
trabajo, desde que nacieron los hijos.

Acompaño como Documento nº 5 correos electrónicos diversos entre los progenitores. Tras el divorcio, 
que demuestra que ella se encarga de todo lo relacionado con ellos, y que le informa a él debidamente e 
intenta que participe, luego en demandante nunca acude.

Y acompaño como Documento nº 6 un informe psicológico reciente de una psicóloga, Doña ________, 
que le asiste a mi representada desde antes y durante del proceso de la separación de su matrimonio, donde 
analiza su favorable evolución en la actualidad.

…………………….

1.	Mi representada compagina perfectamente su trabajo, con sus hijos y su dedicación. Además actual-
mente es una familia muy unida.

2.	Hemos de llamar la atención que el progenitor, tal es la falta de confianza que tiene con sus hijos que 
ni siquiera ha hablado con ellos sobre la presente demanda ni la posibilidad de un cambio tan trascen-
dental para ellos. Ha sido a raíz de la citación para la elaboración de los informes psicológicos cuando la 
progenitora ha tenido que contarles lo sucedido lo cual demuestra su mala fe.

A los anteriores hechos son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

1.	Competencia: Artículo 769 LEC.

2.	Legitimación activa y pasiva: la ostentan ambos progenitores.

3.	Modificación de medidas de divorcio: no son de aplicación los preceptos invocados de contrario puesto 
que no estamos ante un procedimiento nuevo de divorcio o separación, sino de una petición de medidas 
que fueron aprobadas judicialmente y consensuadas hace escasamente un año.

Por tanto es de aplicación el art. 91 in fine del Código Civil.

En las sentencias de nulidad, separación o divorcio, o en ejecucion de las mismas, el Juez, …

En este caso se pide que se sustituya la guardia y custodia que tiene adjudicada la progenitora y le 
otorgue al progenitor. Para ello invoca un motivo puramente económico, no de carácter personal o social. 

Para que obtenga amparo jurisdiccional la solicitud de modificación de efectos de los procesos matri-
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moniales suscitados en forma contenciosa, se requiere en atención al art. 91, in fine, del código civil, la 
concurrencia de los siguientes presupuestos:

a.	 Que no se trata de hechos de nueva consideración. Surgidos con posterioridad al dictado de la sentencia 
que acordó la adopción de las medidas complementarias.

b.	Que supongan una modificación sustancial de las circunstancias que se tuvieron en cuenta en el mo-
mento de adoptar las medidas complementarias.

No es el caso por cuanto no ha habido ninguna variación de carácter personal para que se tenga que mo-
dificar la atribución de la guardia y custodia. Y los motivos económicos no afectan a este tipo de medidas.

c.	 Que la alteración de tales circunstancias revistan cierto grado de permanencia en el tiempo, es decir que 
no obedezca a situaciones de carácter coyuntural o transitorio.

Tenemos que suponer que la situación de paro del demandante (que tampoco justifica suponga una 
merma de ingresos). Pero en todo caso lo razonable es que consiga otro trabajo por lo que la situación 
actual, de ser cierta es transitoria. Insistimos ¿se puede encargar de sus hijos cuando consiga un traba-
jador en el extranjero o en otra localidad o incluso en Madrid? Cuando ello ocurra, volvemos a solicitar 
una modificación de medidas.

d.	Que se trate de acontecimientos ajenos a la voluntad del cónyuge instante de la modificación de medidas.

Otro argumento aducido por el demandante es que tuvo que esperar la disolución de su sociedad de 
gananciales. Resulta incongruente y contradictorio por cuanto su disolución de la sociedad de gananciales 
se firmó el mismo día que el convenio regulador.

En consecuencia procede dictar sentencia desestimatoria íntegramente la demanda.

Cito la sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid, de fecha 3 de marzo de 1988 (AC 1998/449), 
y Sentencia de la Audiencia Provincial de Toledo, Sección 1ª, Nº 57/2011 AC 2011/438; Sentencia de la 
Audiencia Provincial de Madrid (Sección 24) de 10 de octubre).

IV. CONDENE EN COSTAS AL DEMANDANTE

Solicitamos en este caso se le condene al demandante a las costas.

Cito en amparo de dicha condena la doctrina consolidad de nuestra Audiencia Provincial de Madrid. Así 
en sentencia de 29 de mayo de 2002 (JUR 2002/200330) de la Sección 2ª ha fijado que los procedimientos 
judiciales de familia existe la excepcionalidad al vencimiento objetivo. Pero cuando se trata de una modifi-
cación de medidas como el que nos ocupa se aplica dicha regla general y por tanto procede su imposición. 

Y así acaece en el caso que hoy examina, pues las acciones ejercitadas han obligado a la hoy apelada a 
personarse en la litis, mediante Procurador y bajo la dirección técnica de un Letrado, lo que le ha generado 
los correspondientes desembolsos económicos, que, ante el fracaso de la demanda, han de ser resarcidos 
por el actor, en aplicación del precepto estudiado, sin necesidad de realizar una específica declaración de 
temeridad o de mala fe, ni otra argumentación que la concerniente al objetivo vencimiento.

CASOS 
PRÁCTICOS
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En el mismo sentido la Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid (Sección Nº 22) de 30 de abril 
de 2002. 

V. Designación de archivos a efectos probatorios:

Cisco, Seguridad Social, Agencia Tributaria, Colegio y Universidades. 

Y de cuantas entidades, empresas y personas se citen en la demanda y en la presente contestación a la 
demanda y documentos acompañados con las mismas.

Por todo ello,

SOLICITO AL JUZGADO: tenga por presentado este escrito y documentación que se acompañan, 
me tenga por comparecido en autos en nombre y representación de Doña _____ tenga por contestada a la 
demanda planteada de contrario, y en virtud de los expuesto se sirva dictar sentencia por la que desestime 
la demanda presentada por Don _____ y con expresa condena en costas al demandante.
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derecho
laboral

Responsabilidad derivada 
del accidente de trabajo 

 

Luis Enrique Fernández Pallarés. Socio de Laboral de Pérez-Llorca.

Nuestro ordenamiento jurídico regula las consecuencias para el empresario infractor derivadas del acci-
dente de trabajo, mediante un elenco de responsabilidades que persiguen un doble objetivo: (i) persuadir 
al empresario frente al incumplimiento de las medidas preventivas de seguridad y salud a través de la re-
gulación de un régimen sancionador, y (ii) reparar los daños ocasionados al trabajador o a sus herederos 
como consecuencia del accidente.

El accidente de trabajo se define 
como toda lesión, física o psíquica, 
que sufra el trabajador con ocasión 
o por consecuencia del trabajo que 
ejecute por cuenta ajena. Así, las le-
siones que sufra el trabajador durante 
el tiempo y en el lugar de trabajo se 
presume que son constitutivas de la 
calificación de accidente de trabajo 
(art. 115.1 y 3 de la Ley General de la 
Seguridad Social).

En aras a evitar el accidente de tra-
bajo, corresponde al empresario 
la protección de los trabajadores 
frente a los riesgos laborales, de 
manera que garantice su seguridad y 
salud en todos los aspectos relaciona-

dos con el trabajo (art. 14 de la Ley 
de Prevención de Riesgos Laborales).

Sin embargo, cuando las medi-
das de seguridad fallan, bien porque 
resulten insuficientes o bien por su 
inexistencia, y por ello se ocasiona 
un accidente de trabajo, el empresa-
rio puede resultar responsable de las 
consecuencias del mismo. En par-
ticular, el incumplimiento de las 
obligaciones preventivas puede 
conllevar para el empresario la 
asunción de responsabilidades de 
distinta naturaleza: sancionadora 
(en su doble vertiente, penal y admi-
nistrativa) y resarcitoria; además del 
recargo sobre las prestaciones públi-

cas derivadas del accidente cuando 
se produzca una falta de medidas de 
seguridad.

Responsabilidad 
empresarial por los 
ilícitos penales derivados 
de los accidentes de 
trabajo

El Código Penal considera al ac-
cidente de trabajo constitutivo de 
delito1 cuando (i) el empleador haya 
incumplido su obligación de facili-
tar los instrumentos necesarios para 
asegurar unas condiciones de trabajo 
seguras y saludables o haya vulnerado 

1	 Artículo 316 del Código Penal.
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su deber de supervisión a los fines de 
garantizar dichas condiciones labora-
les, (ii) haya incumplido la normativa 
de prevención de los accidentes pro-
fesionales y (iii) se haya producido un 
daño previsible como consecuencia 
de dicho incumplimiento.

Este delito es sancionable me-
diante la imposición de una pena 
de prisión de tres meses a tres 
años y una multa. Además, si el 
accidente de trabajo supone un daño 
especialmente grave, como una lesión 
o la muerte, podría apreciarse un con-
curso de delitos. Así, si el accidente 
de trabajo conlleva un resultado 
de muerte, podría apreciarse res-
ponsabilidad penal por homicidio 
imprudente.

El homicidio2 imprudente se san-
ciona con una pena de prisión con una 
duración minima de un año hasta un 
máximo de cuatro años. No obstante, 
la jurisprudencia ha considerado que 
cuando una única violación de la nor-
mativa relativa a la prevención de ac-
cidentes o la falta de supervisión incu-
rrida por el empresario se concreta en 
una muerte, el homicidio imprudente 
absorbe dichos incumplimientos. Por 
lo tanto, la sanción máxima sería de 
cuatro años de prisión.

Ahora bien, a pesar de que las per-
sonas jurídicas también pueden 

resultar responsables de ilícitos 
penales, sin embargo, esta res-
ponsabilidad no se aplica a los 
delitos de siniestralidad laboral 
ni al homicidio. No obstante, las 
personas jurídicas sí son respon-
sables en el orden civil.

Por lo tanto, cuando estos ilícitos 
penales son cometidos por una so-
ciedad mercantil los miembros del 
órgano de administración y/o los con-
sejeros pueden ser penalmente res-

ponsables por los incumplimientos. 
En este caso, esta responsabilidad se 
impondrá a los mencionados miem-
bros de la sociedad mercantil por: (i) 
la vulneración de la normativa de pre-
vención de los accidentes de trabajo o 
(ii) su falta de supervisión a los fines 
de asegurar unas condiciones de tra-
bajo seguras y saludables.

Así, únicamente las personas 
físicas pueden ser procesadas, sin 
embargo, la persona jurídica po-

legislación

www.bdifusion.es

•	 Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad So-
cial (Vigente hasta el 01 de Enero de 2014) (Normas básicas.Margi-
nal:6873).Arts.; 115.1 y 3. 

•	 Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Labora-
les. (Normas básicas.Marginal:3773).Art. 14. 

•	 Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal (Nor-
mas básicas.Marginal:14269). Arts.; 116, 117, 142, 316.

•	 Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Ad-
ministraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
(Normas básicas. Marginal: 185). Art. 133.

•	 Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprue-
ba el Texto Refundido de la Ley sobre infracciones y sanciones en el 
orden social (Normas básicas.Marginal:3762).Arts.; 3.2, 40.2.

2	 Artículo 142 del Código Penal.
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dría ser condenada como respon-
sable solidaria por la multa im-
puesta a dichas personas físicas. 
El importe de la multa podría oscilar 
entre 360 y 144.000 euros.

Resarcimiento por daños y 
perjuicios

Si el accidente de trabajo fuese 
constitutivo de delito por el órgano 
judicial competente, el trabajador o 
sus herederos podrían reclamar una 
indemnización por daños y perjuicios 
en el mismo proceso sustanciado ante 
el tribunal penal. Así, el juez del orden 

penal conocerá también de la recla-
mación por daños y perjuicios.

La indemnización por daños y per-
juicios se determina de conformidad 
con una escala predeterminada que 
se utiliza como parámetro para fijar 
el importe total. Esta escala toma 
en consideración diferentes factores 
como la edad del trabajador fallecido 
o su salario. 

Los responsables penales son 
directamente responsables de la 
indemnización por daños y per-
juicios. La persona jurídica será tam-
bién responsable solidaria del pago de 

la indemnización a la víctima si el pa-
trimonio del condenado no fuera sufi-
ciente para cubrir el importe de dicha 
indemnización.

Además, las personas jurídicas 
están obligadas a suscribir una 
póliza de seguro que cubra los ac-
cidentes que pudieran producirse 
en el centro de trabajo. En estos 
casos, la compañía aseguradora será 
directamente responsable –hasta el 
límite asegurado en la póliza– por los 
daños y perjuicios que se deriven del 
accidente3.

Cuando concurran dos o más per-
sonas jurídicas subsidiariamente res-
ponsables, el tribunal penal debe dis-
tribuir las cuotas de la indemnización 
que debe asumir cada una de ellas4.

El juez del orden penal puede im-
poner a la sociedad mercantil medi-
das accesorias en su resolución 
final:

–– Orden de liquidación judicial, o

–– Cierre temporal o permanente de 
las instalaciones, o

–– Prohibición temporal o permanen-
te de realizar en el futuro activida-
des comerciales dentro de un de-
terminado sector de actividad.

No obstante, estas medidas sólo se 
imponen cuando se aprecian incum-
plimientos permanentes o recurrentes 
de la Ley de Prevención de Riesgos 
Laborales.

Sin embargo, esta reclamación 
también puede sustanciarse ante 
un juez o tribunal del orden ju-
risdiccional social en los siguientes 
supuestos:

derecho
laboral

jurisprudencia

www.bdifusion.es

•	 Sentencia de la Audiencia Provincial de Pontevedra de fecha 21 
de febrero de 2013, núm. 49/2013, Nº Rec. 941/2012, (Marginal: 
2424426).

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 6 de marzo de 2012, Nº 
Rec. 398/2010, (Marginal: 2383370).

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 7 de diciembre de 2011, 
Nº Rec. 6479/2009, (Marginal: 2355261).

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 26 de junio de 2001, núm. 
1654/2001, Nº Rec. 4513/1999, (Marginal: 2400519).

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 26 de julio de 2000, núm. 
1355/2000, Nº Rec. 4716/1998, (Marginal: 2400518).

 
“Las personas jurídicas están obligadas a 
suscribir una póliza de seguro que cubra 
los accidentes que pudieran producirse en 
el centro de trabajo”
 

3	 Artículo 117 del Código Penal.

4	 Artículo 116 del Código Penal.
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–– Si no se iniciase el procedimiento 
penal.

–– Si se iniciase el procedimiento 
penal pero el trabajador o sus he-
rederos expresamente decidieran 
conservar el ejercicio de esta ac-
ción para su enjuiciamiento por un 
Tribunal del orden social.

–– Si se iniciase el procedimiento pe-
nal pero éste terminase sin que se 
dictara sentencia y la reclamación 
por daños y perjuicios se conser-
vara para su enjuiciamiento por un 
juez del orden jurisdiccional social.

Con independencia de que el ór-
gano que conociera de dicha acción 

pertenezca al orden jurisdiccional pe-
nal o social, la reclamación de daños 
y perjuicios tiene la misma naturaleza 
en ambos casos. Sin embargo, las con-
secuencias que se derivan podrían ser 
diferentes en atención a la flexibilidad 
del criterio que aplican cada uno.

En este sentido, en oposición al 
criterio seguido en la jurisdicción 
penal, los jueces y tribunales del 
orden social han exigido tradicio-
nalmente como requisito para la 
imposición de la indemnización 
de daños y perjuicios la aprecia-
ción en la conducta del empresa-
rio de al menos una falta de coor-
dinación o del deber de vigilancia 
y supervisión que al empresario 

corresponde en relación con las obli-
gaciones en materia de prevención de 
riesgos laborales.

Infracción administrativa 
derivada del accidente de 
trabajo

Otra manifestación del régimen 
sancionador, adicional a la sanción 
penal en el marco de un accidente 
de trabajo, corresponde a la sanción 
administrativa. Así, del accidente de 
trabajo se puede derivar una respon-
sabilidad administrativa para el em-
presario, que se sustanciará a través 
del procedimiento administrativo san-
cionador.
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Dado que se trata de dos procedi-
mientos sancionadores –penal y ad-
ministrativo– el artículo 133 de la Ley 
de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimien-
to Administrativo Común, recoge la 
regla general sustantiva del principio 
non bis in idem cuando establece que 
no podrán sancionarse los hechos que 
hayan sido sancionados penal o admi-
nistrativamente, en los casos en que 
se aprecie identidad del sujeto, hecho 
y fundamento, es decir, en aplicación 
de este principio no pueden sancio-
narse doblemente por un mismo he-
cho.

Por otro lado, la Administración 
tiene la obligación de pasar el tanto 
de culpa al órgano judicial compe-
tente o al Ministerio Fiscal en los 
supuestos en que las infracciones 
pudieran ser constitutivas de ilícito 
penal, y abstenerse de seguir el pro-
cedimiento sancionador mientras la 
autoridad judicial no dicte sentencia 
firme o resolución que ponga fin al 
procedimiento o mientras el Minis-
terio Fiscal no comunique la impro-
cedencia de iniciar o proseguir las 
actuaciones5.

El procedimiento administrati-
vo sancionador se inicia mediante 
la visita que realiza la Inspección 

de Trabajo y de Seguridad Social 
al lugar en que haya ocurrido el 
accidente para realizar las com-
probaciones, mediciones y entre-
vistas que considere oportunas 
con la finalidad de dilucidar la causa 
o causas del accidente y con ello de-
purar las responsabilidades que pro-
cedan. Para ello, la Inspección de Tra-
bajo y de Seguridad Social examinará 
la existencia de las medidas de seguri-
dad, así como el cumplimiento de las 
mismas, en definitiva, determinará el 
cumplimiento de las obligaciones en 
materia de prevención de riesgos la-
borales.

Si la Inspección de Trabajo y de 
Seguridad Social comprobase que la 
empresa incumplió sus obligaciones 
preventivas podría imponer una san-
ción a la misma. Las sanciones co-
rrespondientes a las infracciones en 
materia de prevención de riesgos 
laborales consisten en una multa6 
que oscila en función de la gravedad 
de la misma:

–– Leves, entre 40 y 2.045 euros.

–– Graves, entre 2.046 y 40.985 eu-
ros.

–– Muy graves, entre 40.986 y 
819.780 euros.

Recargo de las 
prestaciones de la 
Seguridad Social

Las prestaciones económicas 
de la Seguridad Social que ten-
gan su causa en un accidente de 
trabajo o enfermedad profesio-
nal, se aumentarán entre un 30 y 
un 50 por 100, según la gravedad 
de la falta. Es decir, si como conse-
cuencia del accidente sufrido por el 
trabajador se derivan prestaciones de 
la Seguridad Social para éste o para 
sus herederos (por incapacidad tem-
poral, permanente, etc.), éstas se ve-
rán incrementadas en un porcentaje 
comprendido entre los importes ante-
riormente mencionados.

Ahora bien, no todo accidente de 
trabajo conlleva la imposición de este 
recargo de prestaciones. Para ello, la 
lesión deberá producirse por causa de 
máquinas, artefactos o en instalacio-
nes, centros o lugares de trabajo que 
carezcan de los dispositivos de precau-
ción reglamentarios, los tengan inutili-
zados o en malas condiciones, o cuan-
do no se hayan observado las medidas 
generales o particulares de seguridad e 
higiene en el trabajo. Asimismo, debe-
rán tomarse en consideración las ca-
racterísticas relativas a la edad, sexo y 
demás condiciones del trabajador.

Esta responsabilidad se impone so-
bre el empresario infractor, es decir, 
aquél que haya incumplido las obli-
gaciones preventivas y que no nece-
sariamente debe ser el empleador del 
trabajador accidentado. Un ejemplo 
habitual de supuestos en los cuales 
se impone el recargo de las prestacio-
nes públicas a un empresario distinto 
del empleador, suele producirse en el 

derecho
laboral

 
“Únicamente las personas físicas 
pueden ser procesadas, sin embargo, la 
persona jurídica podría ser condenada 
como responsable solidaria por la multa 
impuesta a dichas personas físicas”
 

5	 Artículo 3.2 del Real Decreto Legislativo 5/2000, de agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido sobre la Ley de Infracciones y Sanciones en 
el Orden Social.

6	 Artículo 40.2 del Real Decreto Legislativo 5/2000, de agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido sobre la Ley de Infracciones y Sanciones en 
el Orden Social.
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marco de la coordinación de activida-
des preventivas cuando dos o más em-
presas operan a través de sus respec-
tivas plantillas en un mismo centro de 
trabajo.

El Tribunal Supremo ha determi-
nado que esta sanción tiene una na-
turaleza mixta, es decir, constituye 
al mismo tiempo una sanción para el 
empresario incumplidor y una indem-
nización para el empleado o sus here-
deros. El recargo cumple una fun-
ción punitiva que cohabita con 
la función reparadora del daño 
que asume la indemnización. A 
resultas de esta consideración mix-
ta, el recargo de prestaciones puede 
ser impuesto simultáneamente con 
las sanciones que puedan derivarse 
de los ámbitos penal o laboral en los 
términos explicados anteriormente. 

Asimismo, se puede simultanear el 
recargo de las prestaciones públicas 
con la indemnización resarcitoria de 
los daños y perjuicios que haya sufri-
do el trabajador.

Esta responsabilidad no puede ser 
objeto de seguro alguno, es decir, el 

importe correspondiente al recargo de 
prestaciones no puede ser asegurado 
por el empresario mediante la suscrip-
ción de una póliza de seguro pública 
o privada. Es más, cualquier pacto o 
contrato que se realice para cubrirla, 
compensarla o transmitirla será califi-
cado de nulo de pleno derecho. 
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“Los jueces y tribunales del orden 
social han exigido tradicionalmente 
como requisito para la imposición de la 
indemnización de daños y perjuicios la 
apreciación en la conducta del empresario 
de al menos una falta de coordinación o 
del deber de vigilancia y supervisión”
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LAS FUNDACIONES EN EL CONTEXTO 
CONCURSAL. SOLUCIÓN 
E IMPERATIVO LEGAL 

 

María José Moragas Monteserín. Abogada. Socia Directora del Departamento 
Legal de Pich Abogados y Economistas, S.L.P. 

Al ponernos a pensar sobre las Fundaciones y otras entidades sin ánimo de lucro, nos surgen de inmediato 
dos reflexiones.

En primer lugar, la difícil situación económica actual que atraviesa el denominado “tercer sector social”, 
cuyo contorno es de compleja delimitación y alcanza a un gran número de entidades, no solo a Fundacio-
nes. Dado que la mayoría de estas entidades tienen una alta dependencia del sector público con relación 
a sus ingresos, han visto minorados estos de forma relevante debido a la situación económica de las arcas 
públicas. 

En segundo lugar, a nuestro entender, la poca transparencia, claridad, simplificación, etc…existente con 
relación a este tipo de entidades fruto de la normativa que las regula, estatal y autonómica. El Conse-
jo General de Economistas publicó, ya en enero de 2012, un Documento de Trabajo elaborado por su 
Departamento Técnico bajo el título “Reflexiones y Propuestas sobre la Información Financiera de las 
Fundaciones en España”, en el que analizó en profundidad este sector y puso de manifiesto, entre otros 
aspectos, el gran número de fundaciones existentes en nuestro país, así como las diferentes fuentes de 
ingreso de las que se nutren y la identificación por sectores de los beneficiarios de sus actividades no 
lucrativas. Atendiendo, pues, a los resultados del citado análisis, tanto por la importancia cuantitativa 
como cualitativa de las Fundaciones –y añadimos nosotros– y de otras entidades sin ánimo de lucro y al 
hecho de que son sujetos que disfrutan generalmente de ventajas fiscales y que, además, gran parte de sus 
ingresos proceden del sector público, nos sorprende que no estén sujetas a un mayor régimen de control, 
transparencia, claridad, simplificación, etc…y, sobre todo, de publicidad. Somos de la opinión de que 
sería altamente beneficioso el que dichas entidades estuvieran obligadas a depositar sus cuentas anuales 
y, en su caso, auditorías de cuentas en los Registros Mercantiles correspondientes al municipio en el que 
tuvieran fijado su domicilio social, con independencia de su depósito en otros Registros.

Tras destacar lo anterior, a continuación vamos a proceder a intentar dar unas pinceladas en torno a este 
tipo de entidades, haciendo especial mención a las Fundaciones, en contextos de insolvencia.
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La Ley Concursal y su 
presupuesto subjetivo ante 
las insolvencias

No es inusual, todavía, escuchar 
la pregunta de si las Fundacio-
nes y otras entidades sin ánimo 
de lucro pueden presentar con-
curso. La respuesta no es solo que 
pueden, sino que al igual que las so-
ciedades de capital están obligadas a 
ello en caso de hallarse incursas en 
insolvencia.

En este sentido, el artículo 1 de la 
Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, 
reformada por la Ley 38/2011, de 10 
de octubre, determina el presupuesto 
subjetivo del concurso. 

“1. La declaración de concurso pro-
cederá respecto de cualquier deudor, 
sea persona natural o jurídica.

2. El concurso de la herencia po-
drá declararse en tanto no haya sido 
aceptada pura y simplemente.

3. No podrán ser declaradas en con-
curso las entidades que integran la 
organización territorial del Estado, 
los organismos públicos y demás en-
tes de derecho público”.

El artículo 2 del mismo texto legal 
fija el presupuesto objetivo del con-
curso. Así, en su apartado 1 establece:

“La declaración de concurso proce-
derá en caso de insolvencia del deu-
dor común”.

Y el apartado 2 determina:

“Se encuentra en insolvencia el deu-
dor que no puede cumplir regular-
mente sus obligaciones exigibles”.

Posteriormente, el apartado 4 del 
mismo precepto legal, establece una 
serie de supuestos que presumen la 
concurrencia del estado de insolven-
cia.

Por otro lado, la Ley 50/2002, de 
26 de diciembre, de Fundaciones, 
de carácter estatal, en su artículo 
4.1 otorga personalidad jurídica a las 
Fundaciones desde la inscripción de 
la escritura pública de su constitu-
ción en el correspondiente Registro 
de Fundaciones y en su artículo 4.2 
establece que solo las entidades ins-
critas en el Registro de Fundaciones, 

podrán utilizar la denominación de 
“Fundación”.

La Ley 50/2002, de 26 de diciem-
bre, de Fundaciones, contiene pre-
ceptos reguladores de las fundaciones 
de competencia estatal junto a otros 
dirigidos a todas las fundaciones. Su 
disposición final primera, que enume-
ra los preceptos que son de aplicación 
a todas las fundaciones, sean estatales 
o autonómicas, incorpora el citado ar-
tículo 4.

Así pues, podemos afirmar que las 
Fundaciones ostentan personali-
dad jurídica desde la inscripción 
de la escritura de constitución en 
el Registro de Fundaciones y, en 
consecuencia, quedan dentro del 
presupuesto subjetivo que esta-
blece la Ley Concursal para ser 
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•	 Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal. (Legislación General. Margi-
nal: 24050). Arts.; 1, 2, 3, 5, 5 bis, 164, 172,172 bis.

•	 Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones. Arts.; 4, 17, 25.

•	 Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de 
Asociación. (Legislación General. Marginal: 12045). Art.5.

•	 Ley 7/2012, de 15 de junio, de modificación del libro tercero del Có-
digo civil de Cataluña, relativo a las personas jurídicas. (Legislación 
General. Marginal: 504978). Art. 332.
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declaradas en concurso, siempre 
que, además, concurra el presupuesto 
objetivo, esto es, su estado de insol-
vencia.

A la misma conclusión llegamos 
respecto de las asociaciones. La Ley 
Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, re-
guladora del Derecho de Asociación, 
otorga en su artículo 5 personalidad 
jurídica a las asociaciones por medio 
del otorgamiento del acta fundacio-
nal, sin perjuicio de la necesidad de 
su inscripción. Lo mismo, para fede-
raciones, confederaciones y uniones 
de asociaciones.

Al igual que la Ley de Fundaciones, 
esta Ley, estatal, por medio de su dis-
posición final primera, otorga rango de 
Ley Orgánica, entre otros, al artículo 
5; de modo que es indudable que las 
asociaciones, federaciones, con-
federaciones y uniones de asocia-
ciones, de hallarse en insolven-
cia, son objeto de ser declaradas 
en concurso y devienen sujetas al 
cumplimiento íntegro de la Ley 
Concursal.

En este punto, debemos señalar 
que en todas estas entidades, la per-
sonalidad jurídica se adquiere con la 
inscripción del acto fundacional, por 
lo que, es aconsejable para los fun-
dadores que se aseguren de la debida 
inscripción, por cuanto es con la ins-
cripción que tendrá lugar la separa-
ción entre el patrimonio de la entidad 
y el patrimonio de los asociados, sin 
perjuicio de la existencia de la respon-
sabilidad de aquéllos que, por acción 
u omisión, causen, a la entidad o a ter-
ceros, daños o perjuicios. 

Algunas referencias a 
especialidades de las 
Fundaciones y Asociaciones. 
Legitimación y plazo para 
presentar concurso. 
Mención a especialidades 
laborales concursales

Al hilo de lo manifestado en el 
apartado precedente, las Fundaciones 
y demás entidades sin ánimo de lucro, 
quedan sujetas, por tanto, a lo previs-
to en los artículos 5 y 5 Bis de la Ley 

Concursal respecto del deber de soli-
citar la declaración de concurso.

Se nos plantean dos cuestiones por 
las especialidades de estas entidades.

1.	Legitimación para presentar 
concurso. El artículo 3 de la Ley 
Concursal establece quien/es están 
legitimados para presentar concur-
so. Al hablar de personas jurídicas, 
señala al órgano de administra-
ción.

En las Fundaciones, el órgano 
legitimado para presentar el 
concurso lo constituye el Pa-
tronato. Este ostenta la represen-
tación y gestión de la Fundación, 
sin perjuicio de que si los Estatutos 
Sociales no lo prohíben pueda de-
legar facultades en uno o más de 
sus miembros, hay actos que no 
son delegables como la aprobación 
de las cuentas anuales y la elabora-
ción del Plan de Actuación, la mo-
dificación de estatutos, la fusión y 
la liquidación de la fundación y, a 
nuestro juicio, la presentación del 
concurso de acreedores.

La decisión la acordará el Patrona-
to y el acuerdo se tomará por las 
mayorías que la Ley y, en su caso, 
los estatutos establezcan. También 
puede el Patronato acordar otor-
gar poderes generales y especiales, 
entendemos, por tanto, que tam-
bién podría acordar este órgano el 
otorgar poder con facultad bastan-
te para presentar el concurso de 
acreedores, si bien, la decisión le 
corresponde a aquél. Ahora bien, 
consideramos que en cuanto los 
apoderados generales pueden ser 
objeto de ser calificadas perso-
nas afectadas por la calificación 
de culpabilidad del concurso de 
acreedores, de conocer el estado 
de insolvencia deberán comunicar 
de inmediato la situación al Patro-
nato y ejercitar todas las acciones 
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•	 Sentencia de la Audiencia Provincial de Murcia de fecha 18 de julio 
de 2013, núm. 467/2013, Nº Rec. 333/2013, (Marginal: 2439885).

 
“Las asociaciones, federaciones, 
confederaciones y uniones de 
asociaciones de hallarse en insolvencia, 
son objeto de ser declaradas en concurso 
y devienen sujetas al cumplimiento 
íntegro de la Ley Concursal”
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que estén en su mano al objeto de 
limitar su responsabilidad.

En lo que a asociaciones se refie-
re, el órgano de representación lo 
constituye el órgano de gobierno 
que estará compuesto por un nú-
mero determinado de miembros de 
la asociación que se fijará en los Es-
tatutos y que serán nombrados por 
la Asamblea General. En relación a 
apoderados generales, remitirnos a 
lo dicho en el párrafo anterior.

También podrán presentar el 
concurso socios, miembros o 
integrantes de personas jurí-
dicas que pudieran resultar 
responsables personalmente, 
conforme a la legislación vigente, 
de deudas de aquella.

2.	Plazo para presentar concurso. 
Ya hemos dicho que estas entida-
des se sujetan a la Ley Concursal 
por lo que debemos remitirnos a lo 
dispuesto en el art. 5 y 5 bis de la 
Ley Concursal.

El art. 25 de la Ley 50/2002, de 
26 de diciembre, de Fundaciones 
establece que estas deberán llevar 
una contabilidad ordenada y ade-
cuada a su actividad, que permita 
un seguimiento cronológico de las 
operaciones realizadas. Para ello, 
llevarán necesariamente un Libro 
Diario y un Libro de Inventarios 
y Cuentas Anuales. Las cuentas 
anuales deberán ser aprobadas 
en el plazo máximo de seis meses 
desde el cierre del ejercicio por el 
Patronato de la Fundación. El Pa-
tronato también tiene la obligación 
de formular dentro de los últimos 
tres meses del ejercicio un Plan de 
Actuación. Así en tanto que existe 
la obligación de llevar una conta-
bilidad ordenada y adecuada a su 
actividad y que el Patronato debe 
velar por el buen funcionamiento 
y por el cumplimiento de la lega-

lidad vigente, entendemos que en 
cuanto a plazo de presentación 
del concurso no existe razón algu-
na que nos conduzca a establecer 
ninguna diferencia respecto de las 
sociedades mercantiles. Lo mismo 
podemos afirmar respecto de las 
asociaciones. A nuestro juicio, la 
obligación de presentar concurso 
en el plazo establecido por la Ley 
Concursal es inherente al hablar 
de personas jurídicas obligadas a 
llevar la contabilidad.

3.	Especialidades Laborales. Nada 
encontramos en la legislación esta-
tal ni autonómica en relación a este 
tema que nos lleve a concluir que 
estamos ante entidades a quienes 
les afecte alguna particularidad o 
especialidad. Deberemos pues re-
mitirnos a la ley concursal y a la 
legislación laboral vigente.

La pieza de calificación: 
patronos y directivos. 
Otras responsabilidades. 
Especialidades Ley 
de Fundaciones y 
Protectorado. Algunas 
especialidades de 
la legislación en la 
comunidad autónoma de 
Cataluña

Es relevante que las personas físi-
cas o jurídicas que hayan sido o que 
vayan a ser nombradas patronos de 
fundaciones sean muy conscientes de 
las responsabilidades que les puede 
acarrear dichos nombramientos. No 
es difícil encontrarnos, actualmente, 
con fundaciones cuyos patronatos 
están integrados, entre otros, por car-
gos institucionales, administraciones 
públicas, organizaciones empresaria-
les, cargos políticos, sindicatos, etc… 
En ocasiones, las personas designa-
das ocupan cargos “representativos”, 
sin conocer la real y efectiva gestión 
diaria de la Fundación que, muchas 

veces, está delegada en Juntas Di-
rectivas, Gerentes, Directivos, etc…
limitándose los patronos a acudir a la 
reunión del Patronato y a aprobar la 
documentación que se les presenta. 
No es necesario a estas alturas recor-
dar que el desconocimiento no exone-
ra de responsabilidad, pudiendo ser 
castigados por omisión de la debida 
diligencia en ejercicio del cargo que 
se ocupa.

Como es sabido, La Ley Concursal 
en su art. 164 y siguientes, establece 
las causas de calificación de culpabi-
lidad del concurso, para en el art. 172 
LC fijar el contenido de la Sentencia 
de calificación y, finalmente, en el art. 
172 bis, regular la responsabilidad 
concursal.

Así, los patronos actuales y 
aquellos que lo hayan sido dentro 
de los dos años anteriores a la de-
claración del concurso, como ór-
gano de administración, podrán 
ser declarados personas afectadas 
por la calificación del concurso, 
pudiendo ser inhabilitados para 
administrar bienes ajenos por un 
período de dos a quince años, así 
como para representar a cual-
quier persona durante el mismo 
período. Asimismo, podrá declararse 
por el Juez del concurso la pérdida de 
cualquier derecho que tuviesen en el 
concurso, la condena a devolver lo 
que hubieran obtenido indebidamen-
te del patrimonio del deudor o hu-
biesen recibido de la masa activa, así 
como a indemnizar los daños y perjui-
cios causados. El Juez también podrá 
condenar a todos o a algunos de los 
patronos a la cobertura total o parcial 
del déficit. En caso de ser varios los 
condenados la Sentencia tendrá que 
individualizar la cantidad a satisfacer 
por cada uno, de acuerdo con la par-
ticipación en los hechos que hubieran 
determinado la calificación del con-
curso. Lo mismo podemos decir res-
pecto de los apoderados generales.
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En este sentido, es claro que 
existen causas sobre las que el 
Juez podrá individualizar la can-
tidad a satisfacer por cada patro-
no, pensemos por ejemplo en que 
alguno/s patronos hayan realizado 
alguna salida fraudulenta de bienes 
o alzado bienes, sin embargo, hay 
otras causas como el deber de llevar 
la contabilidad de forma compresible 
y al día, formular y aprobar cuentas 
anuales y depositarlas en el Registro 
de Fundaciones y el deber de presen-
tar concurso en plazo que, de causar 
o agravar el estado de insolvencia 
de la fundación, difícilmente, podrá 
atribuirse el perjuicio generado por 
este incumplimiento a unos patronos 
y no a otros, dado que por el mero he-
cho de ser patronos les incumbe tal 
obligación. Serán, por tanto en caso 
de incumplimiento, responsables por 
omisión de sus obligaciones, del per-
juicio ocasionado.

Pero, al margen de la respon-
sabilidad concursal, existen, ade-
más, otras potenciales responsabi-
lidades que no son incompatibles 
con aquella.

En este orden de cosas, el art. 17 
de la Ley 50/2002, de 26 de diciem-
bre, de Fundaciones establece que 
los patronos deberán desempeñar 
el cargo con la diligencia de un 
representante leal y responderán 
solidariamente frente a la fundación 
de los daños y perjuicios que causen 
por actos contrarios a la Ley o a los 
Estatutos, o por los realizados sin la 
diligencia con la que deben desem-
peñar el cargo. Quedarán exentos 
de responsabilidad quienes hayan 

votado en contra del acuerdo, y 
quienes prueben que, no habiendo in-
tervenido en su adopción y ejecución, 
desconocían su existencia o, cono-
ciéndola, hicieron todo lo convenien-
te para evitar el daño o, al menos, se 
opusieron expresamente a aquél.

La acción de responsabilidad 
se entablará, ante la autoridad judi-
cial y en nombre de la fundación por:

–– El propio órgano de gobierno de la 
fundación, previo acuerdo motiva-
do del mismo, en cuya adopción no 
participará el patrono afectado.

–– Por el Protectorado, quien podrá 
tanto ejercitar la acción de respon-
sabilidad como cesar a patronos.

–– Por los patronos disidentes o au-
sentes, así como por el fundador 
cuando no fuere patrono.

Ya hemos señalado que ser patrono 
no es tarea fácil y mucho menos en 
la actualidad. No queremos finalizar 
este apartado sin hacer mención a una 
serie de obligaciones, cuya omisión, 
puede ser también objeto potencial-
mente de problemas de responsabili-
dad para los patronos. 

Según la Ley 50/2002, de 26 de di-
ciembre, de Fundaciones, para ena-
jenar o gravar bienes y derechos 
que formen parte de la dotación, o 
estén vinculados al cumplimiento 
de fines fundacionales, requerirán 
autorización previa del Protecto-
rado, que concederá si existe jus-
ta causa. No requerirán autorización 
previa la enajenación o gravamen de 

bienes inmuebles, establecimientos 
mercantiles o industriales, bienes de 
interés cultural, así como aquellos 
cuyo importe, con independencia de 
su objeto, sea superior al 20 por 100 
del activo de la fundación que resulte 
del último balance aprobado; no obs-
tante, deben de ser comunicados por 
el Patronato al protectorado en el plazo 
máximo de treinta días hábiles siguien-
tes a su realización.

Los patronos podrán contratar con 
la Fundación, ya sea en nombre pro-
pio o de un tercero, previa Autoriza-
ción del Protectorado que se extende-
rá en el supuesto de personas físicas 
que actúen como representantes de 
los Patronos.

Los patronos ejercerán su 
cargo gratuitamente sin perjuicio 
del derecho a ser reembolsados los 
gastos debidamente justificados que 
el cargo les ocasione en el ejercicio 
de su función. No obstante, y salvo 
que el fundador hubiese dispuesto 
lo contrario, el Patronato podrá fijar 
una retribución adecuada a aquellos 
patronos que presten a la fundación 
servicios distintos de los que implica 
el desempeño de las funciones que 
les corresponden como miembros 
del Patronato, previa autorización del 
Protectorado.

Todos estos requisitos, de no ser 
cumplidos, pueden generar responsa-
bilidad en los patronos.

No olvidemos, que respecto a es-
tas entidades deberemos remitirnos, 
a la legislación estatal o autonómica 
que corresponda, al igual que con las 
asociaciones.

Especialidades Comunidad 
Autónoma de Cataluña.

La legislación de referencia en 
Cataluña es la Ley 4/2008, de 24 de 
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“En las Fundaciones, el órgano legitimado 
para presentar el concurso lo constituye el 
Patronato”
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abril, del libro tercero del Código Ci-
vil de Cataluña, relativo a las perso-
nas jurídicas, modificada por la Ley 
7/2012, de 15 de junio, de modifica-
ción del libro tercero del Código Civil 
de Cataluña, relativo a las personas 
jurídicas.

A continuación, destacamos una 
serie de artículos de esta Ley que con-
sideramos relevantes en relación a las 
fundaciones:

El art. 332.2 establece respecto de 
la Dirección de la gestión ordinaria

1. El patronato, de acuerdo con lo 
que eventualmente dispongan los 
estatutos, puede designar a una o 
más personas para ejercer funciones 
de dirección de la gestión ordinaria 
de la fundación. Si estas funciones 
son encomendadas a algún patrono, 
es preciso hacerlo de acuerdo con el 
artículo 332-10.

2. Se aplican a las personas con 
funciones de dirección los artículos 
332-3.2 y 332-9 en lo que concierne 
a su capacidad, a las causas de inha-
bilitación y a la actuación en caso de 
conflicto de intereses.

El art. 332.10 establece la gratui-
dad de los cargos

1. Los patronos ejercen sus cargos 
gratuitamente, si bien tienen dere-
cho al anticipo y reembolso de los 
gastos debidamente justificados y 
a la indemnización por los daños 
producidos por razón de este ejer-
cicio.

2. Los patronos pueden establecer 
una relación laboral o profesional 
retribuida con la fundación siempre 
y cuando se articule mediante un 
contrato que determine claramente 
las tareas laborales o profesionales 
que se retribuyen. En todo caso, estas 
tareas laborales o profesionales retri-

buidas deben ser diferentes de las ta-
reas y funciones que son propias del 
cargo de patrono.

3. El patronato, antes de la formali-
zación del contrato del patrono con 
la fundación, debe presentar al pro-
tectorado la declaración responsable 
de acuerdo con lo establecido por el 
artículo 332-9. Si el importe de los 
contratos formalizados con un patro-
no es superior a 100.000 euros anua-
les o al 10% de los ingresos devenga-
dos en el último ejercicio económico 
cerrado y aprobado por el patronato, 
debe acompañarse la declaración 
responsable con un informe valida-
do por técnicos independientes que 
justifique que la contratación es be-
neficiosa para la fundación y respon-
de a criterios del mercado laboral o 
profesional. También se requiere di-
cho informe si el coste anual de los 
contratos formalizados con patronos, 
más el coste del nuevo contrato que 
se pretende formalizar, es superior a 
dicho 10%.

4. El número de patronos con re-
lación laboral o profesional con la 
fundación debe ser inferior al núme-
ro de patronos previsto para que el 
patronato se considere válidamente 
constituido.

Por su parte, el art. Artículo 332-
9 regula el Conflicto de intereses y la 
auto-contratación

1. Los patronos y las personas que se 
equiparan a ellos, de acuerdo con el 
artículo 312-9.3, solo pueden reali-
zar operaciones con la fundación si 
queda suficientemente acreditada 
su necesidad y la prevalencia de los 
intereses de la fundación sobre los 
particulares del patrono o persona 
equiparada. Antes de llevar a cabo la 
operación, el patronato debe adoptar 
una declaración responsable y debe 
presentarla al protectorado junto 
con la pertinente documentación 

justificativa, de acuerdo con lo dis-
puesto por el artículo 332-13.

2. La declaración responsable a que 
se refiere el apartado 1 debe respetar 
lo dispuesto por los artículos 312-9 
y 332-13.

Artículo 332-13 regula la Declara-
ción responsable

1. La adopción de declaraciones res-
ponsables por el patronato debe ser 
acordada con el voto favorable de dos 
tercios del número total de patronos, 
sin computar los que no puedan vo-
tar por razón de conflicto de intere-
ses con la fundación. En el acta de 
la reunión y en los certificados que 
dejen constancia de estos acuerdos 
debe hacerse constar el sentido del 
voto de los patronos. Las declaracio-
nes responsables deben formularse de 
acuerdo con un modelo normalizado 
y acreditarse mediante un certificado 
firmado por el secretario con el visto 
bueno del presidente.

2. Previamente a la adopción del 
acuerdo sobre la declaración respon-
sable, los patronos deben disponer de 
los informes exigidos por la ley y del 
resto de información relevante. Los 
modelos normalizados de las decla-
raciones responsables del patronato, 
firmados por todos los patronos que 
las han adoptado, deben presentarse 
al protectorado, junto con una copia 
de los informes que procedan, antes 
de ejecutar el acto u otorgar el con-
trato que es objeto de la declaración 
responsable. También deben adjun-
tarse a la declaración responsable 
las objeciones a la contratación que 
haya formulado cualquiera de los 
miembros del patronato competente 
en la propia acta o en un escrito se-
parado. La presentación de la decla-
ración responsable ante el protecto-
rado debe tener lugar en el plazo de 
un mes a contar de la fecha en que el 
patronato la haya acordado.
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3. La realización del acto o contrato 
objeto de la declaración responsable 
debe acreditarse ante el protectora-
do, con la presentación del docu-
mento que lo formalice, en el plazo 
de dos meses a contar desde la fecha 
en que se ha presentado la declara-
ción responsable al protectorado. Si 
el acto o contrato se formaliza me-
diante escritura pública, debe proto-
colizarse la declaración responsable.

4. La información sobre las decla-
raciones responsables y sobre la per-
fección de los actos o contratos que 
son objeto de estas debe formar parte 
del contenido mínimo de la memoria 
de las cuentas anuales, junto con el 
resto de información a que hace refe-
rencia el artículo 333-8.e.

5. El protectorado debe poner a dis-
posición de las fundaciones los mo-
delos normalizados de declaración 
responsable.

6. La inexactitud, falsedad u omi-
sión, de carácter esencial, en 
cualquier manifestación, dato o 
documento que conste en una decla-
ración responsable o que la acompa-
ñe suponen, previa audiencia del pa-
tronato, la denegación de la facultad 
de otorgar el acto o contrato y, si este 
ya ha sido otorgado, se aplica lo que 
el artículo 312-10 establece sobre la 
ineficacia de acuerdos, decisiones y 
actos y pueden iniciarse las actuacio-
nes que correspondan para exigir las 
responsabilidades establecidas por la 

legislación. Los patronos que hagan 
constar en acta su voto contrario 
quedan exentos de la responsabili-
dad que pueda derivarse.

Por último, queremos citar el artí-
culo 332-11 sobre la Responsabilidad

1. Los patronos responden de los daños 
que causen a la fundación por incum-
plimiento de la ley o de los estatutos o 
por actos u omisiones negligentes en el 
ejercicio de sus funciones.

2. La acción de responsabilidad con-
tra los patronos puede ser ejercida 
por:

-- La fundación, por medio de un 
acuerdo del patronato en cuya 
adopción no debe participar la 
persona afectada.

-- El protectorado.
-- Cualquiera de los patronos disi-

dentes o que no han intervenido 
en la adopción o ejecución del 
acuerdo o acto determinante de 
responsabilidad, de acuerdo con 
lo establecido por los apartados 
5 y 6.

-- Los fundadores.
-- Los administradores concursales, 

de acuerdo con la ley.

3. La verificación por el protecto-
rado de la adecuación formal de las 
cuentas a la normativa no impide el 
ejercicio de la acción de responsa-
bilidad, si es procedente de acuerdo 
con la ley.

4. La acción de responsabilidad en 
interés de la fundación prescribe a 
los tres años de la fecha en que los 
responsables cesan en el cargo.

5. La acción de responsabilidad por 
daños a la fundación es indepen-
diente de la que corresponda a cual-
quier persona por actos u omisiones 
de los patronos que hayan lesionado 
sus derechos e intereses. Esta acción 
prescribe a los tres años, contados de 
acuerdo con lo establecido por el ar-
tículo 121-23.

6. Si la responsabilidad a que se 
refieren los apartados 1 a 5 no pue-
de imputarse a una o más personas 
determinadas, responden todos los 
miembros del órgano, excepto los si-
guientes:

-- Los que se han opuesto al acuer-
do y no han intervenido en su 
ejecución.

-- Los que no han intervenido en 
la adopción ni en la ejecución 
del acuerdo, siempre que hayan 
hecho todo lo que era posible 
para evitar el daño o al menos 
se hayan opuesto formalmente al 
saberlo.

7. La responsabilidad, si es imputa-
ble a varias personas, tiene carácter 
solidario.

8. En el ejercicio de la acción de 
responsabilidad, puede solicitarse a 
la autoridad judicial que acuerde la 
suspensión cautelar de los patronos 
demandados, de acuerdo con la le-
gislación procesal.

El tercer sector Social

Como hemos señalado al inicio de 
este escrito, son muchas las voces y 
medios de comunicación que última-
mente no cesan en hacer referencia al 
grave problema en que se encuentra 

derecho
mercantil

 
“Los patronos pueden establecer una 
relación laboral o profesional retribuida 
con la fundación siempre y cuando 
se articule mediante un contrato que 
determine claramente las tareas laborales 
o profesionales que se retribuyen”
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el denominado tercer sector social. 
Problema que, además, incide en toda 
la sociedad, dado que, por lo general, 
este tipo de entidades presta servicios 
sociales donde el Estado no alcanza.

Este tipo de entidades no lucrativas 
y con fines sociales ha visto reducidos 
gravemente sus ingresos, la mayoría 
de ellos provenientes del sector públi-
co y, además, se enfrenta a tensiones 
de tesorería por el impago y/o demora 
de deudas vencidas, liquidas y exigi-
bles de los créditos que ostentan fren-
te a las administraciones públicas. El 
sector, además, no espera mejoría. 

Según un estudio elaborado por el 
Instituto de Innovación Social de Esa-
de, la Fundación La Caixa y la Fun-
dacion PwC, la disminución de los 
ingresos económicos de ONGs y otras 
entidades del tercer sector puede lle-
gar hasta un 33% en 2016 respecto al 
ejercicio 2011.

Por su parte, La Confederación, 
patronal del Tercer Sector Social de 
Cataluña, habla de aproximadamente 
640 millones de euros de deudas por 
impagos de convenios y subvenciones 
de las Administraciones Públicas.

En este orden de cosas, el futuro 
del sector, obviamente, debe de pasar 
por encontrar nuevas vías de financia-
ción y quizás, por fusiones de muchas 
de estas entidades. Las perspectivas 
no auguran el mantenimiento de la 
situación actual.

No obstante, y sin perjuicio de 
que el tercer sector social acabe co-
brando los importes que se les adeu-
dan, lo que es indiscutible es que las 
obligaciones legales en situaciones 
de insolvencia por tensiones de teso-
rería fijadas por la Ley Concursal, su 
calendario y las consecuencias que el 
incumplimiento de la Ley puede aca-
rrear, coloca en potenciales situacio-
nes de responsabilidad a los órganos 
de administración de este tipo de en-
tidades.

Conclusiones

Corren tiempos difíciles para todos 
y, por ende, también para las funda-
ciones, asociaciones y todo tipo de 
entidades sin fines lucrativos. 

El problema económico tiene di-
fícil solución, al menos, a corto pla-

zo. Por el contrario, como no puede 
ser de otra forma, las obligaciones 
de los órganos de gobierno deben de 
ser cumplidas en tiempo y forma; por 
ello es más que aconsejable, que las 
personas que ocupan cargos en este 
tipo de entidades y que pueden in-
currir en responsabilidades por el 
ejercicio de su cargo, pongan exceso 
de celo y mimo en sus deberes y ejer-
cicio de su cargo. No nos servirá de 
nada decir, yo no sabía. Mucho cui-
dado con ocupar cargos de empresas, 
fundaciones, asociaciones y cual-
quier otra actividad empresarial que, 
realmente, no controlamos y con no 
tomar decisiones. 

No podemos finalizar este escrito 
sin referirnos, por último, a las obli-
gaciones que la legislación atri-
buye también a los Protectorados 
y otros órganos administrativos 
que, por ley, vienen obligados a velar 
y a controlar a Fundaciones y otro 
tipo de entidades sin ánimo de lucro. 
Como hemos dicho, la mayoría de sus 
ingresos provienen del sector público 
y gozan, además, de beneficios fisca-
les. Es necesario, y más en estos tiem-
pos, exigir un plus de control, transpa-
rencia y publicidad. 
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Qué se debe hacer para 
aplicar la Ley de Cookies 
a la web de nuestro 
despacho

María González Moreno. Abogada de Information Technology 
de ECIJA.

La regulación sobre el uso de Cookies integrada en el art. 22 de la Ley de Servicios de la Sociedad de 
la Información, deriva de la trasposición de la normativa comunitaria y cuenta al fin con una Guía de 
Uso de Cookies, elaborada por la Agencia Española de Protección de Datos con la colaboración de la 
industria.

La regulación vigente en materia de cookies 
se recoge en el artículo 22.2 de la LSSI (Ley 
34/2002, de Servicios de la Sociedad de la Información 
y el Comercio Electrónico), y deriva de la trasposición 

de la regulación comunitaria en la materia (Directi-
va Europea 2009/136/CE del Parlamento Europeo y 
del Consejo de 25 de noviembre del 2009), y establece 
que:
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habilidades de la abogacía

“2. Los prestadores de servicios podrán utilizar dispositivos 
de almacenamiento y recuperación de datos en equipos termi-
nales de los destinatarios, a condición de que los mismos hayan 
dado su consentimiento después de que se les haya facili-
tado información clara y completa sobre su utilización, 
en particular, sobre los fines del tratamiento de los datos, 
con arreglo a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 
de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

Cuando sea técnicamente posible y eficaz, el consentimien-
to del destinatario para aceptar el tratamiento de los datos po-
drá facilitarse mediante el uso de los parámetros adecua-
dos del navegador o de otras aplicaciones, siempre que 
aquél deba proceder a su configuración durante su instalación 
o actualización mediante una acción expresa a tal efecto.

Lo anterior no impedirá el posible almacenamiento o ac-
ceso de índole técnica al solo fin de efectuar la transmisión 
de una comunicación por una red de comunicacio-
nes electrónicas o, en la medida que resulte estrictamen-
te necesario, para la prestación de un servicio de la 
sociedad de la información expresamente solicitado 
por el destinatario”.

Para concretar las obligaciones legales que se derivan 
del citado artículo en las páginas web de los despachos de 
abogados, hemos de concretar algunos aspectos importan-
tes como; a que cookies aplica la normativa, cómo deter-
minar que cookies tiene implantadas nuestra web, analizar 
en función del tipo de cookies las acciones a adoptar por 
parte del despacho para el cumplimiento de las principales 
obligaciones: información y consentimiento.

¿Qué son las cookies? 

Se trata de ficheros o dispositivos informáticos 
que se descargan en el equipo terminal del usuario 
con la finalidad de almacenar datos que podrán ser 
actualizados y recuperados por la entidad responsa-
ble de su instalación. 

Existen distintos tipos de cookies en función de su 
finalidad:

–– Técnicas: Aquellas que permiten al usuario la navega-
ción por el sitio web (cookies de control de tráfico, de 
sesión, etc.)

–– De personalización: permiten al usuario personalizar 
determinadas características del sitio web (idioma, na-
vegador, configuración regional, etc), y que estas carac-
terísticas sean recordadas en accesos posteriores.

–– De análisis: permiten al responsable de las mismas el 
seguimiento y análisis del comportamiento de los usua-
rios en los sitios web donde están vinculadas.

–– Publicitarias: aquellas que permiten la gestión de los es-
pacios publicitarios.

–– De publicidad comportamental: aquellas que almace-
nan información sobre el comportamiento de los usua-
rios y sus hábitos de navegación, y permiten al editor 
una gestión más eficaz de los espacios publicitarios, de-
sarrollando un perfil específico del usuario para mostrar 
publicidad en función del mismo. 

 
“Las cookies son ficheros o 
dispositivos informáticos que se 
descargan en el equipo terminal 
del usuario con la finalidad de 
almacenar datos que podrán ser 
actualizados y recuperados por 
la entidad responsable de su 
instalación”
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¿Las obligaciones establecidas se aplican 
a todas las cookies?

No, atendiendo a lo dispuesto en el artículo 22 de la LSSI, 
quedarían excluidas de la aplicación de la normativa 
las cookies utilizadas con las siguientes finalidades:

–– Permitir únicamente la comunicación entre el equipo 
del usuario y la red.

–– Estrictamente prestar un servicio expresamente solicita-
do por el usuario.

En este sentido, el Grupo de Trabajo del Artículo 29, 
en su Dictamen 4/2012 ha interpretado que las cookies 
exceptuadas serían aquellas que tienen por finalidad:

–– Cookies “de entrada de usuario”.

–– Cookies de autenticación o identificación de usuario 
(únicamente de sesión).

–– Cookies de seguridad del usuario.

–– Cookies de sesión de reproductor multimedia.

–– Cookies de sesión para equilibrar la carga.

–– Cookies de personalización de la interfaz de usuario.

–– Cookies de complemento (plug-in) para intercambiar 
contenidos sociales.

¿Cómo determinamos qué cookies utiliza 
nuestra web? La Auditoría de cookies

La auditoría de cookies tiene por finalidad detectar, 
identificar y analizar las cookies que cada sitio web tiene 
implantadas.

La auditoría se realizará a través de diferentes herra-
mientas existentes en el mercado, la información que nos 
proporcionan los propios navegadores, así como a través de 
la información obtenida de los departamentos de marke-
ting y desarrollo web.

El objetivo principal de la auditoría es elaborar un in-
ventario de cookies del sitio web, que nos permitirá llevar 
a cabo el filtrado de cookies en base a los requisitos esta-
blecidos por la normativa (técnicas, de personalización, de 

análisis, publicitarias, de publicidad comportamental…) y 
determinar que cookies se encuentran excepcionadas del 
cumplimiento de las obligaciones legales establecidas.

¿Cuáles son las obligaciones a cumplir en 
el uso de cookies? 

1.	Información: Hay que facilitar al usuario infor-
mación clara y completa acerca de los datos que 
van a ser almacenados en las cookies y van a ser 
objeto de tratamiento, así como de los fines de di-
cho tratamiento de conformidad con la normativa 
sobre protección de datos de carácter personal.

La Guía sobre el uso de las cookies (elaborada por la 
Agencia Española de Protección de Datos –AEPD–, 
junto a la Asociación Española de Economía Digital –
Adigital–, la Asociación para la Autorregulación de la 
Comunicación Comercial (Autocontrol), la Interactive 
Advertising Bureau –IAB–, y con la colaboración de la 
Asociación Española de Anunciantes –Anunciantes– 
publicada el pasado 29 de abril) recomienda que la in-
formación a facilitar debe ser clara y comprensible en 
función del tipo de usuario y sus conocimientos 
específicos (habría que partir de un conocimiento re-
ducido). 

Dicha información debe estar accesible y visible para el 
usuario, sin que ello perjudique al diseño y funcionali-
dad de la página, pudiendo la misma facilitarse por:

-- Barra de encabezamiento o pie de página.

-- En el momento del alta del usuario o al activar un 
nuevo servicio.

-- Información por capas. En este caso, se facilitará 
la información esencial en una primera capa (por 
ejemplo, barra de encabezamiento), completando la 
misma en una segunda capa (por ejemplo a través de 
un enlace a una política de cookies más extensa) que 
ofrezca una información adicional y más completa 
de todas las cookies disponibles en el sitio web.

2.	Consentimiento: El usuario ha de otorgar su consen-
timiento a la utilización de las cookies, al igual que la 
normativa sobre protección de datos personales lo exige 
para cualquier otra clase de tratamiento.

¿Cómo podemos obtener dicho consentimiento? 
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El consentimiento exigido podrá obtenerse mediante for-
mulas expresas; “consiento”, “acepto” seguido de una 
casilla a marcar por el usuario, o bien a través de una 
determinada acción realizada por el usuario; confi-
guración del navegador (en el caso de que el navegador 
utilizado permita la configuración previa y expresa del usua-
rio), continuar navegando por la página (en el caso de 
que así se haya informado al usuario de forma clara y visible).

En cualquier caso, ha de obtenerse de forma previa a la 
instalación de las cookies por parte de la página, según el 
criterio que parece que está siguiendo la Agencia Espa-
ñola de Protección de Datos tras la apertura del primer 
procedimiento sancionador en materia de cookies.

Además, para que el consentimiento obtenido sea 
válido es necesario que sea informado, es decir, 
que el responsable del sitio haya facilitado toda la 
información exigida en los términos comentados 
anteriormente. 

Entre los mecanismos propuestos en la Guía para la ob-
tención del consentimiento cabe mencionar los siguientes:

-- Aceptación de los “Términos y condiciones de uso 
de la web o sitio”, “Política de privacidad” o “Política 
de cookies”.

-- Durante el proceso de configuración del funciona-
miento de la página web o aplicación.

-- En el momento en que se solicite una nueva función 
de la web o la aplicación.

-- Con anterioridad a la descarga de un nuevo servicio 
o aplicación.

-- A través del formato de la información por capas, y 
su aceptación.

-- Configuración del navegador. En este caso, la Agen-
cia Española de Protección de Datos ha comenta-
do que se requiere del desarrollo tecnológico de los 
navegadores para permitir esta configuración espe-
cifica de las cookies vía navegador, requiriéndose en 
todo caso una conducta activa del usuario, no siendo 
válido un consentimiento obtenido por la configura-
ción por defecto del navegador.

Por tanto, siguiendo los criterios expuestos los despa-
chos no deberán instalar las cookies sin contar con un 

consentimiento previo e informado del usuario, siempre y 
cuando no se trate de aquellas que se encuentran excep-
tuadas dada su finalidad y tipología, es decir, aquellas que; 
permiten únicamente la comunicación entre el equipo del 
usuario y la red o son utilizadas estrictamente para prestar 
un servicio expresamente solicitado por el usuario.

La elaboración de la Política de Cookies

Identificadas y filtradas las cookies existentes en el sitio 
web o plataforma, se llevará a cabo la elaboración de la po-
lítica de cookies, a través de la cual se cumplirá el requisito 
de información exigido por la normativa aplicable, y que 
conllevará igualmente el cumplimiento de la obligación de 
obtención del consentimiento del usuario.

La estructura de la política de cookies será la si-
guiente:

–– Información genérica acerca de la utilización de cookies 
por el sitio web.

–– Información acerca de qué son las cookies.

–– Tipos de cookies.

habilidades de la abogacía

legislación

www.bdifusion.es

•	 Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la so-
ciedad de la información y de comercio electrónico. 
(Legislación General. Marginal: 12204). Art.22.

•	 Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de Carácter Personal. (Le-
gislación General. Marginal: 8).

•	 Directiva Europea 2009/136/CE del Parlamen-
to Europeo y del Consejo de 25 de noviembre 
del 2009 por la que se modifican la Directiva 
2002/22/CE relativa al servicio universal y los 
derechos de los usuarios en relación con las 
redes y los servicios de comunicaciones elec-
trónicas, la Directiva 2002/58/CE relativa al 
tratamiento de los datos personales y a la protec-
ción de la intimidad en el sector  de las comu-
nicaciones electrónicas y el Reglamento (CE) no 
2006/2004 sobre la cooperación en materia  de 
protección de los consumidores.
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–– Uso de cookies por parte del sitio:

-- Cookies propias (identificación de la cookie, finali-
dad, etc).

-- Cookies de terceros (identificación de la cookie, fi-
nalidad, etc).

–– Información sobre la configuración para evitar o permi-
tir cookies.

La polémica y la regulación que viene

–– La polémica por el criterio a seguir en materia de 
consentimiento

Sin duda, la regulación de cookies aplicable y el criterio 
que parece que sigue la Agencia Española de Protección 
de Datos, son y van a ser polémicos, en tanto que en 
la práctica casi la totalidad de las webs y plataformas 
electrónicas utilizan e instalan cookies de forma previa 
a contar con el consentimiento de los usuarios, lo que 
obligará a las mismas a llevar a cabo modificaciones im-

portantes que supondrán un impacto, posiblemente ne-
gativo, en las cifras de negocio.

Por otro lado, en otros estados de la Unión Europea con si-
milar normativa, las autoridades de control tienen criterios 
menos rígidos en relación con la obtención del consenti-
miento con carácter previo a la instalación de las cookies. 

Así por ejemplo el ICO (Information Comissioner´s Offi-
ce del Reino Unido), reconoce que la mayoría de los sitios 
web instalan las cookies tan pronto como el usuario visita el 
site, lo que dificulta la obtención del citado consentimiento 
previo, y en su Guía para el uso de cookies establece que 
siempre que sea posible, deberá retrasarse la instalación de 
cookies hasta que el usuario haya dado su consentimiento 
o haya realizado su elección en cuanto a la instalación o no 
de dichas cookies. Cuando no sea posible retrasar la insta-
lación de las cookies, los sitios web deberán ser capaces de 
demostrar que están haciendo todo lo posible para reducir 
el tiempo en el que se pone a disposición de los usuarios la 
información sobre cookies y se le ofrecen opciones al respec-
to, debiendo en este sentido facilitar una información clara 
y comprensible y que la misma este fácilmente disponible. 

Por tanto, habrá que estar muy pendiente de la resolu-
ción del expediente sancionador que se encuentra en la 
actualidad abierto por la Agencia Española de Protección 
de Datos, así como de otros casos que puedan definir aún 
más los requisitos a cumplir, y los criterios seguidos por los 
organismos de control, tanto a nivel nacional como comu-
nitario, de cara a la determinación de un criterio común en 
materia de regulación de las cookies, sin olvidar el análisis 
del impacto que el cumplimiento de estos requisitos puede 
tener sobre las empresas de la economía digital.

–– La regulación que viene; El Proyecto de Ley Ge-
neral de Telecomunicaciones.

La reforma de la Ley General de Telecomunicaciones 
que se encuentra en proyecto elimina la condición para 
que el consentimiento expresado mediante la configura-
ción de los navegadores o dispositivos equivalentes sea 
válido a los efectos del artículo 22.2, consistente en que 
el navegador o u otra aplicación pueda configurarse du-
rante su instalación o actualización que requiera, para 
ello, una acción expresa por parte del usuario.

La eliminación propuesta esta vinculada con la inaplicabili-
dad de la vigente redacción en los “smartphones”, cuyo nave-
gador está preinstalado, pudiendo condicionar esta mención 
en la Ley el desarrollo tecnológico y la economía digital.

 
“El usuario ha de otorgar su 
consentimiento a la utilización 
de las cookies”
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Esta modificación consiste en la eliminación, en el pá-
rrafo segundo del artículo 22.2 de la siguiente redac-
ción actual: “(…) siempre que aquél deba proceder a 
su configuración durante su instalación o actualización 
mediante una acción expresa a tal efecto”.

Por lo tanto, la redacción queda de la siguiente manera:

“Cuando sea técnicamente posible y eficaz, el consenti-
miento del destinatario para aceptar el tratamiento de los 
datos podrá facilitarse mediante el uso de los parámetros 
adecuados del navegador o de otras aplicaciones”.

Esta modificación será de gran relevancia, puesto que 
al no requerir ya una acción expresa del usuario en la 
instalación o actualización del navegador, podría enten-
derse que la configuración del navegador manifiesta la 
voluntad del usuario en relación con el uso de cookies, 
siendo dicha configuración de los navegadores más co-
múnmente utilizados “técnicamente posible y eficaz”.

¿Ante qué riesgos se enfrenta el despacho 
en caso de incumplimiento?

La falta de cumplimiento de lo establecido en el 
art. 22.2 de la LSSI, puede ser investigada y san-
cionada por la Agencia Española de Protección de 
Datos, tanto por ser el organismo con la competencia en 
cuanto a la aplicación de la LSSI, como por suponer el uso 
de cookies un tratamiento de datos de carácter personal 
y ser de aplicación lo establecido en la normativa sobre 

protección de datos de carácter personal y su régimen san-
cionador. 

En relación con el régimen sancionador, el Proyecto de Ley 
General de Telecomunicaciones, tipifica conductas infractoras 
derivadas del artículo 22.2 en materia de cookies, estableciendo:

–– Tipificación como infracción grave el “Ignorar delibera-
da y continuamente la voluntad manifestada por el des-
tinatario para que no se instalen en su equipo terminal 
dispositivos de almacenamiento y recuperación de datos 
o seguir tratando los datos recabados después de que se 
haya revocado su consentimiento”.

–– Tipificación como infracción leve el “Utilizar dispositi-
vos de almacenamiento y recuperación de datos cuando 
no se hubiera facilitado la información ni obtenido el 
consentimiento del destinatario del servicio en los tér-
minos exigidos por el artículo 22.2”.

En el primero de los casos, se vincula la infracción grave 
a la vulneración del consentimiento del usuario final, 
estableciendo el dolo como condición necesaria para 
considerar la conducta sancionable. Sin embargo, el 
precepto habla de la manifestación del usuario de su 
negativa a la “instalación” de cookies en su terminal. 

La tipificación no habla sin embargo de la “utilización” 
de cookies, que es en lo que debe consentir el usuario 
según la redacción del artículo 22.2, matiz éste esencial 
que debería ser aclarado o modificado en el trámite par-
lamentario previo a su aprobación final. 

habilidades de la abogacía
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CUSTODIA (Y RETENCIÓN) DE LA 
DOCUMENTACIÓN DEL CLIENTE 

Nielson Sánchez Stewart. Abogado. Doctor en Derecho. 
Consejero del Consejo General de la Abogacía Española.

Hasta la promulgación de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales 
y de la financiación del terrorismo, no existía, hasta donde entiendo, norma positiva que impusiese 
obligaciones al Abogado relativas a la guarda o custodia de la documentación profesional ni sobre el 
destino que debe dar a la que ha recopilado durante su actividad cuando termina el asunto que se le 
ha encargado. 

Se plantea con cierta frecuencia consulta sobre si la puede destruir, o por el contrario, si la debe guar-
dar y, en ese caso por cuanto tiempo y en qué condiciones.

El Código Deontológico de la Abo-
gacía Española regula, en relación a 
los documentos del cliente, una obli-
gación específica: tenerla a su disposi-
ción. Con una lamentable redacción, 
su artículo 13.12 dispone: 

“La documentación recibida del 
cliente estará siempre a disposición del 
mismo, no pudiendo en ningún caso el 
Abogado retenerla, ni siquiera bajo pre-
texto de tener pendiente cobro de ho-
norarios. No obstante podrá conservar 
copias de la documentación”.

Ha declarado el Tribunal Supremo1 
sobre el particular: 

“Incursos en el deber de fidelidad se 
hallan, en relación con el contrato con 
Abogado en el caso de autos, primero, 
el deber de información adecuada du-
rante la vigencia de la relación contrac-
tual y también, con mayor fuerza, en 
el momento de la extinción y, segundo, 
el deber de adecuada custodia de todos 
los documentos, escritos, traslados y ac-
tuaciones que se derivan de la relación 
contractual y actuación profesional y, 

también con mayor intensidad, en el 
momento de la extinción, la entrega de 
toda aquella documentación al cliente”.

De acuerdo con esa Sentencia, el 
deber de custodia existe mientras 
dura la relación profesional. Ex-
tinguida ésta, se sustituye por el 
de entregar lo custodiado.

No es la única mención que se 
hace en la legislación sobre el soporte 
físico de la actividad profesional. En 
el número 82 de la base 21 “De los 

1	 Sentencia del Tribunal Supremo, Sala Primera de 25 de marzo de 1998, Ponente señor O’Callaghan Muñoz.
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abogados y procuradores” de la Ley 
de Bases Orgánica de la Justicia, Ley 
42/1974 de 28 de noviembre, se prevé 
que:

“Los abogados y procuradores, an-
tes de empezar a ejercer su profesión, 
prestarán juramento de acuerdo con las 
fórmulas y disposiciones en vigor, así 
como de guardar secreto profesional y 
de cumplir los deberes inherentes a su 
función en la forma prevista en las dis-
posiciones vigentes. El secreto profesio-
nal se extiende a la documentación que 
por razón de oficio tengan en los locales 
de su despacho profesional. Toda pes-
quisa en estos locales requerirá resolu-
ción fundada de la autoridad judicial”.

Evidentemente, la tenencia y cus-
todia de la documentación del cliente 
donde se refleja el trabajo del aboga-
do está íntimamente relacionada con 
la obligación de guardar el secreto 
profesional que se impone a éste. Sin 
embargo, este derecho del cliente y 
deber inexcusable del profesional se 
ha visto rebajado con motivo de las 
entradas y registro de bufetes en los 
que se interviene una pléyade de do-
cumentos.

La Sentencia del Tribunal Supre-
mo número 1504/20032 ha venido a 
resolver un recurso de casación por 
quebrantamiento de forma en el que 

se alegaba la vulneración del derecho 
a la intimidad personal y a la inviola-
bilidad del domicilio al practicarse un 
registro de despacho de abogados, en 
el que la policía se llevó copia infor-
mática de todos los asuntos. El Alto 
Tribunal resuelve que no se vulnera el 
derecho al secreto profesional, pues 
es imposible deslindar en el plazo bre-
ve de un registro, cuales son los casos 
que interesan a la investigación, fun-
ción que corresponde al juez junto al 
secretario en momento posterior. 

Dice el Tribunal al desestimar el 
recurso que:

“La ocupación de toda la documen-
tación que pudiera estar relacionada 
con las pruebas necesarias para investi-
gar una clase de delito como el que nos 
ocupa, ya estaba prevista incluso por los 
legisladores del siglo XIX al redactar la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal. El 
respeto a los secretos profesionales pro-
duce su efecto en aquellos casos en los 
que no afecta a la instrucción o investi-
gación del delito, pero es el juez el que 

debe deslindar que es lo que interesa y 
lo que debe devolverse al afectado”.

A juicio del Tribunal Supremo, 
como los documentos estaban in-
corporados a un soporte informático 
era evidente que no se podía delimi-
tar de inmediato lo que afecta a la 
investigación y qué, no por eso, los 
funcionarios que realizaron el registro 
cumplieron con su deber al llevarse el 
soporte informático correspondiendo 
al juez junto al secretario determinar 
cuáles son o no necesarios para la in-
vestigación.

El artículo 26.3 del Estatuto Gene-
ral de la Abogacía Española impone la 
obligación al Letrado que es sus-
tituido en la defensa (y en el aseso-
ramiento) del cliente, de devolver 
toda la documentación que esté en 
su poder y trasladar al Letrado sus-
tituto la demás información que nece-
site para continuar con la defensa3.

El abogado no puede retener la 
documentación de su cliente. Si 

 
“El deber de custodia existe mientras dura 
la relación profesional, extinguida ésta, se 
sustituye por el de entregar lo custodiado”
 

2	 Sentencia del Tribunal Supremo, Sala Segunda de 25 de febrero de 2004, Ponente señor Martín Pallín.

3	 La Ley de Enjuiciamiento Civil contempla el derecho del cliente a pedir y a obtener copia de las grabaciones judiciales como parte que es en el 
procedimiento (último párrafo del artículo 147) y de las vistas (artículo 187.1).
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lo hace, comete una infracción deon-
tológica y puede incurrir en un delito 
de apropiación indebida. No puede 
hacerlo ni siquiera cuando no se 
han satisfecho sus honorarios ni 
ha sido reintegrado de gastos in-
curridos. La Constitución Española 
consagra la tutela judicial efectiva y 
excluye la autotutela. 

El Código Civil, sin embargo, 
confiere en diversas disposicio-
nes derechos de retención a diver-
sas partes en contratos. Así, al acree-
dor en el contrato de prenda –artículo 
1.866– al acreedor anticrético –ar-
tículo 1.886– al depositario –artícu-
lo 1.780– al usufructuario –artículo 
522– al artífice –artículo 1.600– al 
poseedor de buena fe –artículo 453–. 
Y también al mandatario –artículo 
1.730– mientras el mandante no le in-
demnice todos los daños y perjuicios 
que le haya causado el cumplimien-
to del mandato y las cantidades que 
hubiera anticipado para la ejecución 
del mandato. Esta última norma no 
puede, sin embargo, aplicarse extensi-
vamente ni a quien no es mandatario 
sino un arrendador de sus servicios.

No hay que olvidar que el abogado 
tiene derecho a pedir previamente 
al inicio del asunto o durante su 
tramitación entregas a cuenta de 
honorarios y gastos según dispone 
el vigente Código Deontológico y 
según permitía el anterior4 y que la 
falta de provisión de fondos faculta al 
abogado para renunciar al asunto. En 
este caso, al no exigirse la provisión o 
no desistir del encargo cuando su pe-
tición no es atendida, el abogado ha 
concedido a su cliente –sin tener ne-
cesidad de ello– un auténtico crédito 
sin garantía, por lo que, en principio, 
debe estar a las consecuencias de sus 
propios actos. Y no pretender valerse 
de una garantía que no exigió.

ámbito 
jurídico

 
“El abogado tiene obligación de devolver los 
documentos que recibió de su cliente, pero no 
necesariamente los que él haya elaborado”
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147, 187.1,518.

•	 Código Civil. (Normas básicas. Marginal: 3716). Arts.; 522, 1600, 
1730, 1780, 1866, 1902, 1955, 1964, 1967, 1968.
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•	 Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprue-
ba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores (Vigente 
hasta el 01 de Enero de 2014). (Normas básicas. Marginal: 68).

•	 Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, por el que se aprueba 
el Texto Refundido de la Ley de Procedimiento Laboral. (Vigente has-
ta el 11 de diciembre de 2011) (Normas básicas. Marginal: 3763).

•	 Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones. (Nor-
mas básicas. Marginal: 24239).
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glamento de asistencia jurídica gratuita. (Legislación General. Margi-
nal: 24111). Art. 42. 

4	 Artículo 7.8.
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La disposición contenida en el ar-
tículo 13.12 del Código Deontológico 
que impide al abogado retener la do-
cumentación recibida del cliente5 no 
tiene por qué ser aplicada extensiva-
mente y, por eso, el Abogado tiene 
obligación de devolver los docu-
mentos que recibió de su cliente, 
pero no necesariamente los que 
él haya elaborado. Pero debe em-
plear especial cuidado en entregarlos 
a la persona adecuada, al cliente o a 
quien le represente y estar en condi-
ciones de probarlo. 

La entrega de documentos a la 
persona equivocada puede tener dos 
clases de consecuencias, siempre da-
ñosas: la pérdida para su dueño del 
documento en sí, por su valor jurídi-
co, sentimental o su difícil o imposi-
ble sustitución o por su contenido que 
responde a la vulneración –culposa– 
de la obligación de preservar el secre-
to profesional6.

El Consejo General de la Abo-
gacía Española7 ha dado una opi-
nión acerca del plazo durante el 
cual los Abogados deben conser-
var en sus despachos la documen-
tación entregada por el cliente. 

La custodia de los documentos del 
cliente tiene dos razones de ser. Por 
una parte, para salvaguardar la de-
fensa del Abogado en el caso de una 
demanda o reclamación de su antiguo 
cliente por una presunta mala praxis 
o una conducta contraria a la deonto-
logía. Sobre este aspecto incide el in-
forme del Consejo. Pero la otra no es 
desdeñable: la fidelización del cliente. 
En la medida que el Abogado guarde 
documentos de su antiguo cliente, 
éste se siente vinculado a su bufete y 

 
“El plazo de custodia recomendable está 
determinado por el plazo de prescripción 
de las acciones que pueden intentarse 
contra el Abogado”
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•	 Sentencia de la Audiencia Provincial de Sevilla de 25 de julio de 
2011, núm. 397/2011, Nº Rec. 1958/2011, (Marginal: 247130).

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 25 de febrero de 2004, 
núm. 1504/2003, Nº Rec. 2525/2002, (Marginal: 157993).

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 25 de marzo de 1998, 
núm. 275/98, Nº Rec. 795/1994, (Marginal: 24367129).

5	 “Documentos que le hayan sido facilitados por el cliente” era la terminología en el antiguo Código.

6	 A pesar que se ha llegado a declarar que “los expedientes de los clientes no tienen valor económico” (Sentencia 397/11 de fecha 25 de julio de 2011 
AP Sevilla Sección Cuarta Rollo1958/11).

7	 Circular del CGAE 105/2011 de 19 de diciembre de 2011.
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“Se debe guardar copia cuando es sujeto 
obligado a la prevención del blanqueo de 
capitales y financiación del terrorismo por 
plazo de diez años desde la finalización de 
la prestación de los servicios o desde la 
realización de la operación”
 

requerirá con una mayor probabilidad 
sus servicios en una futura ocasión.

El plazo de custodia reco-
mendable está determinado por 
el plazo de prescripción de las 
acciones que pueden intentarse 
contra el Abogado;

–– Dentro del ámbito civil existen 
plazos de prescripción de un 
año (responsabilidad civil deriva-
das de injurias o calumnias y por 
culpa o negligencia del art. 1902 
y del art. 1968 del Código Civil), 
tres años (posesión de buena fe de 
bienes muebles art. 1955, honora-
rios y otros pagos art.1967), cinco 
años (pensiones alimenticias, pre-
cio de arriendos y otros pagos anua-
les, artí.1966), seis años (posesión 
de bienes muebles sin otra condi-
ción, art. 1955), quince años (ac-
ciones personales sin término es-
pecial de prescripción, art.1964), 
y otros plazos respecto a bienes 
inmuebles y derechos reales.

–– En el ámbito mercantil, exis-
ten plazos de seis meses (ac-
ciones de endosantes contra los 
otros endosantes y contra el li-
brador), de un año (del tenedor 

contra endosantes y contra el li-
brador) y de tres años (contra el 
aceptante), según el artículo.88 
de la Ley Cambiaria y del Che-
que de 1985.

–– En el ámbito estrictamente 
procesal, se contempla el plazo 
de cinco años se establece para la 
ejecución de resoluciones judicia-
les o arbitrales (artículo 518 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil).

–– En el penal se contemplan pla-
zos desde los seis meses hasta 
los veinte años para la prescrip-
ción de faltas y delitos según la 
pena máxima señalada (artículo 
131 del Código Penal).

–– En derecho tributario el plazo 
general es de cuatro años de 
prescripción de acciones, con-
forme a los artículos 66 y 189 de 
la Ley General Tributaria de 2003.

–– En derecho laboral y de segu-
ridad social existen diferentes 
plazos de prescripción y cadu-
cidad según distintos supues-
tos, conforme al Estatuto de los 
Trabajadores y la Ley de Procedi-
miento Laboral.

–– En materia deontológica, los 
plazos son de tres años para las 
infracciones muy graves, dos 
años, para las graves y seis me-
ses, para las leves.

–– En materia de prevención de 
blanqueo de capitales, es de 
aplicación la Ley 10/2010 ya citada 
cuyo artículo 25 señala que Aboga-
dos8, notarios y procuradores y otros 
sujetos obligados deben conservar 
durante un período mínimo de 
diez años desde la terminación 
de la relación de negocios o la 
ejecución de la operación la do-
cumentación en que se forma-
lice el cumplimiento de las obliga-
ciones establecidas en esa Ley y el 
“Original o copia con fuerza probato-
ria de los documentos o registros que 
acrediten adecuadamente las opera-
ciones, los intervinientes en las mis-
mas (sic) y las relaciones de negocio, 
durante un periodo mínimo de diez 
años desde la ejecución de la opera-
ción o la terminación de la relación 
de negocios…” para su uso en toda 
investigación o análisis por parte de 
las autoridades competentes. Los 
documentos e identificación debe-
rán ser almacenados “… en soportes 
ópticos, magnéticos o electrónicos que 
garanticen su integridad, la correcta 
lectura de los datos, la imposibilidad 
de manipulación y su adecuada con-
servación y localización”.

El Ministerio de Justicia res-
pondió a la consulta efectuada por 
el Consejo General de la Abogacía 
Española sobre el plazo de duración 
que tienen obligación los Colegios de 
Abogados de conservar en sus archi-
vos la documentación acreditativa de 

8	 Los abogados, procuradores y otros profesionales independientes del derecho son sujetos obligados  “cuando participen en la concepción, realización 
o asesoramiento de operaciones por cuenta de clientes relativas a la compraventa de bienes inmuebles o entidades comerciales, la gestión de fondos, valores 
u otros activos, la apertura o gestión de cuentas corrientes, cuentas de ahorros o cuentas de valores, la organización de las aportaciones necesarias para 
la creación, el funcionamiento o la gestión de empresas o la creación, el funcionamiento o la gestión de fideicomisos («trusts»), sociedades o estructuras 
análogas, o cuando actúen por cuenta de clientes en cualquier operación financiera o inmobiliaria.” (artículo 2 letra ñ de la Ley)



   Economist & Jurist   81

Bibliografía

www.bdifusion.es

Biblioteca:

•	 SÁNCHEZ-STEWART, NIELSON. La profesión de Abogado. Deontología, valores y Colegios de Abogados (Volu-
men I). Madrid. Ed. Difusión Jurídica. 2008

•	 SÁNCHEZ-STEWART, NIELSON. La profesión de Abogado. Relaciones con Tribunales, profesionales, clientes y 
medios de comunicación (Volumen II). Madrid. Ed. Difusión Jurídica. 2008

•	 VARIOS AUTORES. La voz del cliente en los despachos de abogados. Madrid. Ed. Difusión Jurídica. 2010.

Artículos Jurídicos:

•	 GARCÍA GONZÁLEZ, FLORENTINO. Gestión de la información de un abogado. Atención al deber del secreto 
profesional. Economist & Jurist Nº 164. Octubre 2012. (www.economistjurist.es).

•	 HERRERO HIDALGO, CARMEN. Lo que ha de tener un programa de gestión de despachos para ser práctico, 
sencillo y seguro. Economist & Jurist Nº 161. Junio 2012. (www.economistjurist.es).

la actuación profesional realizada por 
el Abogado en relación con el servi-
cio de asistencia jurídica gratuita, 
en el sentido de que el plazo era 
de cinco años para todas aquellas 
subvenciones sometidas a la regula-
ción anterior a la entrada en vigor de 
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones y de cuatro 
años a contar desde el vencimiento 
del plazo de cuatro meses a que se re-
fiere el artículo 42 del Reglamento de 
Asistencia Jurídica Gratuita aprobado 
por Real Decreto 996/2003, de 27 de 
julio, en cuanto a las subvenciones so-
metidas a la nueva ley. 

El Consejo consideró que no re-
sultaba ni lógico ni ajustado a De-
recho la indeterminación de tiempo 
para la conservación de la documen-
tación del asunto, pues obligaría al 

Abogado a una indefinida situación u 
obligación de almacenar y custodiar, 
sine die, documentos sin contrapres-
tación de ninguna clase. Por ello se 
formuló una proposición sugiriendo 
una fórmula que limite en el tiempo 
dicha conservación, con las propias 
advertencias que en cada asunto 
puedan ser de consideración, más si 
se tiene en cuenta que no existe nin-
guna norma que establezca un plazo 
a tal efecto.

La conclusión, pues, es que el 
Abogado debe guardar los origina-
les de los documentos si el clien-
te no los reclama y, en tal caso, 
su obligación de conservación es 
por plazo indefinido y puede ser 
sustituida en cualquier momento 
por su entrega a la persona ade-
cuada. Debe igualmente, guardar 

copia cuando es sujeto obligado a la 
prevención del blanqueo de capitales 
y financiación del terrorismo por plazo 
de diez años desde la finalización de la 
prestación de los servicios o desde la 
realización de la operación. En los de-
más casos, la conservación de copias 
de los documentos es facultativa pero 
altamente recomendable y debe man-
tenerse por el tiempo necesario hasta 
que prescriben las acciones para re-
clamarle una posible responsabilidad, 
un plazo que, en general es de quince 
años9.

Los documentos conservados 
no pueden ser utilizados nunca 
en beneficio de otro cliente y 
mucho menos, aunque finalizada 
la citada relación profesional, con-
tra los intereses de su anterior 
cliente. 

9	 Digo en general, porque sostengo que la responsabilidad civil derivada de actuaciones en turno de oficio debería prescribir al año por tratarse de 
una responsabilidad extracontractual. Es ésta una materia que no se ha planteado judicialmente y que es discutible estando muy relacionada con 
el origen de la obligación. Puede perfectamente afirmarse que existe entre las partes –Abogado y cliente– un contrato donde las voluntades de uno 
y otro se expresan de forma tácita. El Abogado, cuando solicita su adscripción al servicio y el cliente cuando requiere al Colegio que se le designe 
uno de los adscritos.
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MENTIRAS PROCESALES (I) 

Dr. Ricardo Yáñez Velasco. Profesor de Derecho Procesal. Magistrado.

Nada fácil seleccionar un pequeño número de nociones, prácticas e interpretaciones que permanecen 
en el pensamiento jurídico y/o popular siendo verdades a medias o embustes netos, bien por dejadez 
o por interés, bien por ignorancia o por el producto de una repetición sistemática y constante que ha 
consolidado lo falso como auténtico. Mostraremos un puñado de ellas, genéricas para todo proceso o 
características de los enjuiciamientos penal y civil, dejando para otro momento las procesales adminis-
trativas, laborales y concursales.

“No hay mayor mentira que la ver-
dad mal entendida”

William James

Toda persona es inocente 
hasta que se demuestre lo 
contrario

Preguntarse si es ésta una de las 
grandes mentiras procesales pasa por 
establecer qué es la inocencia en el 
proceso jurisdiccional; en particular, 
qué significa ser “penalmente inocen-
te”. Vaya por delante que cabe omitir 
“culpabilidad” como término tradi-
cional de sólo una parte de la teoría 
del delito, pese a que se acostumbre 
a equiparar culpable con condenado 
y no culpable con absuelto. Dejando 
a un lado que la presunción de ino-

cencia no se limita al proceso penal 
o administrativo sancionador (el cons-
tituyente no lo restringió en el art. 
24.2 CE), es en el ámbito de la san-
ción penal o administrativa donde la 
doctrina constitucional y de autores 
ha profundizado, con multitud de va-
riaciones en el ámbito de la jurispru-
dencia penal y administrativa. Y en 
ese ámbito concreto, sin discusión, 
es falso que cualquier persona tenga 
derecho a que se le presuma inocen-
te, reclamando de quien le acusa la 
acreditación de lo que afirma. Ello es 
así porque, merced a la configuración 
legal del derecho a la tutela judicial 
efectiva, se ha otorgado carta de na-
turaleza a un sistema de alegación y 
prueba donde el acusador tiene una 
obligación exclusivamente limitada a 
la tipicidad, lo que ha venido exten-
diéndose al Derecho administrativo 

con matizaciones incluso más radica-
les contra administrado. Si atendemos 
a una descripción clásica de la teoría 
del injusto penal, según la cual éste 
es el acto humano típicamente antiju-
rídico y culpable, nos daremos cuen-
ta de la auténtica inversión del onus 
probandi que obliga al inocente a de-
mostrar, tanto la ausencia de compor-
tamiento humano voluntario como la 
existencia de causas de justificación o 
la falta de culpabilidad.

Las sentencias penales no de-
claran la inocencia, pero resulta 
obvio que la absolución penal, 
donde se impone que el sujeto no 
es culpable, conduce a entender 
que no se ha desvirtuado aque-
lla garantía de presunción, esto 
es, que el sujeto “sigue” inocente 
porque no se ha probado en contrario. 
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Pero contra la dicha regla convertida 
en derecho constitucional funda-
mental, lo que hay en primer lugar es 
una presunción contra reo de que lo 
incriminado fue un comportamiento 
humano voluntario, sea por acción o 
por omisión. Si el presunto inocente 
desea que su “inocencia” se mantenga 
en virtud de la falta de acción huma-
na, tendrá que demostrarlo. Del mis-
mo modo, hay una presunción contra 
reo sobre inexistencia de las causas 
de justificación. Si el presunto ino-
cente desea mantener su estatus 
inicial deberá demostrar que ac-
tuó bajo una causa de justifica-
ción. En igual sentido, es el propio 
presunto inocente el que debe demos-
trar que lo era por estar bajo una cir-
cunstancia modificativa de la respon-
sabilidad criminal eximente. En todos 
esos supuestos debe concluirse que, 
bajo el punto de vista penal, el sujeto 
es inocente y no puede ser condena-
do. Esos supuestos, sin embargo, no 
se presumen en su favor.

Es más, incluso en el ámbito de 
la tipicidad se sostienen presun-
ciones contra el reo al obligarle 
a demostrar la hipótesis del des-
cargo. Sea en cuanto al tipo objeti-
vo –por presumir su capacidad eco-
nómica para abonar una pensión de 
alimentos por el hecho de que años 
la tuvo, según una sentencia civil que 
incluso pudo dictarse como mera ho-
mologación de una convenio entre 
partes sin real asistencia jurídica para 
uno–, sea en cuanto al tipo subjetivo 
–por considerar que en determinadas 

circunstancias objetivas el ánimo de 
lucro, o de lesionar, o de matar, o de 
dañar, se encuentra incorporado a la 
acción. Parece que las dificultades en 
el Derecho probatorio, en ocasiones 
bajo el enfrentamiento a una probatio 
diabólica para el acusador –a modo 
de la enorme dificultad de probar los 
hechos negativos–, contribuyen a de-
limitar el pretendido concepto de pre-
sunción de inocencia contra lo que 
cualquier destinatario indirecto de las 
normas penales entendería. Es más, 
en alguno de los ejemplos expues-
tos vemos incluso de qué modo es el 
acusado quien debe probar el hecho 
negativo: la incapacidad económica; 
cuando resulta más lógica la prueba 
de la capacidad, donde no basta ale-
gar, acaso, una economía sumergida 
ayuna de datos constatables, exigien-

do al sujeto que demuestre no perci-
bir dinero negro. 

Salvo acaso en los desvíos que se 
padecen en el terreno de la tipicidad 
parcialmente presunta, no se trata de 
criticar la lógica procesal del sistema 
establecido. No en vano algunos pa-
radigmas sustantivos relajan el con-
trol judicial exigible; por ejemplo la 
presunción de capacidad civil propia 
de la mayoría de edad, en este caso 
una presunción elaborada fundamen-
talmente para favorecer a la persona 
física. Lo importante es situar en su 
justa medida la auténtica presunción 
de inocencia, nunca general sino muy 
limitada, en exclusiva, y siquiera to-
talmente, al terreno de la tipicidad. Y 
recuérdese que la duda razonable 
sólo opera en pos del reo en este 
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•	 Constitución Española. (Normas básicas. Marginal: 1). Arts.; 17.2 y 
24.2.

•	 Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.(Nor-
mas básicas. Marginal: 14269). Arts.; 21.6 y 89.

•	 Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. (Normas 
básicas. Marginal: 44). Arts.; 167.2 y 168.

•	 Real decreto de 14 de septiembre de 1882 por el que se aprueba la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal. (Normas básicas. Marginal: 3544).
Arts.; 25, 384, 446, 447, 497, 503, 505, 520.
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último aspecto, el de la tipicidad, 
nunca en pro de atenuaciones, 
inexigibilidades, causas de justifi-
cación o ausencia del comporta-
miento humano voluntario.  

En fin, la presunción de inocencia 
no existe más que bajo una “inocen-
cia” singularmente restringida al tipo 
penal –y por extensión administra-
tivo–, no al resto de elementos de la 
antijuridicidad, y mucho menos de la 
culpabilidad, como tampoco a la parte 
subjetiva de la tipicidad en muchos 
casos. Con todo, el (mal) uso de la 
presunción de inocencia permite jus-
tificar la absolución del condenado en 
primera instancia soslayando la prue-
ba directa no inmediada ad quem, una 
perversa desviación contra la jurispru-
dencia constitucional y que convierte 
la presunción de inocencia en algo 
que en absoluto es, superando cual-
quier límite imaginable desde el pun-
to de vista jurídico para lo que acaba 
de explicarse1.

La inactividad del acusado 
impone que la acusación 
demuestre los cargos 
vertidos en su contra

Al margen de lo que acaba de expo-
nerse, no cabe olvidar la falsa afirma-
ción de que el silencio o la inactividad 
viene a ser un derecho de la defensa 
que, en sentido propio, impediría per-
judicar lo más mínimo al interesado. 
Pero no es así, porque la jurispru-
dencia ha venido elaborando un 
uso acusatorio del valor del silen-

cio contra el acusado que lo utili-
za, y aunque normalmente no es sufi-
ciente para articular la motivación de 
un fallo condenatorio, no pocas veces 
sirve para contribuir o corroborar éste, 
permitiendo una motivación que de 
otro modo resultaría insuficiente (cfr. 
STS 176/2008, 24-IV, rec. 1852/07; 
planteamiento ampliado en la juris-
prudencia menor). Del mismo modo, 
si bien callar ante la expectativa de 
una prescripción extintiva, como ló-
gico derecho, puede no conseguirse, 
parece que una dilación indebida y 
extraordinaria tampoco beneficiaría 
al imputado o acusado inactivo, como 
atenuante. El Tribunal Constitucional 
ha refrendado que el propio incul-
pado habría tenido que denunciar 
el retraso –para él beneficioso, no se 
olvide–, cuando el obligado al im-
pulso del procedimiento es el ór-
gano judicial y la mera pasividad 
de la parte interesada no puede 
considerarse causa invalidante de 
la atenuación, simple o cualifica-
da, pues no es así a tenor de la 
redacción del art. 21.6 CP2.

La fe pública procesal es 
garantía de la seguridad 
jurídica

El gran paradigma del fedatario no 
se sostiene a vista de la práctica del 
foro, tanto antaño como ahora. El 
testimonio caracteriza la fe pública 
documental, pero debiéramos pre-
guntarnos si tan alta responsabilidad 
se ejecuta realmente por el único 
sujeto que puede cotejar y testimo-

niar, tarea ésta indelegable. Poderes 
y copias llegan de continuo a las ofi-
cinas judiciales donde un secretario 
judicial debería operar directamente 
su fe profesional. En ocasiones, qui-
zá mayoritarias, la tarea se gestiona 
por el auxilio en ventanilla, o un tra-
mitador o un gestor dentro de la sec-
ción, sin perjuicio que la firma de lo 
testimoniado sea, efectivamente, del 
fedatario público, que no ha visto el 
concreto cotejo previo. Cuando ca-
sos flagrantes se han puesto de ma-
nifiesto –por ejemplo a través de las 
facultades reconocidas a los jueces 
decanos–, la respuesta se ha ubicado 
en que el personal jurisdiccional 
carece de competencia en el ám-
bito competencial del secretario 
judicial, quien debe gestionar sus 
funciones ajeno al anterior3. 

La grabación audiovisual de los jui-
cios orales, por su parte, ha relativiza-
do la labor del secretario judicial y las 
actas que con él acaso se levantarían y 
sin él se conforman con la misma gra-
bación y una diligencia que la verifica, 
aunque ni haya estado a su comienzo 
ni a su final, siquiera necesariamente 
en la oficina judicial durante la cele-
bración del juicio, que tampoco ha 
visto por sistema de circuito cerrado 
alguno en tiempo real. La visión de 
los primeros minutos de una graba-
ción de un juicio, no siempre el mis-
mo día en que la copia de la misma se 
obtiene, es lo que el secretario judicial 
quizá llegue a ver, ex post, para luego 
y sobre ello otorgar fe pública. Y qué 
decir de las diligencias de constan-
cia, a presencia o telefónicas, que en 
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1	 Se trata de considerar insuficiente la prueba practicada en la instancia, en función de testimonios o peritajes, o por extensión de interrogatorios 
de acusados, sin inmediación del tribunal de apelación. Acaso se trate de no compartir, simplemente, la valoración probatoria a quo, en principio 
insustituible por la del superior salvo bajo muy específicas justificaciones, suprimiéndola sin más.

2	 En la STC 78/2013, de 8-IV (FJ 4º) no se consideró arbitraria o manifiestamente irrazonable la decisión de la AP Madrid, Secc 3ª (rollo 286/2011), 
por la que el acusado vio perjudicada su atenuación al no haber denunciado como parte la demora ajena a su conducta procesal, anotando simple-
mente que no se entraba “en su acierto jurídico”.

3	 Cfr., por ej., el Acuerdo de la Secretaria de Gobierno del TSJ catalán, María Antònia Amigó de Palau, de 30-V-2008; y léase el contenido del art. 
168 LOPJ.
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la mecánica habitual de los juzgados 
las realizan gestores y tramitadores, 
sino el propio auxilio judicial. Claro 
está que siquiera las notificaciones 
judiciales se verifican por los secre-
tarios judiciales, ni delegadamente 
la recepción de recibos de la entrega, 
que se remiten a las oficinas judiciales 
días después: en puridad no se sabe 
cuándo se sellaron en el Colegio de 
procuradores correspondiente, pues 
no hay ninguna fe pública sobre ello, 
baluarte indiscutible de la auténtica 
seguridad jurídica sobre el particular. 

	
Cualquier letrado en ejercicio pue-

de verificar bien a menudo, además, 
la gran cantidad de diligencias de in-
vestigación penal donde, aun cuando 
incluso esté presente el juez instruc-
tor –por ejemplo en declaraciones de 
imputados–, no lo haga el secretario 
judicial, que más tarde firmará la dili-
gencia como si hubiera estado; dando 
fe, por cierto, de todos los demás que, 
en principio, parece que tuvieron que 
estar.

Alertando sobre la distribución fí-
sica de los juzgados, con estantes sin 
puertas y armarios sin cerrar por todas 
partes, conviene recordar que la fe 
pública tampoco impone actos de 
fe, en el sentido de que el secre-
tario judicial pueda hacer constar 
datos incompletos y diligenciar 
una valoración sobre esos datos, 
sin que nadie pueda verificar esto 
último por no disponer de aque-
llos completos al ser devueltos 
los documentos que los soportan 
bajo un singular entendimiento 
de la ley de protección de datos. 
Imaginemos la petición de suspensión 
de una vista por enfermedad, conce-
dida por el secretario judicial que sin 
embargo excluye de la causa la justifi-
cación documental de aquélla, susti-
tuyéndola por una diligencia en la que 
expone que el paciente lo es por en-
fermedad “muy grave” que le impide –
valora el fedatario– acudir a un juicio. 

La discusión de esa decisión sería cie-
ga para cualquiera, no sólo quien tiene 
derecho a impugnarla. Al resultar una 
motivación insuficiente y no contras-
table, en vía de recurso el propio juez 
no sabría siquiera qué enfermedad, ni 
contrastar la correcta apreciación –y 
no sólo valoración– de la misma por 
el fedatario. La fe pública basta 
cuando se trata de indicar lo que 
ocurre en una comparecencia o 
vista, lo que por cierto incluye la 
identificación de intervinientes 
en los juicios –en ninguna norma 
se exige la firma del acta escrita por 
parte de profesionales, partes, testigos 
o peritos a quienes de continúo se les 
ha venido exigiendo–. Un documento 
acreditativo de una afirmación o soli-
citud se testimonia por copia íntegra, 
no a través de una manifestación de 
contenidos elaborada por el secretario 
que además puede ser incompleta, 
sesgada o simplemente errónea.  

El reparto de asuntos 
penales se regula desde 
el servicio del juzgado de 
guardia

Clarificar la conveniencia de que 
no se estén repartiendo los asuntos 
según establece el art. 167.2 LOPJ ha 
venido generando discrepancias muy 
significativas entre algunos juzgados 

decanos y jueces de instrucción o 
entre estos directamente. A menudo 
se considera que una providencia (o 
incluso una diligencia de ordenación) 
dictada en el juzgado de guardia es 
útil para distribuir asuntos al resto de 
los juzgados del partido o, en su caso, 
a otros juzgados instructores fuera del 
mismo, lo que no debe considerarse 
una inhibición, sino un acto de repar-
to ordinario penal ajeno a las atribu-
ciones de la guardia.

A pesar de que el registro informa-
tizado derivado del servicio de guardia 
corresponde al juzgado de instruc-
ción en funciones de guardia, la dis-
tribución de los asuntos constituye 
aplicación de las normas de reparto 
y, en sentido propio, según la LOPJ, 
competencia del Juzgado decano, 
ahora actuante a través de un servicio 
común; nunca del juzgado en funcio-
nes de guardia que sin embargo emite 
resoluciones por las que en realidad 
reparte asuntos penales en un mismo 
partido judicial como si fuese decano. 
Y si se tratase de una inhibición cuan-
do se remiten las causas fuera del pro-
pio partido judicial, no se cumpliría lo 
prevenido en el art. 25 LECr –tam-
poco se folian actuaciones remitidas–, 
no hay resolución judicial por la que 
se habría incoado en el Juzgado de ori-
gen un procedimiento penal, ni puede 
el instructor que recibe la causa ana-
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lizar su propia competencia territorial 
a partir de una mera providencia –en 
absoluto motivada –o una diligencia 
–como si se tratase de un reparto or-
denado por un secretario decano para 
distribución de asuntos dentro de un 
mismo partido judicial– en vez del co-
rrespondiente auto de inhibición y lo 
que comporta.

El juez competente de la 
causa es el competente 
para resolver sobre la 
situación personal del 
detenido, aunque no esté a 
su disposición

Considerar que la mera atribución 
competencial de la causa penal supo-
ne que el juez competente tiene a dis-
posición al imputado detenido en otro 
lugar, es caer en una mentira procesal 
que propicia una práctica significati-
vamente incorrecta entre los órganos 
judiciales implicados. Cuando una 
busca y captura tiene éxito pero no 
es posible trasladar al detenido hasta 
el órgano judicial competente –que 
podría hacerse en el plazo de deten-
ción legalmente previsto–, el juez en 
funciones de guardia del lugar en el 
que la detención se produce suele 
ser, por lo general, quien atiende a 
la puesta a disposición física del su-
jeto, debiendo por ello resolver sobre 
su situación personal. En ese caso no 
se activa el art. 497 II LECr porque 
el juez (competente de la causa) que 
ordenó la detención no ha recibido la 
entrega del sujeto, que es el postulado 
de principio previsto en el art. 497 I 
LECr. De ahí que quien debe resolver 
sobre la situación personal del sujeto 
ha de ser el juzgado de instrucción 
que por el servicio de guardia tiene a 
su real disposición al detenido, no el 

juez competente que a kilómetros de 
distancia lo es de la causa.

El sistema de cooperación 
judicial entre órganos judicia-
les supone que lo solicitado por 
este último deba llevarse a cabo 
por el anterior, lo que en muchas 
ocasiones exige –a exigencias del 
juzgado de guardia– la formalidad 
del exhorto –dirigido directamente a 
aquél, no bajo el reparto ordinario que 
en puridad procedería–. Cuando se 
trate de requerir o de notificar, con o 
sin él innecesario exhorto, el juzgado 
de guardia requerido por la labor que 
genera una busca y captura existosa 
puede considerar que ha finalizado 
la labor que le es propia, solicitando 
del requirente (el juzgado competente 
para la causa en la que se generó la 
requisitoria), el dictado de un auto de 
libertad con o sin cautelas adiciona-
les. Y a menudo este segundo juzgado, 
sin tener a su disposición al detenido, 
decide indebidamente sobre su inevi-
table libertad.

Nótese que, en ocasiones, y por 
petición de la Fiscalía, la ausencia al 
juicio oral supone la orden de ingre-
so en prisión provisional del ausente, 
sin previa comparecencia del art. 505 
LECr, que se activaría ex post. En esos 
casos ya existiría una resolución judi-
cial, a menudo firme, y no debe volver 
a dictarse otra para que sea cumplida. 
El juez de guardia sería mero ejecu-
tor material de la resolución judicial 
emitida por el juez competente. En 
la mayoría de los casos, sin embargo, 
la busca y captura no se vincula a un 
mantenimiento de la privación de li-
bertad, sino a una detención precisa-
mente limitada a una actuación pro-
cesal que, una vez hecha, no permite 
mantener al sujeto privado de libertad 

ni por un segundo. El empeño que en-
tonces muestran algunos jueces o jue-
zas de instrucción en que sea el juzga-
do requirente quien dicte el auto de 
libertad provisional –un sencillo mo-
delo que, de hecho, simplemente fir-
marían los primeros– alarga la efectiva 
puesta en libertad del individuo. En 
ese tipo de situaciones es obvio que 
quien tiene a su disposición al dete-
nido es quien debe resolver sobre 
su situación personal, mediando 
o no la actividad requerida por 
quien ordenó su busca y captu-
ra para un concreto objetivo, no 
para mantener su detención tras 
ser aquél cumplido.

Si el juez de guardia poster-
gara la decisión sería el único 
responsable de una privación de 
libertad en realidad ilegal, por 
carecer de toda base jurídica 
una vez cumplimentado el sen-
tido de la busca y captura4. En 
éstas conviene especificar el motivo 
de la requisitoria, porque si bien a 
veces el juzgado de guardia puede 
contactar con el requirente –habi-
tualmente en las mañanas de los días 
hábiles– no hacerlo tampoco debiera 
impedir cumplir con lo instado cono-
cido. Suele establecerse que en cada 
partido judicial se haya de remitir el 
conjunto de buscas al juzgado o juz-
gados de guardia en días festivos o de 
fin de semana, para que en estos se 
pueda llevar a cabo lo diligenciado. 
Con todo, los propios fiscales alegan 
imposibilidad de cumplir con las re-
quisitorias en las que se apunta la 
comparecencia del art. 505 LECr, 
por no disponer de la causa toda –na-
turalmente, en las fiscalías no parece 
haber una comunicación al fiscal de 
guardia o disponibilidad de éste sobre 
los motivos que llevaron a solicitar la 
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4	 El tiempo de privación de libertad (durante un fin de semana) por eventual error en la firma de una busca se ha llegado a achacar en exclusiva al 
juez competente como prevaricador por imprudencia, no al juzgado de guardia que postergó la comunicación de la detención hasta el primer día 
hábil propiciando el tiempo privativo que trajo causa.
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prisión provisional o, cuando menos, 
la dicha comparecencia–. Detenido y 
a disposición en hora hábil sería po-
sible, a través de los sistemas telemá-
ticos de comunicación –por ejemplo 
con la videoconferencia–, que el juz-
gado competente llevara a cabo por 
sí mismo la comparecencia del art. 
505 LECr, único caso en el que, ob-
viamente, resolvería también sobre la 
situación personal del sujeto.

No es infrecuente que los juzgados 
de guardia decidan citar al detenido 
ante el juez competente el próximo 
día hábil siguiente. Al menos, muchos 
de ellos acuerdan a la par su libertad. 
Y aunque esto suponga, en un alto 
índice estadístico, que el competente 
vuelva a ordenar su busca y captura 
tras una ulterior inasistencia del cita-
do, evita indebidos mantenimientos 
de la detención.

 

Las comparecencias apud 
acta no son medidas 
cautelares

Así lo ha considerado con reite-
ración el Ministerio fiscal, que por 
consiguiente descarta la afectación 
ambulatoria de la libertad personal 
que con las comparecencias apud acta 
se produce, anulando cualquier hipó-
tesis de quebrantamiento de medida 
cautelar cuando, como por otra par-
te es muy habitual, se incumplen las 
comparencias ordenadas. No parece 
que sea éste un tema definido con cla-
ridad en la normativa procesal, que en 
cualquier caso no debiera confundirse 
con las genéricas obligaciones proce-
sales del inculpado.

Lamentablemente se asiste a un 
gran número de modelos formularios 
de autos de libertad provisional sin 
fianza que incluyen la comparecencia 
del detenido puesto en libertad los 
días 1 y 15 de cada mes u otros, mu-
chas veces sin motivación específica 

de la dicha decisión. Tras la instruc-
ción de las causas penales se puede 
examinar con facilidad de qué modo 
el juzgado instructor no verifica el 
cumplimento de sus propias medidas 
“no cautelares” de comparecencia, 
cuando su fundamento último se re-
sidencia en la nota asegurativa; her-
mana menor del riesgo de fuga como 
finalidad de la prisión preventiva. Es 
lo cierto que, cuando el delito inves-
tigado permite la prisión provisional, 
el incumplimiento de la compare-
cencia apud acta, al igual que cual-
quier llamamiento, pudiera signifi-
car una comparecencia del art. 505 
LECr –incluso la prisión provisional 
directa y la comparecencia a poste-
riori, en tesis de no pocos fiscales y 
jueces. La base normativa para 
una orden directa de ingreso en 
prisión preventiva está en la ina-
sistencia del citado para la com-
parecencia del art. 505 LECr. En 
otro caso es ésta la precedente a una 
decisión de tal índole, y no son pocas 
veces que el propio Ministerio fiscal, 
ante las explicaciones del interesado 
–y no siempre acreditadas– decide 
no instar la medida cautelar personal 
de privación de libertad. En esos ca-
sos, de haberse aceptado por el juez 
la petición de ingreso en prisión tan 
pronto fuese el sujeto hallado, hasta 
la celebración de la comparecencia 
podrían haber transcurrido varios 
días de privación de libertad sin au-
téntica motivación, porque sin su au-
diencia se desconocía una eventual 
razón justificativa de la ausencia al 
juicio o cualesquiera otro llamamien-
to judicial incumplido.

Cuando lo investigado impide 
la prisión provisional –según exi-
gencias del art. 503 LECr–, incum-
plir con las comparecencias apud 
acta carece de cualquier virtuali-
dad práctica y legal: nada le puede 
pasar al sujeto pasivo del proceso que 
no acuda a firmar cada quince días 
porque nada está quebrantando y esa 

“no cautela” tampoco puede agravarse 
o transformarse en la prisión provi-
sional. Tampoco consta, a vista de las 
comunes instrucciones penales, veri-
ficación de lo que sí son obligaciones 
procesales, como el hecho de comu-
nicar cambios de residencia –muchas 
veces el primer domicilio indicado 
ya es falso, al igual que números de 
teléfono u otros datos para nada con-
trastados de ninguna manera–, o de 
los testigos en hacer lo mismo, para 
quienes siquiera se cumple con infor-
marles de que el legislador ordinario 
lo ha querido así (art. 446 LECr, en 
relación art. 447 LECr).

Al llegar la causa “instruida” 
ante el juez juzgador, por lo tan-
to, junto con el cúmulo de im-
perfecciones que impondrán un 
trabajo adicional absolutamente 
indebido –buscar los nuevos domici-
lios de acusados y testigos, por ejem-
plo–, carece de sentido mantener 
comparecencias apud acta que 
nada aportan, ni permiten ninguna 
consecuencia efectiva en el proceso y 
que, a no ser por la unilateral voluntad 
del propio interesado, puede que ni se 
cumplan o que su cumplimiento haya 
sido abiertamente irregular.

En algunos partidos judiciales con 
guardias de permanencia puede des-
conocerse que en otros funciona la 
disponibilidad, por lo que en ocasio-
nes los primeros intentan comunicar 
con un teléfono fijo inútil y, como 
nadie contesta, citan al detenido para 
el siguiente día hábil, poniéndolo en 
libertad sin proceder, por ejemplo, a la 
notificación que dio lugar a la busca. 
La opción, en cualquier caso, salva-
guarda la libertad personal del sujeto, 
no así cuando el juzgado que recibe al 
detenido ordena su ingreso en prisión 
o mantiene, simplemente, la deten-
ción hasta el máximo legal si es preci-
so, para que en la primera hora hábil 
decida directamente, y sin necesidad, 
el juzgado competente.
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La detención puede 
prorrogarse en cualquier 
procedimiento penal

Poder, poder, se puede; porque se 
hace de continuo. La cuestión es si se 
trata de una mentira procesal afincada 
como verdad indiscutible del “siem-
pre se ha hecho así”. La prórroga de 
la detención, además de inútil porque 
suele efectuarse tomando el cómputo 
de la privación policial (art. 17.2 CE), 
no desde la puesta a disposición ju-
dicial –donde comienzan las 72 horas 
ex art. 497 I LECr–, sólo existe en el 
sumario, pero no para el órgano judi-
cial, sino para la policía (previa auto-
rización del juez y por un máximo de 
48 horas adicionales; art. 520 bis.1 
LECr).

Por la afectación al derecho fun-
damental de libertad no parece viable 
extender el tiempo máximo de priva-
ción de libertad cuando el sujeto se 
entrega al juez. En cualquier caso, 
menos aún podría extrapolarse a su-
puestos que no sean graves, como el 
del procedimiento abreviado o urgen-

te por delito –es decir, injustos no 
referidos en el art. 384 bis LECr–. 
Efectivamente, en la práctica no es 
extraño que el Ministerio fiscal inste 
la prórroga a pocas horas de la puesta 
a disposición judicial, o el juez ins-
tructor la considere de oficio, a fin de 
posponer su decisión sobre la libertad 
provisional del sujeto o, por el contra-
rio, una medida cautelar personal más 
gravosa; normalmente para permitir la 
práctica de determinadas diligencias 
que no pueden tener lugar el mismo 
día de la puesta a disposición del de-
tenido. Sin embargo, es en el momen-
to de la entrega a la autoridad judicial 
del sujeto cuando comienza el plazo 
legal máximo antes dicho. Esto signi-
fica que, para postergar resolver sobre 
la situación personal del individuo 
no haría falta prorrogar nada, simple-
mente motivar, acaso, el por qué no se 
resuelve de inmediato y se pospone la 
decisión para el día siguiente o inclu-
so dos días después, cuando vencerán 
las 72 horas aludidas. Téngase pre-
sente que existe un límite intrín-
seco muy inferior, basado en la 
indispensabilidad de la privación 

de libertad, y si bien el art. 17.2 CE 
se dirige a la Policía, no al Juez, éste 
ha de razonar con solvencia el motivo 
por el cual no decide de inmediato so-
bre la situación personal de quien está 
a su disposición.

En la práctica, además, se an-
ticipan tácitamente las prórrogas 
indebidas cuando se amplían tam-
bién incorrectamente los plazos de 
detención policial, bien por orden 
directa nacida en el Juzgado, bien 
incluso a través de protocolos ins-
titucionalizados. De esta manera, en 
determinados partidos judiciales donde 
sólo se entregan detenidos por la ma-
ñana, quien podría haber sido puesto 
a disposición judicial una tarde deberá 
esperar al día siguiente. Por supuesto, 
si algunos partidos judiciales ciertos 
días ya se encuentran excluidos de la 
entrega de detenidos –imaginemos, por 
ejemplo, los domingos–, quien pudo ser 
puesto a disposición en la tarde de un 
sábado lo será el lunes por la mañana. 
A ello se suman las peculiaridades 
de los servicios de atención letrada 
al detenido, que si bien legalmen-
te disponen de ocho horas para 
acudir al llamamiento policial y 
en absoluto las agotan, no es menos 
cierto que determinadas prácticas impi-
den que el letrado sea inmediatamente 
llamado para la asistencia del detenido, 
por ejemplo a determinadas horas de la 
noche, dilatando la dicha llamada a par-
tir, por ejemplo, de las ocho de la maña-
na siguiente, desde donde comenzarán 
a computar las ya referidas ocho horas 
que, debe insistirse, ni mucho menos 
suelen apurarse.

El legitimado civil siempre 
puede personarse como 
parte penal

No es infrecuente que una compa-
ñía de seguros acuse y pretenda san-
ciones penales cuando, en realidad, 
sólo puede pretender un resarcimien-
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to civil de lo anticipado al auténtico 
perjudicado, por un hecho que es tan-
to ilícito penal como civil. Se trata de 
la responsabilidad civil por repetición, 
donde quien reclama siquiera es au-
téntico perjudicado sino subrogado de 
éste. Ocurre igualmente con las enti-
dades bancarias que satisfacen lo es-
tafado a sus clientes, estos últimos las 
auténticas víctimas del injusto penal y 
potenciales demandantes civiles con-
tra el estafador o incluso acusadores 
particulares. En uno y otro ejemplo, 
entre otros, estas personas jurídi-
cas se configuran desde la sede 
instructora como acusación par-
ticular, afirmando su legitimación 
procesal penal en virtud de un abono 
extrajudicial que en puridad se limita 
al objeto civil acumulado: pagan a su 
asegurado por la culpa de otro; satis-
facen los reintegros o transferencias 
inconsentidas de un cliente, etcétera.

Estos sujetos jurídicos encuen-
tran con relativa facilidad apoyos 
de jurisprudencia menor que les 
permiten erigirse en lo que no 
son, partes penales del enjuicia-
miento criminal (algún sector de 
letrados acostumbra a citar el AAP 
Barcelona, Secc. 8ª, 10-VI-2008, ro-
llo 275). Debe señalarse que la única 
vinculación de estas entidades surge 
bien después de la consumación del 
tipo penal, resultando ontológicamen-
te imposible que puedan considerarse 
víctimas u ofendidas por el delito con-
tra la seguridad vial, por la defrauda-
ción, por los daños, etcétera. Carecen 
de todo punto de la posición subjetiva 
pasiva del tipo de donde nace la legi-
timación procesal para acusar. No la 
tiene el perjudicado por serlo, siendo 
éste un concepto jurídico penal en 
absoluto equivalente -ni en la autén-
tica jurisprudencia ni en la autoriza-
da doctrina científica- al de víctima u 
ofendido, que se ciñe al ejercicio de 
las acciones civiles, acumuladas o no 
al objeto penal. Pero es que siquiera 
pueden considerarse perjudicadas 

por el delito esas entidades asegura-
doras o bancarias, las más usuales en 
estos ejemplos, cuando operan con la 
acción de repetición. Es la subroga-
ción en la posición del perjudica-
do la que permite, y como mera 
acción civil, ejercitar sus dere-
chos resarcitorios. En fin, subro-
garse en la posición del perjudi-
cado, que es lo único que puede 
hacer quien satisface al auténtico 
perjudicado, siquiera convierte a 
ese sujeto jurídico en perjudicado 
–mucho menos en víctima u ofendi-
do por el delito–, sino en un simple 
demandante civil por subrogación, 
repitiendo la acción del auténtico 
perjudicado que, por demás, pudiera 
ser también víctima u ofendido por el 
injusto, y así legitimado activo penal.

La expulsión administrativa 
del inculpado impone el 
archivo de la causa penal

La expulsión administrativa, 
previa autorización judicial por 
encarte del expulsable en un en-
juiciamiento criminal, no supone 
el archivo provisional hasta pres-
cripción o definitivo de esa causa 
penal en curso por la que se ha 
autorizado la expulsión.

En absoluto corresponde al juez de 
instrucción o al juzgador penal valorar 
ni la corrección de la decisión admi-
nistrativa tomada ni la posibilidad de 
su impugnación, que si tuviera lugar 
podría venir acompañada de la peti-
ción de suspensión de la ejecutividad 
administrativa, a resolver en sede juris-
diccional contencioso-administrativa, 
nunca criminal, normalmente cons-
tando como suele constar una resolu-
ción administrativa que decreta la ex-
pulsión de un imputado o un acusado. 
Suele ser procedente la autorización 
del órgano judicial penal por no ad-
vertir que la misma puede perjudicar 
el proceso penal en curso, todo ello de 

conformidad o sin apoyo del siempre 
preceptivo informe del Ministerio fis-
cal. Debe recordarse que no se trata 
de aplicar anticipada y erróneamente 
el art. 89 CP, pese a que algunos fis-
cales, precisamente, informan que 
consideran apropiado que “la pena” 
se sustituya por la expulsión; algo to-
talmente impropio cuando siquiera se 
ha enjuiciado al sujeto y se ignora si 
merece o no una pena, esto es, si se-
ría penalmente condenado o absuelvo. 
No existe ninguna pena privativa que 
sustituir, dado que el interesado no ha 
sido todavía juzgado, a lo que de otro 
lado tiene perfecto derecho al margen 
de su situación administrativa. En tal 
sentido, ni existe norma alguna que 
imponga el archivo provisional de la 
causa penal por el mero hecho de que 
un acusado se encuentre en el extran-
jero, ni cambia este postulado que la 
salida de España lo sea por una expul-
sión administrativa. Naturalmente, la 
situación de ilegalidad adminis-
trativa, de no solventarse, impe-
dirá el normal acceso a España, a 
los efectos de personarse al acto 
de su declaración como inculpado 
en sede instructora o en el mismo 
juicio oral, incluso cuando fuese 
viable en ausencia. En ese sentido, y 
al margen que el acusado pueda instar 
la comunicación por videoconferencia 
internacional desde su país, también 
puede pedir autorización de entrada 
para su comparecencia al juicio oral, 
para el que puede haber sido citado 
antes de llevarse a efecto la expulsión, 
todo ello a su propia costa y previa peti-
ción personal y expresa, con indicación 
de los datos necesarios para poder or-
denar una conducción para su entrada, 
asistencia al juicio e inmediata salida 
del país. Se subraya, en definitiva, el 
mantenimiento de la posibilidad de 
instrucción y enjuiciamiento de los ex-
pulsados “administrativos”, muy espe-
cialmente cuando puede celebrarse el 
juicio en su ausencia al no pretenderse 
penas privativas de libertad superiores 
a dos años de prisión. 
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noticias del mundo jurídico

El ex decano del Colegio 
de Abogados de Figueres, 
Jaume Torrent, recibe la 
Cruz de San Raimundo de 
Peñafort

  
El ex decano del Colegio de 

Abogados de Figueres, Jaume To-
rrent, recibió la Cruz Distinguida 
de Primera Clase de San Raimun-
do de Peñafort, que le ha otorgado 
el Ministerio de Justicia a propues-
ta del Colegio de Abogados de Fi-
gueres, con el apoyo unánime del 
Consejo de la Abogacía Catalana.

Carlos Carnicer, 
reelegido vicepresidente 
de la Unión Mundial de 
Profesiones Liberales

  
Carlos Carnicer, presidente de 

Unión Profesional, asociación que 
agrupa a las profesiones colegiadas 
españolas, ha sido reelegido como 
vicepresidente de la organización 
que representa a las profesiones li-
berales en el ámbito internacional.

D. Jaume Torrent

D. Carlos Carnicer

D. Julián del Moral

D. Rodolfo Tesone y D. Carlos Carnicer

D. Gonzalo Aguilera

El letrado jiennense Julián del Moral, presidente de 
la Federación de Abogados Jóvenes de Andalucía
  

El letrado jiennense Julián del 
Moral es el nuevo presidente de la 
Federación de Abogados Jóvenes 
de Andalucía (FAJA), que agrupa a 
todas las asociaciones de abogados 
jóvenes de esta Comunidad.

El Consejo General de la Abogacía y ENATIC firman un 
convenio para la divulgación y formación en el uso 
de nuevas tecnologías
  

El presidente del Consejo Ge-
neral de la Abogacía Española, 
Carlos Carnicer, y el presidente de 
la Asociación de Expertos Naciona-
les de la Abogacía TIC (ENATIC), 
Rodolfo Tesone, han firmado un 
convenio de colaboración con el 
objeto de realizar en común acti-
vidades de divulgación, formación 
e investigación que redunden en 
beneficio de la Abogacía institucio-
nal, con el objetivo de potenciar el 
conocimiento y el uso de las nue-

vas tecnologías entre la Abogacía y 
la sociedad en general.

Gonzalo Aguilera nuevo decano del Colegio de 
Registradores de España
  

Gonzalo Aguilera se convierte 
en el nuevo decano de los registra-
dores en España y relega a su ante-
cesor Alfonso Candau.

Tras unas disputadas elecciones, 
finalmente consiguió 489 votos 
frente a los 429 de su contrincante.
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Cerca de 400.000 
ciudadanos se benefician 
del Expediente 
Electrónico de Justicia 
Gratuita en los primeros 
9 meses de 2013
  

La utilización del Expedien-
te Electrónico de Justicia Gratui-
ta sigue incrementándose ya que 
382.965 personas se beneficiaron en 
los primeros nueve meses de 2013 
de esta herramienta desarrollada por 
la Abogacía Española que agiliza el 
acceso a un derecho fundamental 
como es la Justicia Gratuita.

El Expediente simplifica y acor-
ta los plazos además de evitar des-
plazamientos y esperas.

El ICAV soluciona con 
éxito el 61% de los 
casos de mediación 
e intermediación 
hipotecaria en Gandía
  

Más del 60% de los casos en los 
que se recurre a los servicios de me-
diación extrajudicial en Gandía y en 
los que se inicia una mediación o una 
intermediación, se solucionan con 
éxito, según los datos facilitados por 
el Centro de Mediación del Colegio 
de Abogados de Valencia (CMI-
CAV). Desde la puesta en marcha de 
los mencionados servicios en Gan-
día, abogados del ICAV han atendido 
“voluntariamente” a 256 ciudadanos 
de esta ciudad y se ha asesorado jurí-
dicamente a 76 personas.

D. Oriol Rusca y D. Miquel Sàmper

El Colegio de Abogados de Málaga clausura la 
novena edición de su Congreso Jurídico de la 
Abogacía Malagueña con las felicitaciones de los 
principales representantes de la provincia
  

El pasado 17 y 18 de octubre se 
celebró el 9º Congreso de la abo-
gacía malagueña que contó con la 
presencia de innumerables perso-
nalidades del mundo jurídico y po-
lítico español.

Esta nueva edición ha vuelto a 
consolidar al Congreso Jurídico de 
la Abogacía Malagueña como el 
evento jurídico más importante de 
España, contando con un gran éxi-

to de participación, ya que ha supe-
rado los 1.200 abogados inscritos.

La Abogacía Catalana reivindica en el Parlamento 
Catalán el papel esencial de los letrados del Turno 
de Oficio
  

Oriol Rusca decano de ICAB, 
y Miquel Sàmper presidente del 
CICAC, comparecieron ante la 
Comisión de Justicia del Parlamen-
to Catalán para mostrar su recha-
zo frontal al Anteproyecto de Ley 
de justicia gratuita y solicitar que 
la Justicia sea una prioridad en la 
agenda política, como vía para salir 
de la crisis.

Europa reconoce el derecho al acceso a un abogado 
en procesos penales
  

El Consejo de la Unión Europea 
adopto, por unanimidad, la Directi-
va sobre el acceso a un abogado en 
procesos penales.

Esta Directiva establece una se-
rie de normas mínimas para el acce-
so a un abogado en procesos penales 
y de Orden de Detención Europea, 
así como el derecho de informar a 

un tercero sobre la privación de li-
bertad, y el derecho de comunicarse 
bajo arresto con terceras personas o 
autoridades consulares.

A partir de ahora, los Estados 
miembros dispondrán de 3 años 
tras su entrada en vigor para incor-
porarla a sus ordenamientos jurídi-
cos nacionales.
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actualidad de los despachos

Luis Serrano, nuevo 
Director del despacho 
de CMS Albiñana&Suárez 
de Lezo en Sevilla
  

El Consejo de Administración 
de la firma de abogados CMS 
Albiñana&Suárez de Lezo ha de-
signado como nuevo Director del 
despacho de Sevilla a Luis Serrano 
de la Rosa. El nuevo director de la 
delegación de Andalucía, con sede 
en Sevilla, es experto en Derecho 
Contractual, Derecho Societario, 
Procesal y Concursal.

Jones Day ficha a María 
Luisa Cánovas para su 
oficina de Nueva York
  

El despacho global Jones Day si-
gue avanzando en su estrategia de 
expansión en el eje Latinoamérica-
USA-España, con la incorporación 
de María Luisa Cánovas en su ofi-
cina de Nueva York, como socia en 
la práctica de Fusiones y Adquisi-
ciones.

El ISDE firma un acuerdo de colaboración con el 
Ilustre Colegio Nacional de Secretarios Judiciales 
  

El Instituto Superior de Dere-
cho y Economía (ISDE) ha firmado 
un acuerdo de colaboración con el 
Ilustre Colegio Nacional de Secre-
tarios Judiciales.

El acuerdo, firmado por el pre-
sidente del ISDE, D. Jorge Pintó 
Sala y el presidente del Ilustre Co-
legio Nacional de Secretarios Judi-
ciales, D. Rafael Lara Hernández,  
fija la colaboración de ambas enti-
dades en la programación, diseño y 
ejecución de actuaciones de carác-

ter formativo, jurídico y económico 
dirigido  a miembros de la Carrera 
del cuerpo de Secretarios Judicia-
les y otros profesionales del sector 
privado y público.

Manuel Broseta asume la Presidencia y Luis Trigo 
será el nuevo Socio Director de Broseta Abogados 
  

La Firma, inmersa en un plan 
de crecimiento nacional e interna-
cional, ha culminado su proceso de 
institucionalización realizando una 
serie de cambios en su estructura 
orgánica. 

Estas modificaciones se concre-
tan en la Presidencia de la Firma 
por Manuel Broseta y la designa-
ción de Luis Trigo como Socio Di-
rector.

Marc Martínez, nuevo socio en el área de IT Advisory 
de KPMG 
  

KPMG ha incorporado a Marc 
Martínez como nuevo socio res-
ponsable del área de IT Advisory 
en Madrid. Con más de 20 años 
de experiencia, Marc liderará pro-
yectos de tecnología con especial 
enfoque en consultoría de IT, 
Riesgos Tecnológicos y Seguridad 
Informática.

D. Luis Serrano

D. Rafael Lara y D. Jorge Pintó

D. Manuel Broseta y D. Luis Trigo

D. Marc Martínez

Dª María Luisa Cánovas
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Pilar Menor nueva directora del despacho DLA Piper 
en España
  

La firma internacional de abo-
gados DLA Piper ha nombrado a 
Pilar Menor directora del despacho 
en España. Pilar es también socia 
responsable del área de Laboral en 
Madrid.

 
La socia directora de DLA Pi-

per en España es socia fundadora 
y miembro del comité ejecutivo del 
Foro Español de Abogados Laboralis-
tas (“Forelab”) y pertenece a distintas 
asociaciones internacionales de abo-

gados tales como el International Bar 
Association, o la European Employ-
ment Lawyers Association.

Alberto Mata Rodríguez, 
abogado de Gómez-Acebo 
& Pombo, nombrado 
mejor letrado joven del 
año del mundo
  

La International Bar Association 
(IBA) concede el premio Outstan-
ding Young Lawyer of the Year in 
Recognition of William Reece Jr. 
por primera vez a un abogado euro-
peo, Alberto Mata Rodríguez, abo-
gado de Gómez-Acebo & Pombo.

Cayetana Lado nueva socia de Marimón Abogados 
  

El despacho Marimón Aboga-
dos ha incorporado a su sede en 
Madrid a Cayetana Lado Castro-
Rial, que venía ocupando desde 
2009 el cargo de Directora General 
de la Asesoría Jurídica de la Xunta 
de Galicia. Lado Castro-Rial,  que 
ingresa en el despacho como socia, 
viene reforzar su departamento de 
Derecho Procesal y Regulatorio.

Silva e Sousa inaugura su nueva sede en Madrid 
  

El pasado mes de octubre se in-
auguraron las nuevas instalaciones 
madrileñas del despacho Silva e 
Sousa, Sevilla, Espar & De la Ser-
na, situadas en la calle Alcalá. Se 
trata de un bufete ibérico, reflejo 
de un mercado interconectado y 
con intereses compartidos.

El despacho cuenta en la actua-
lidad con sedes en Oporto y Bar-
celona.

Ramón y Cajal Abogados 
incorpora a Joaquín 
García Bernaldo de Quirós 
  

Ramón y Cajal Abogados incor-
pora al ex Presidente de la Comi-
sión Nacional de la Competencia, 
Joaquín García  Bernaldo de Qui-
rós, como socio de la Firma para 
dirigir el Departamento de Proce-
sal, que actualmente cuenta con  
28 abogados, 6 de los cuales son 
socios.

Dª Cayetana Lado

D. José Tadeo da Costa y D. José 
António Silva e Sousa

D. Alberto Mata Rodríguez

D. Joaquín García Bernaldo de Quirós

Dña. Pilar Menor
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novedades editoriales

TEORÍA Y PRÁXIS DE LOS DERECHOS HUMANOS GUÍA PARA SU EXIGIBILIDAD

Antonio Sánchez-Bayón / Marta Pazos Seoane
Ed. Difusión Jurídica
Páginas 175

Dado el uso y abuso que de los derechos humanos se viene acometiendo, resulta cada 
vez más urgente y necesaria una revisión clarificadora de los mismos, de modo que se 
facilite su correcto uso y funcionamiento. Tal es el motivo principal que ha movido a los 
autores a realizar esta guía. Se trata de un documento de carácter expeditivo y resolutivo, 
de sencillo acceso, que pretende capacitar a cualquiera de sus lectores para la exigibilidad 
de los derechos humanos. En su interior, se presentan los diversos sistemas existentes de 
reconocimiento, protección y promoción de los derechos humanos, señalándose las claves 
para operar en los mismos con éxito, además de ofrecerse modelos de escritos jurídicos para 
denunciar las violaciones existentes.

Entre la esfera 
pública y la 
política discursiva. 
Las categorías 
conceptuales de la 
Teoría de la Sociedad 
de J. Habermas

José María Carabante 
Muntada
Ed. Difusión Jurídica
Páginas 200

Jürgen Habermas es 
uno de los filósofos vivos 
más importantes y de 
mayor repercusión de la 
actualidad. Heredero de la 
Escuela de Frankfurt, su 
obra sintetiza las grandes 
corrientes filosóficas y 
sociológicas del siglo XX, 
desde la fenomenología 
hasta la hermenéutica y el 
psicoanálisis.

Guía práctica sobre 
filiación, paternidad 
y patria potestad

Antonio Acevedo Bermejo
Ed. Tecnos
Páginas 456

Desde la óptica más 
actualizada, esta obra analiza 
la problemática relativa 
a la filiación en todas sus 
modalidades, la derivada de 
las técnicas de reproducción 
asistida y sus consecuencias 
legales. Examina en 
profundidad las acciones de 
reclamación e impugnación de 
la paternidad y su incidencia 
futura en la vida del menor y 
en las relaciones personales, 
económicas y patrimoniales 
entre padres e hijos. 

El desahucio «exprés» 
por falta de pago 

Cristina Fernández Gil
Ed. Tecnos
Páginas 320

La reforma legislativa 4/13, 
de 4 de junio, de medidas 
de flexibilización y fomento 
del mercado de alquiler de 
viviendas, en lo que afecta a 
los procesos de desahucio, 
ha dado respuesta a algunas 
de las cuestiones surgidas en 
la aplicación de la reciente 
reforma (Ley 37/11 de 10 
de octubre) que introdujo la 
técnica del proceso monitorio, 
lo que obliga a efectuar un 
nuevo estudio de la materia 
que permita conocer el 
concreto alcance de las 
modificaciones, tanto desde el 
punto de vista doctrinal como 
en cuanto a los formularios, 
que deben ser actualizados.

Libros disponibles en libros 24 horas

www.libros24h.com

Ley de 
Arrendamientos 
Urbanos

Cristina Lopez Santamaria 
(coord.)
Ed. Difusión Jurídica
Páginas 75

Aunque el art. 6 de nuestro 
Código civil continúa 
proclamando que “La 
ignorancia de las leyes no 
excusa su cumplimiento” 
también es cierto que 
en el fondo, el precepto 
parte de que las leyes se 
presumen conocidas, pues 
si no se conocen no pueden 
cumplirse. Y esta Editorial 
lanza una edición de la Ley 
de Arrendamientos Urbanos 
tal como queda después de 
la reforma ordenada.
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al servicio de los abogados
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Peritos Economistas

Perito Judicial

luis saavedra del río
perito calígrafo-biólogo colegiado

27 años de ejercicio profesional en juzgados
ratificación de informes

ámbito de actuación estatal

Pericia caligráfica-
grafología

- Auntenticidad y 
falsedad de firmas

- testamentos 
ológrafos

- Alteraciones 
documentales

especialidad biología
- peritaciones medio 

ambientales
- especies protegidas
- estudio y análisis de 

plagas
- calidad alimentaria

- clasificación de 
restos de origen 

animal

Tel.: 608 72 31 59 - 91 512 00 35
fax: 91 518 52 03

www.peritacionescaligraficas.com
www.peritacionesbiologicas.com

E-mail: saavedradelrio_luis@hotmail.com

Perito Judicial

Perito judicial y caso resuelto

Contacto:

914 029 660
629 446 138

24 horas

C\ General Pardiñas, 96 – 28006 Madrid

Asociación Española 
de Peritos 

Tasadores Judiciales

Periciales Económico-Financieras, Auditorías

Perito Informático

Víctor Ruiz Piera
Ingeniero en Informática por la UPV

CISA, Auditor Certificado de Sistemas de 
Información Colegiado nº 280 del COIICV, 

miembro del turno de peritos
Miembro de ISACA Valencia

∙∙ Dictámenes periciales informáticos
∙∙ Auditoría/Consultoría de Sistemas 
de Información

∙∙ Desarrollo de software a medida

Tel. 606 422 439
victor.ruiz@coiicv.org

C\ San Miguel, 69. Pego 03780 (Alicante)

Cobertura a nivel nacional

Perito Judicial

– Informes y dictámenes periciales
 Especialidad en patologías de la edificación.

– Tasaciones y valoraciones inmobiliarias
 (herencias, divorcios, expropiaciones...)

– Proyectos y direcciones de obra

– Inspección técnica de edificios (ITE)

– Rehabilitación, reformas y obra nueva

jorsa@jorsaproyectosyobras.com
www.jorsaproyectosyobras.com

629 927 886

Actuarios de Seguros
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Procurador
Mª Rosario Sánchez Félix

Licenciada en Derecho
Procuradora del Ilustre Colegio de 
Procuradores de los tribunales de 

Guipuzkoa

Camino de Mundaiz, 8 - 1º
20012 San Sebastián

Tel.: 943 327 618
Fax: 943 327 613
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rosario@sanchezprocuradora.es
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